   Bogotá D.C., Mayo 11 de 2011
Honorable Senador                                 

ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA

Presidente Senado de la República

Ciudad
Respetado Señor Presidente:

En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa Directiva, de la Comisión primera constitucional permanente del Senado de la República y acatando el Reglamento del Congreso en sus  artículos 156, 157 y 158 de la Ley 5ª de 1992, me  permito rendir informe de ponencia para segundo debate, al proyecto de Ley No. 213 de  2010 Senado, 107 de 2010 Cámara, acumulado con el proyecto de ley 085 de 2010 Cámara “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas de violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario y se dictan otras disposiciones”, teniendo en cuenta las siguientes consideraciones:      
PRINCIPIOS INTERNACIONALES Y BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD.

La Constitución Política de Colombia, reconoce fuerza jurídica vinculante al derecho internacional. Este derecho tienen múltiples fuentes de diferente jerarquía: tratados internacionales, normas de Ius Cogens, jurisprudencia de los tribunales internacionales, principios interpretativos que producen distintos organismos internacionales, costumbre internacional, entre otras. 

En el ámbito de los derechos de las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos, además de los tratados internacionales, existen normas y principios que son producto de la interpretación que de estos tratados producen organismos especializados y autorizados como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos o las agencias de la Organización de Naciones Unidas (ONU). Estos organismos tienen la facultad de interpretar y desarrollar el alcance de los derechos humanos por orden directa de los Tratados Internacionales que desarrollan la materia.

Por su parte, la Corte Constitucional ha planteado la existencia de un bloque de constitucionalidad, “compuesto por aquellas normas y principios que, sin aparecer formalmente en el articulado del texto constitucional, son utilizados como parámetros del control de constitucionalidad de las leyes, por cuanto han sido normativamente integrados a la Constitución, por diversas vías y por mandato de la propia Constitución. Son pues verdaderos  principios y reglas de valor constitucional, esto es, son normas situadas en el nivel constitucional”
.

Es importante resaltar que una de las funciones más relevantes de las normas constitucionales en general es la de servir de parámetro del control de constitucionalidad de otras normas como son las leyes y los decretos. Conforme a la jurisprudencia sobre el bloque de constitucionalidad, los Tratados de Derecho Internacional firmados y ratificados por Colombia, tienen fuerza vinculante en Colombia a su vez que las decisiones e instrumentos que, erigiéndose en interpretación legítima y en ejercicio de concreción del alcance de los tratados, producen los órganos autorizados por ellos mismos. Dicha fuerza vinculante se hace extensiva a los actos de los organismos multilaterales en desarrollo de las Convenios o Pactos que expresan la delegación expresa de competencias del Estado en el orden mundial como es el caso de las agencias de la Organización de Naciones Unidas (ONU), de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) o del sistema regional de protección de derechos humanos (Corte y Comisión Interamericana de Derechos Humanos).

La Corte Constitucional en diferentes decisiones ha establecido que hacen parte del bloque de constitucionalidad, los principios internacionales que ha producido la ONU en materia de derechos humanos, así como las recomendaciones de los órganos de control y vigilancia de la OIT en materia de derechos laborales, en el entendido de que éstas fuentes de derecho internacional “deben servir de base para la presentación de proyectos legislativos”
.

Las recomendaciones, informes, interpretaciones y demás decisiones concretas de ciertos organismos internacionales de control y protección de los derechos humanos, cuando están plenamente avaladas por las organizaciones internacionales establecidas en los Tratados, tienen fuerza jurídica interna y son parte del bloque de constitucionalidad precisamente porque, conforme al segundo inciso del artículo 93 de la Constitución Nacional, los derechos y deberes constitucionales se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 

En la Sentencia C-010 de 2000, la Corte Constitucional señaló que los instrumentos, decisiones y “jurisprudencia de las instancias internacionales, encargadas de interpretar tratados de derechos humanos ratificados por Colombia, constituye[n] un criterio hermenéutico relevante para establecer el sentido de las normas constitucionales sobre derechos fundamentales”. Igualmente, la Corte ha indicado que para lograr una correcta interpretación del sentido de las normas constitucionales es preciso tener en cuenta la regla hermenéutica del derecho internacional conocida como de favorabilidad, según la cual, “no podrá restringirse o menoscabarse ninguno de los derechos reconocidos o vigentes en un Estado en virtud de su legislación interna o de convenciones internacionales, invocando como pretexto que tratados de derechos humanos internacionales ratificados por Colombia no los reconocen o los reconocen en menor grado”
.
Conforme a lo dicho por la Corte, no importa qué estatura o jerarquía normativa tenga dentro del derecho internacional la norma aplicable, ya que el intérprete debe siempre preferir el estándar más favorable al ser humano y a su libertad. En este sentido se expresa Uprimny cuando sostiene lo siguiente:

“El artículo 93-2 constitucionaliza todos los tratados de derechos humanos referidos a derechos que ya aparecen en la Carta y, en virtud de la regla hermenéutica sobre favorabilidad, el intérprete debe escoger y aplicar la regulación que sea más favorable a la vigencia de los derechos humanos… para ese ejercicio, debe tenerse en cuenta la jurisprudencia de las instancias internacionales, que constituye una pauta relevante para interpretar el alcance de esos tratados”
.
Lo anterior tiene sentido por cuanto la razón de ser de incorporar otras normas a la Constitución que contribuyan a su correcta interpretación es el carácter abstracto y abierto de las normas constitucionales. Las normas consagradas en los Tratados Internacionales de Derechos Humanos ratificados por Colombia y que hacen parte del bloque de constitucionalidad en sentido estricto, también tienen el carácter de abstractas y abiertas, de tal forma que se requiere de otras fuentes jurídicas que determinen su naturaleza y alcance, y que contribuyan a su interpretación legítima y autorizada. Para esto, la Corte Constitucional ha señalado que al indagar sobre lo que realmente se incorpora por la vía del inciso segundo del artículo 93 de la Constitución, para lograr una correcta interpretación de una norma positiva de textura abierta como es la constitucional, “sólo es posible (i) fundir ambas normas (la nacional y la internacional) y (ii), acoger la interpretación que las autoridades competentes hacen de las normas internacionales e integrar dicha interpretación al ejercicio hermenéutico de la Corte”
.
En conclusión, los principios internacionales en materia de derechos humanos y de los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación
, al ser decisiones de las organizaciones internacionales en el marco de su función legítima de precisar las normas referidas frente a garantías que se encuentran contempladas en la Constitución, hacen parte del bloque de constitucionalidad por conducto del inciso 2º del Artículo 93 y en este sentido, funcionalmente sirven como parámetros para el control de constitucionalidad de las normas vinculadas con el tema y a su vez, limitan la libertad de configuración normativa del legislador ordinario.

ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY

El Proyecto de Ley No. 213 de  2010 Senado, 107 de 2010 Cámara, es iniciativa del señor Ministro del Interior y Justicia, Dr. Germán Vargas Lleras, Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, Dr. Juan Camilo Restrepo Salazar y los Honorables Senadores Doctores Armando Benedetti, Eduardo Enríquez Maya, José Darío Salazar, Juan Fernando Cristo, Juan Francisco Lozano, Arturo Char Chaljub y los H.H. R.R. Carlos Alberto Zuluaga Díaz, Germán Varón Cotrino y Guillermo Rivera Flórez.  Por el tema de la materia, fue repartido a la Comisión Primera Constitucional de Cámara de Representantes y  la mesa directiva, en ejercicio de sus funciones, designó como ponentes para primer y segundo debate, a los  Honorables Representantes Guillermo Abel Rivera Flórez, Efraín Torres Monsalve, Oscar Fernando Bravo, Juan Carlos García Gómez, Jorge Enrique Villamizar, Jaime Beunahora Febres y Carlos Germán Navas Talero, quienes suscribieron ponencias favorables y aprobadas respectivamente por la Comisión Primera y Plenaria de la Honorable Cámara de Representantes.

El presente proyecto de ley hizo trámite ante la Comisión Primera de la Cámara de Representantes y fue aprobado en dicha corporación el día 25 de noviembre de 2010. Antes de que surtiera el primer debate, fue realizada una Audiencia Pública a la que asistieron diversas organizaciones no gubernamentales, representantes de víctimas y distintos miembros de Organizaciones Internacionales. De esta audiencia se tomaron diversos insumos que fueron incorporados en la redacción y que nutrieron el debate al interior de la Comisión Primera.
Los días 17, 23, 24 y 25 de noviembre del año 2010, se surtió el primer debate del proyecto de ley ante la Comisión Primera de la Cámara de Representantes.

De esta forma, el 17 y 23 de noviembre se dio la oportunidad a los ponentes y los demás representantes que así lo solicitaron, de intervenir para exponer sus puntos y proposiciones respecto del informe de ponencia de primer debate. Una vez agotada la anterior etapa, el Presidente de la Comisión Primera de la Cámara, doctor Bérner Zambrano, procedió a informar la propuesta de votar en bloque los artículos sobre los cuales no reposaba proposición alguna. Como resultado de lo anterior, fueron aprobados un total de 120 artículos del proyecto de ley.

Posteriormente, se continuó con el debate de los demás artículos y de las proposiciones respectivas. Durante la sesión del 24 de noviembre fueron aprobados 27 artículos los cuales, en algunos casos, incorporan las proposiciones que fueron a su vez votadas de manera afirmativa. Finalizada dicha sesión, el Presidente de la Comisión Primera y el Ministro del Interior y de Justicia instaron a los ponentes a lograr acuerdos en torno al número de proposiciones radicadas en la Secretaría con el fin de reducir el número de proposiciones y de artículos para debate. En cumplimiento del anterior llamado, algunos representantes presentaron una enmienda a ser votada en bloque.

El 25 de noviembre de 2010, se aprobaron, en principio 26 artículos, 7 contemplados en la enmienda presentada y 19 adicionales. Asimismo, atendiendo al llamado efectuado por el Ministro del Interior y de Justicia para votar de manera urgente los artículos faltantes, la Comisión Primera de la Cámara de Representantes, procedió a aprobar los artículos restantes, así como algunas proposiciones de inclusión de artículos nuevos.

Las siguientes son las principales modificaciones que se propusieron en el segundo debate:

Se reformuló el título del proyecto de ley, de tal forma que se hiciera referencia a la Restitución de Tierras, que debe ser mencionada luego de la acumulación con el Proyecto de ley número 85 de 2010.

Se excluyó del concepto de víctima, a quienes hayan sufrido menoscabo en sus derechos como consecuencia de actos cometidos por parte de la delincuencia común.

Se introdujo una fecha, aplicable al concepto de víctima, que se refiere al año de 1993. La cual responde a que en dicho año el Estado colombiano asumió la existencia de una confrontación armada y fue expedida la primera Ley de Orden Público que conoce el país, que convirtió en permanentes varios de los 60 decretos que el Gobierno había adoptado en uso de las facultades de conmoción interior. 

Se aclaró el Principio de Igualdad, incluyendo una mención expresa a la necesidad de respetar la orientación y libertad sexuales.

Se incluyeron las aclaraciones del caso, correspondientes a la reformulación del Principio de Corresponsabilidad y el cambio de nombre de este principio por el de Principio de Participación Conjunta.

Se incluyeron dos artículos nuevos, en relación con la necesidad de conformar un grupo especializado al interior del Cuerpo Técnico de Investigaciones de la Fiscalía General de la Nación (CTI), para efectos de las labores de identificación y persecución del patrimonio y operaciones fraudulentas de ocultamiento de activos; y la determinación en sentencia del apoyo que empresas legalmente reconocidas, hayan ofrecido a los victimarios.

Se incluyó un artículo nuevo dentro de las garantías de no repetición, haciendo alusión a que el Estado procurará adoptar las medidas conducentes a lograr el desmantelamiento de las estructuras económicas y políticas que se han beneficiado y soportado de las acciones de los grupos armados al margen de la ley.

Se suprimió la Comisión de la Verdad que contenía el proyecto, en la medida en que el Gobierno Nacional manifestó que sus atribuciones y mandato quedarían comprendidos por el Mecanismo No Judicial de Contribución a la Verdad y la Memoria Histórica, cuya creación el Congreso debe aprobar en el Proyecto de ley número 149 de 2010 Cámara, 202 de 2010 Senado, “Por la cual se dictan disposiciones de justicia transicional que garanticen verdad, justicia y reparación a las víctimas de desmovilizados de grupos organizados al margen de la ley, se conceden beneficios jurídicos y se dictan otras disposiciones”.

Se reformuló el artículo de medidas especiales de protección a las víctimas que deberán adoptar las autoridades competentes, dependiendo del riesgo actual sufrido por la víctima. Adicionalmente, se incluyó referencia expresa a los criterios para la revisión, diseño e implementación de los Programas de Protección a Víctimas.

El Fondo de Reparación del artículo 54 de la Ley 975 fue fortalecido, mediante la inclusión de fuentes adicionales de financiación como: i) las sumas recaudadas por entidades financieras como resultado de la opción voluntaria de donación ofrecida en transacciones electrónicas; ii) las donaciones recaudadas por almacenes de cadena para el redondeo de las vueltas; iii) el monto de la condena económica de aquellos condenados por el delito de concierto para delinquir; y iv) el monto correspondiente al apoyo por parte de empresas.

Para poder acceder a las medidas de reparación previstas en el proyecto de ley, los niños, niñas y adolescentes víctimas del reclutamiento forzado, deben haberse desvinculado del grupo armado al margen de la ley al cual pertenecían.

Se redujo el plazo de vigencia de la Ley de 15 a 10 años.

TRAMITE EN SENADO

El día 18 de enero del 2011 llega el proyecto de Ley No. 213 de 2010 Senado, 107 de 2010 Cámara, acumulado con el proyecto de ley 085 de 2010 Cámara “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas de violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario y se dictan otras disposiciones” a la comisión Primera Constitucional remitido por la H. Cámara de Representantes.

La mesa directiva de la Comisión Primera de Senado, nombra ponentes a los honorables Senadores Juan Fernando Cristo (Coordinador), Hernán Andrade Serrano, Roy Leonardo Barreras Montealegre, Jorge Eduardo Londoño Ullua, Luis Carlos Avellaneda Tarazona y Hemel Hurtado Angulo y les envía comunicación el 20 de Enero para que se rinda ponencia en el plazo establecido por la presidencia, basado en el artículo 153 de la Ley 5 de 1992.

El día 23 de Febrero del presente año se rinde ponencia favorable ante la mesa directiva de la Comisión, donde se solicita a los honorables miembros de la Comisión Primera del Senado de la República dar primer debate y aprobar con las modificaciones propuestas en el pliego adjunto, el Proyecto de ley número 213 de 2010 Senado - 107 de 2010 Cámara “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas de violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario y se dictan otras disposiciones” .

De otra parte,  en mi calidad de ponente me permití dejar las siguientes observaciones con relación a los aspectos que motivaron respaldar la ponencia radicada; así como los aspectos que me obligaron a apartarme de apoyarla en su totalidad. 

Aspectos Positivos 

El proyecto de ley en mención, significa una corrección acertada en la búsqueda de la reconciliación Nacional, al reconocer la existencia  del conflicto armado que ha azotado nuestro país por décadas y sus nefastas consecuencias sociales. Pues en este proyecto se da prelación a las víctimas sobre los victimarios.

La acumulación del proyecto facilita la integralidad de las medidas asistenciales, restaurativas y reparativas, favoreciendo a las víctimas, indistintamente del origen de los victimarios, complementándose con la inversión de la carga de la prueba y el establecimiento de un esquema de justicia transicional dotado de mecanismos que permitan superar el conflicto interno. Es de destacar la figura jurídica de las presunciones legales y de derecho, contenidas en el articulado. También se trata de responder a un reiterativo reclamo de las víctimas de desplazamiento, acerca del trato deficiente e irrespetuoso que han recibido de parte de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional. 

Aspectos problemáticos 

No obstante lo anterior, nuestra profunda convicción por la construcción de una política pública integral y que garantice de manera progresiva y sostenida el goce de los derechos trasgredidos a las víctimas del conflicto interno, nos compele a apartarnos de los siguientes temas: Fecha, concepto de víctima, proceso administrativo, restitución de Patrimonio, distinción entre reparación y medidas de asistencia humanitaria, bienes de utilidad pública e interés social, no repetición y neo-paramilitarismo, derecho de superficie y contrato de transacción.

En este orden de ideas, la comisión Primera de Senado, en sesión del día 2 de Marzo de 2011, anuncia la discusión y trámite del proyecto de Ley No. 213 de 2010 Senado, 107 de 2010 Cámara, acumulado con el proyecto de ley 085 de 2010 Cámara “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas de violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario y se dictan otras disposiciones”.
Por otra parte, el día 8 de Marzo de 2011, se inicia el debate en el cual se determinó invitar a: Doctor Alejandro Ordoñez Maldonado, Procurador General de la Nación; Doctora Viviane Morales Hoyos, Fiscal General de la Nación; Doctor Volmar Antonio Pérez Ortiz, Defensor del Pueblo; Doctor Diego Andrés Molano Aponte, Alto Consejero Presidencial y Director de la agencia Presidencial para la acción Social y la Cooperación Internacional, con el objeto que fijaran su posición frente al proyecto y realizar una serie de foros regionales con el objetivo de dar a conocer el trámite del proyecto de Ley y escuchar a los diferentes actores involucrados, permitiendo enriquecer y dar insumos para el desarrollo de los debates en la Comisión. En este contexto, se escucharon en sesiones del 15 y 16 de Marzo a los altos funcionarios invitados y se desarrollaron Foros en las ciudades de Rionegro el 25 de marzo,  Puerto Boyacá el 31de Marzo y Florencia el 29 de Abril del presente año.

En la Sesión del día 23 de Marzo se aprobó el informe con que cierra la ponencia y se procedió a dar la palabra a todos Honorables Senadores de la Comisión Primera del Senado con el fin de dar inicio al debate.

En sesión del Miércoles 30 de Marzo se discutieron y aprobaron los artículos 2, 4, 5, 6, 7, 8, 10, 11, 12, 13, 15, 16, 17, 18, 19, 21, 22, 23, 24, 26, 30, 31, 33 y 34, los cuales no tenían proposiciones.

En este mismo sentido, en sesión del día martes 5 de Abril se aprobaron y discutieron los artículos 27, 28, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43, 45, 48, 49, 50, 53, 55, 56, 59, 62, 63, 64, 67, 68, 71, 74, 82, 83, 84, 86, 91, 99, 104, 105, 107, 109, 110, 111, 112, 113, 115, 116, 118, 119, 121, 123, 125, 126, 127, 128, 129, 130, 131, 132, 135, 136, 137, 138, 141, 142, 143, 144, 148, 149, 169, 171, 172, 173, 174, 175, 176, 179, 180, 181, 182, 183, 184, 187, 188, 189, 190, 191, 192, 194, 195 y 197.

Subsiguientemente, en la sesión del miércoles 6 de abril del presente año se aprobaron los artículos 1, 9, 14, 25, 29, 32, 47, 51, 54, 57, 58, 59, 60, 61, 65, 66, 72, 77, 85, 90, 93, 96, 98, 106, 108, 124, 139, 145, 178, 185 y 186. El artículos 25 se aprobó con proposición del Senador Juan Fernando Cristo, el 51 y 61 con proposición del Senador Juan Manuel Galán y el 60 con proposición del senador Manuel Enríquez Rosero.

Finalmente, en la sesión del día 12 de Abril se aprobaron los artículos faltantes , dando por terminado el proceso en la Comisión Primera de Senado. 

OBJETO DEL PROYECTO DE LEY
El presente Proyecto de Ley tiene por objeto establecer un conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas en beneficio de las víctimas, dentro de un marco de justicia transicional que permita resolver los problemas derivados de las violaciones de los Derechos Humanos e infracción del Derecho Internacional Humanitario, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo que se reconozca su condición de víctimas y se dignifique a través de la materialización de sus derechos constitucionales.

CONSIDERACIONES DE LA PONENCIA 

Conflicto Armado, Causa de la Victimización

Violencia bipartidista. Elemento Fundacional

La violencia bipartidista de mediados del siglo pasado reportaba 14.000 muertes para 1.947, a causa de una estrategia gamonal de control territorial. El Asesinato de Jorge Eliécer Gaitán en 1.948, impune en sus móviles políticos, produjo algo más de 3.000 muertes, por tal motivo y acusando falta de garantías, en 1950 el liberalismo no participa en elecciones y algunos promueven la lucha insurgente. Entre 1.948 y 1.958 se calculan 2 millones de campesinos desplazados y 200 mil muertes, principalmente en el campo. 

En éste contexto y en respuesta a la muerte de Gaitán, se justificó la vía armada como estrategia de resistencia, que ya había experimentado el campesinado liberal como única alternativa para repeler la persecución a muerte, acometida por los gobiernos conservadores a través de la fuerza pública y de escuadrones a sueldo conocidos para la época como “Chulavitas”.

Para 1954, el Ejercito Nacional, emprende una agresiva operación en el norte del Tolima denominada “Guerra de Villarrica” para aplacar las bases liberales y asegurar control del territorio, esto generó un hecho muy importante en el surgimiento de las FARC: las “Columnas en Marcha”, en donde los milicianos en compañía de familias enteras forzadas a desplazarse, iban colonizando territorio. Así sucedió En Guaviare, Llanos Orientales, Sumapaz  y el Tolima. 

Estos factores, sumados al abandono institucional en que se encontraban bastas zonas del territorio Nacional permitieron la organización insurreccional de las guerrillas, inicialmente como expresión del conflicto entre el liberalismo y el conservatismo, haciendo la salvedad, que no todos los proyectos guerrilleros y autodefensas campesinas tuvieron los mismos antecedentes. De todas maneras, como se mostrará más adelante, la arremetida militar indiscriminada contra la población civil, el secuestro en masa y la incursión en el narcotráfico, aunque no las convirtió en mafias exclusivas, desdibujaron su proyecto histórico y acabaron con su base social de apoyo, particularmente en el caso de las FARC.

Reforma y Contrarreforma Agraria a Sangre y Fuego
La Reforma Agraria de 1.961 (Ley 135/61), sobre la que solo hasta 1.968 en el Gobierno de Carlos Lleras, se adoptaron medidas adicionales, fue detenida por el Pacto de Chicoral de contrarreforma materializado en las  Leyes 4 y 5 de 1.973, 

Con este marco normativo, se impulsaron los Proyectos de Desarrollo Rural Integrados que incluían crédito, asistencia técnica y dotación de infraestructura, pero que estaban destinadas a los grandes latifundistas, así mismo, se dispuso un impuesto sobre la Renta Presuntiva del 10% para producción agrícola y del 4% para ganadería,  desincentivándose entonces el sector agrícola y aupando un fenómeno de concentración de tierras para el pastoreo, es decir, fortaleciendo al gremio ganadero, del cual algunos sectores se han opuesto fuertemente a la democratización de la tierra y para ello han hecho uso de todo tipo de mecanismos, legales e ilegales. De hecho, los comandantes de la generación de los narcoparamilitares, sucesión de los capos de la mafia, representaban en su mayoría este sector. Finalmente, la ley 6 de 1975 imposibilitó la expropiación y detuvo definitivamente la Reforma Agraria. Entre 1.974 y 1.978 muchas haciendas que habían sido adquiridas por el Estado para la reforma agraria fueron devueltas  a sus antiguos dueños y se intensificó la actividad militar para repeler la protesta social, dándole un amplio margen a la fuerza pública para juzgar en cortes militares a quienes de manera discrecional consideraban sus enemigos.

Pero además de las involuciones normativas, en la práctica se llevó a cabo un plan de despojo, encarcelamiento y persecución al movimiento campesino, en auge para la época por la constitución de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos ANUC, que con más de un millón de afiliados realizaban expropiaciones de facto, invadiendo cerca de 2.000 haciendas entre 1.971 y 1.975. 

Doctrina de seguridad nacional y narco violencia = victimización extrema
El tratamiento represivo contra el movimiento social y los grupos de izquierda, evidenció la predilección de la fuerza sobre la razón para la resolución de conflictos y provocó un crecimiento de las guerrillas durante los 80, llevándolos a tener presencia en más de 600 municipios al final de la década. Para 1982 las FARC contaban con 27 frentes, 10 años más tarde ya alcanzaban 50.

Según cifras del Proyecto Colombia Nunca Más y sin contar los hechos Guerrilleros, entre 1966 y 1979 se reportaron sumando muertes, torturas y desapariciones forzosas 4.423 actos criminales,  entre 1981 y 1990 16.618 y en el período 1991-1998 ascendieron a 20.366, todas estas atribuibles a miembros de la fuerza pública y estructuras paramilitares. Así las cosas, como aparece en la siguiente tabla, es evidente, un recrudecimiento de la violencia en Colombia, particularmente a partir de la segunda mitad de la década de los 80. 

Tabla 1. Evolución de la violencia en Colombia 1981-1991
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	10

	
	Asesinatos políticos
	Desapa- recidos
	Limpieza social
	Total víctimas
	Muertos en combates
	Gran Total
	Promedio diario de víctimas
	Total homicidios
	Promedio diario de homicidios
	% violencia política y violencia total

	Años
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	1981
	269
	101
	
	370
	95
	465
	1.27
	10713
	29.76
	4.34

	1982
	525
	130
	
	655
	69
	724
	1.98
	10580
	29.39
	6.84

	1983
	594
	109
	
	703
	173
	876
	2.40
	9721
	27.00
	9.01

	1984
	542
	122
	
	664
	225
	889
	2.44
	10694
	29.71
	8.31

	1985
	630
	82
	
	712
	386
	1098
	3.01
	12899
	35.83
	8.51

	1986
	1387
	191
	
	1578
	362
	1940
	5.32
	15672
	43.53
	12.38

	1987
	1651
	109
	
	1760
	313
	2073
	5.68
	17419
	48.39
	11.90

	1988
	2738
	210
	
	3221
	1083
	4304
	11.79
	21100
	58.61
	20.40

	1989
	1978
	137
	273
	2479
	732
	3211
	8.80
	23312
	64.76
	13.77

	1990
	2007
	217
	364
	2491
	1229
	3720
	10.19
	24267
	67.41
	15.33

	1991
	1829
	180
	267
	2398
	1364
	3762
	10.30
	28284
	78.57
	13.30

	TOTAL
	14.150
	1.588
	389
	17.031
	6.031
	23.062
	
	18.4661
	
	12.49


Fuente: Ávila, Ariel, Fernando. En López Hernández, Claudia. Y Refundaron la Patria… 2009. Pág. 176. Comisión Interamerica de derechos Humanos, 1993.

Por su parte, los secuestros ascendieron ostensiblemente, pasando de un total de 44 en 1980, a 1550 en 1991,  identificando una participación similar de la delincuencia común y las guerrillas. 

Tabla 2. El Secuestro en Colombia.

	
	Delincuencia Común 

	Guerrilla
	
	

	Años 
	Casos 
	%
	Casos 
	%
	Total 
	Promedio

Diario

	1980
	28
	63,64
	16
	36,36
	44
	0.12

	1981
	33
	33,33
	66
	66,67
	99
	0.27

	1982
	67
	49,26
	69
	50,74
	136
	0.37

	1983
	66
	39,52
	101
	60,48
	167
	0.46

	1984
	161
	53,85
	138
	46,15
	299
	0.82

	1985
	132
	46,15
	154
	53,85
	286
	0.78

	1986
	112
	62,22
	68
	37,78
	180
	0.49

	1987
	122
	47,10
	137
	52,90
	259
	0.71

	1988
	331
	46,10
	387
	53,90
	718
	1.97

	1989
	380
	48,66
	401
	51,34
	781
	2.14

	1990
	638
	53,28
	599
	46,72
	1.282
	3.51

	1991
	748
	48,26
	802
	51,74
	1.550
	4.25

	TOTAL
	2.863
	49,35
	2.938
	50,65
	5.801
	1.32


Fuente: Ávila, Ariel, Fernando. En López Hernández, Claudia. Y Refundaron la Patria… 2009. Pág. 176. Comisión Interamerica de derechos Humanos.

Entre 1988 y 1991 se presentaron 269 masacres (70 en 1988, 67 en 1989, 69 en 1990 y 63 en 1991) y finalizando la década de los 80 se podía identificar la presencia de 60 grupos paramilitares.

Gráfico 1.  Masacres período 1988 - 1991
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Para los 90 el dominio territorial pasó a ser el factor de poderío narcotraficante en disputa tanto de las guerrillas como de los grupos paramilitares. El paramilitarismo ha sido más eficiente en este aspecto, dado que se encargó de lavar dinero en tierras baratas afectadas por presencia guerrillera,  instaurar ejércitos privados y cobrar cuotas a los ganaderos y terratenientes para su sostenibilidad, asegurando así respaldo social, político e institucional.

Según la Consejería Presidencial para la Atención Integral de la Población Desplazada por la Violencia, solamente entre enero de 1996 a junio de 1997 se reportó el desplazamiento de 36.677 personas, pertenecientes a 7.508 familias, provenientes de 73 municipios de 13 departamentos (Antioquia, Atlántico, Bolívar, Caquetá, Cesar, Córdoba, Choco, Huila, Magdalena, Norte de Santander, Santander, Sucre y Tolima). Las masacres fueron en aumento, registrando su punto más alto en el año 2.000 con 236.

Gráfico 2. Masacres período 1997-2008
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Fuente: Observatorio de Derechos Humanos de la Vicepresidencia de la República

Una de las consecuencias directas del conflicto interno, además de la grave crisis humanitaria, ha sido la afectación negativa en el desarrollo económico y social de la nación, pues iniciado el siglo XXI las cifras eran ilustrativas: 56% de pobreza (bajo esta línea se encontraba el 47,2% de la población urbana y el 79,6% de la población rural), 12.000 propietarios, el 0,6% del total, eran dueños de 10 millones de hectáreas que representaban el 20% del total de tierra agropecuaria. El 82,4% del territorio agrícola era minifundio y equivalía solamente al 15,6% del área rural del país.
La situación de los derechos humanos ante la política de seguridad democrática

En el escenario de la presidencia de Álvaro Uribe Vélez 2002-2010, se planteó el sistema de la política de defensa y se​guridad democrática en su primer periodo de Gobierno y en el segundo la consolidación de la misma. Para las dos, se diseñaron dos objetivos concretos: el primero, controlar  el territorio por parte del Estado con la finalidad de garantizar la vigencia del Estado de derecho; y el segundo, combatir el narcotrá​fico y otras formas de crimen organizado y promover la seguridad y la ciudadanía.

Se disminuyó la intensidad del conflicto y bajó la tasa de homicidios, los cuales se tomaron como los indica​dores directamente asociados al conflic​to armado. Las violaciones al Derecho Inter​nacional Humanitario (DIH) disminuyeron en un 48% y las acciones bélicas en un 81% (Ver gráfico 3), al igual que los homicidios que pasaron de 28.897 en 2002 a 16.296 en 2009 (43% menos).  Además, los homicidios  políticos se redujeron en un 69% y los muer​tos en combate en un 75% (Ver gráfico 4).
Gráfico 3
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Gráfico 4
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Sin embargo en Colombia no se puede calcular únicamente la efectividad y las implicaciones de esta política en el ámbito militar, a partir de mediciones estadísticas, puesto que la guerra y la paz son un asunto relacionado con aspectos políticos, económicos y sociales. Por eso, es necesario tomar como un todo tales aspectos y relacionarlos con las trasformacio​nes militares y territoriales del conflicto ar​mado, los cambios de la confrontación entre el Estado y la guerrilla y las mutaciones del fenómeno paramilitar.

Uno de los resultados de la política de seguridad democrática y de la consolidación de la misma, hablando en términos del conflicto armado, es haber cambiado la correlación de fuerzas en la confrontación ar​mada con las guerrillas, en particular con las FARC; sin embargo, después de ocho años de una persistente política militar contra la in​surgencia, es necesario decir que la guerrilla puede estar golpeada, pero no está derrotada y es claro además, en este panorama social, político y económico que el Gobierno de Álvaro Uribe Vélez tampoco pudo aca​bar ni con el paramilitarismo ni con el narcotráfico. Sin duda, durante buena parte del gobierno Uribe la economía del país creció por encima de su promedio histórico, principalmente debido a una coyuntura favorable de la economía mundial, sin embargo, esto no tuvo correlato en la profunda crisis social que padece la sociedad Colombiana, medida en los pobres avances en materia de cobertura y calidad de aspectos fundantes de la dignidad humana como la salud, la educación, la vivienda, entre otros, los cuales a nuestro juicio se constituyen en factores originarios del conflicto que durante este periodo fueron totalmente desconocidos. 

Es importante anotar que en el periodo presidencial en mención, se relegaron a un segundo plano problemas estructurales tales como la pobreza, el desempleo, el atraso en la agricultura, el desplazamiento forzado, entre otros. Se adoptó una torpe política internacional negándose a recibir el apoyo de la comunidad internacional y destruyendo las relaciones con los países vecinos, y además, se eludieron las consultas con los pueblos indígenas y afrodescendientes con relación al conflicto en sus territorios, y la ayuda humanitaria quedó supeditada a la agenda militar.

En este sentido, es claro que se necesita una propuesta integral en materia de seguridad, que sin desconocer la necesidad de la fortaleza militar del Estado, al mismo tiempo desarrolle una estrategia de paz sostenible, incluyendo otros aspectos tales como la seguridad social, la seguridad alimentaria, el respeto a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario, además de una estrategia sincera de nego​ciación con la insurgencia, como instrumento para poner fin a un conflicto armado prolongado y degradado como el nuestro, con prevalencia de las necesidades de la población, en especial la de las víctimas olvidadas, en ocasiones criminalizadas y re victimizadas, por esta política. 

Acerca de lo anterior, en el año 2003 la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, señaló que la situación de derechos humanos en Colombia “se ha caracterizado por violaciones graves, masivas y sistemáticas de esos derechos, constituyendo muchas de ellas crímenes contra la humanidad”. A la terminación del gobierno, estas violaciones continuaban siendo graves, masivas y sistemáticas, en muchos casos se han agudizado y en gran parte permanecen en la impunidad. La responsabilidad de estas violaciones en la mayoría de los casos se atribuye al Estado Colombiano, ya sea por perpetración directa o por tolerancia o apoyo a los grupos paramilitares. Además, el país ha enfrentado una grave crisis del Estado social de Derecho, como consecuencia del irrespeto a la separación de poderes por parte de la rama ejecutiva, lo cual hace mucho más preocupante la situación actual.

En este contexto de irrespeto por los derechos humanos, han aumentado dramáticamente los casos de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas, torturas, detenciones arbitrarias y desplazamiento forzado, al tiempo que Colombia es el país con el mayor número de asesinatos de sindicalistas en el mundo: según la Escuela Nacional Sindical, entre 1986 y 2010, fueron asesinados 2842 sindicalistas en Colombia (Tabla 3), y según la Confederación Sindical Internacional, en Colombia se cometen cerca de la mitad de los asesinatos de sindicalistas en el mundo. El conflicto armado que padecemos desde hace 40 años, se circunscribe a lo estipulado en el artículo primero del Protocolo II Adicional a los Convenios de Ginebra, sobre conflictos armados de carácter no internacional, a pesar de esta realidad, el Presidente de la República insistió en desconocer su existencia, poniendo en tela de juicio la aplicación del derecho humanitario, pues a pesar de que el Gobierno insistió permanentemente en presentar su política de “seguridad democrática” como una política de derechos humanos, la ejecución de la misma ha generado mayores violaciones a los derechos y libertades ciudadanas.  

Tabla 3.[image: image3.emf]
El contenido central de la política de seguridad democrática fue eminentemente bélico, los recursos institucionales y presupuestales se orientaron en perfiles militaristas; era tanta la obsesión del Gobierno por ganar la guerra a través de la vía militar, que se subordinó todo lo demás a este propósito. De esta manera el conflicto armado se redujo a la lucha antiterrorista, en los términos de la política militar internacional estadounidense posterior al 11 de septiembre. Así, se desnaturalizó el conflicto armado y se configuró en una confrontación contra bandas de delincuentes y criminales dedicadas al narcotráfico, lo que parecía más un asunto de policía o de aplicación de la ley penal, omitiendo las raíces políticas del conflicto y cerrando las puertas a propuestas de negociación y acuerdos. 

Aun así, existió una ambigüedad latente en cuanto a lo que se refiere al fenómeno paramilitar, en la medida en que en este caso, se adelantaron negociaciones políticas con delincuentes sindicados de delitos atroces, narcotráfico, y que además estaban pedidos en extradición. Para el inicio de las conversaciones con los  grupos paramilitares, estos habían doblado su pié de fuerza militar, en muchos casos por la venta de cupos en las filas paramilitares a delincuentes comunes dentro de sus tropas, para que en el momento de la entrega pudieran acceder a los beneficios tanto jurídicos como económicos. El gobierno de Uribe entra así en contradicción, ya que este había manifestado en constantes oportunidades que solamente entraría en negociaciones con grupos militarmente derrotados, pero no con aquellos capaces de poner condiciones  e intimidar con su poder en las mesas de negociaciones, además, en la práctica le concedió estatus político a grupos irregulares que no estaban organizados con el propósito de oponerse al Estado y en muchos casos pasando por alto su propia exigencia de suspender hostilidades. 

Al contrario de lo que manifestó el Gobierno, el paramilitarismo no se  desmanteló y no se depuraron los estrechos vínculos entre agentes estatales y paramilitares, a pesar de las múltiples recomendaciones internacionales al respecto. Antes de iniciarse las negociaciones del Gobierno con los paramilitares en diciembre de 2002, las cifras oficiales indicaban la existencia de 12.000 paramilitares. La organización no gubernamental Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz (Indepaz) estima, con base en datos de la Policía Nacional, que actualmente hay por lo menos 9.000 paramilitares armados que hacen parte de 76 grupos de las llamadas BACRIM que operan en aproximadamente 25 departamentos del país, quienes mantienen el control social de la población y los territorios mediante la comisión de violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario. Así mismo, sus estructuras económicas se han consolidado a través del proceso de legalización de los bienes y negocios que obtuvieron mediante el despojo y el desplazamiento forzado.

Podemos hablar entonces de las violaciones a los derechos a la vida, la integridad personal y la libertad en el contexto de la violencia sociopolítica:

 En el período de julio de 2002 a diciembre de 2007, por lo menos 13.634 personas perdieron la vida por fuera de combate a causa de la violencia sociopolítica, de las cuales 1.314 eran mujeres y 719 eran niñas y niños, de todos ellos 1.477 fueron desaparecidos forzadamente. Además, en los casos en los cuales se conoce el presunto autor genérico de las violaciones (8.049 casos), el 75,4% se atribuyeron a responsabilidad del Estado: por perpetración directa de agentes estatales, el 17,53% (1.411 víctimas); y por tolerancia o apoyo a las violaciones cometidas por paramilitares el 57,87% (4.658 víctimas). A los grupos guerrilleros se les atribuyó la presunta autoría del 24,59% de los casos (1.980 víctimas).En el último quinquenio se ha constatado un aumento del 67,71% en los registros de ejecuciones extrajudiciales directamente atribuidas a la Fuerza Pública, lapso que coincide con la aplicación de la política de “seguridad democrática” promovida por el Gobierno Uribe desde su posesión el 7 de agosto de 2002. Así, entre julio de 2002 y diciembre de 2007, se han registrado por lo menos 1.122 casos de ejecuciones extrajudiciales atribuibles directamente a la Fuerza Pública, frente a 669 casos registrados entre enero de 1997 y junio de 2002. 

Entre julio de 2002 y diciembre de 2007, fueron víctimas de torturas por lo menos 932 personas, de las cuales 201 quedaron con vida y 731 fueron asesinadas. Del total de casos registrados, 82 eran mujeres y 33 eran niñas y niños. En los casos en los cuales se conoce el presunto autor genérico de las violaciones (612 casos) el 90,51%del total de los actos de tortura registrados durante el período en estudio compromete la responsabilidad del Estado: por perpetración directa de agentes estatales, el 32,35% (198 víctimas), y por omisión, tolerancia, aquiescencia o apoyo a las violaciones cometidas por grupos paramilitares, el 58,16 % (356 víctimas). A las guerrillas se les atribuyó la presunta autoría del 9,47% de los casos (58 víctimas).

Una Misión de Observación Internacional a fines del 2007 pudo constatar que generalmente se trata de personas de la población campesina, líderes comunitarios, indígenas, trabajadores, y personas socialmente marginadas, que han sido previamente detenidas de manera arbitraria, señaladas muchas veces por informantes que buscan obtener recompensas o beneficios judiciales, y asesinadas posteriormente, manipulando las pruebas y la escena del crimen para hacerlos aparecer como guerrilleros muertos en combate. Se registran también preocupantes casos de tratos crueles y degradantes por parte de la policía en contra de la población Lesbiana, Gay, Bisexuales y Transexuales (LGBT). Desde 2006, se ha denunciado el asesinato de 16 mujeres transexuales y 32 atentados solamente en la ciudad de Cali. Durante 2007, se reportaron 31 denuncias de violencia física o verbal contra esta población, de las cuales 17 no fueron investigadas y en ninguna de ellas hubo sanción. 

Los registros disponibles sobre detenciones arbitrarias muestran un incremento a partir del año 2002. Entre el 7 de agosto de 2002 y 6 de agosto de 2004, por lo menos 6.332 personas fueron detenidas arbitrariamente por agentes del Estado colombiano. Entre el 7 de agosto de 2004 y el 31 de diciembre de 2007, 2.227 personas fueron privadas de la libertad de manera arbitraria. De ellas, 197 eran mujeres y 142 eran niñas y niños. Este incremento corresponde con la implementación de la política de “seguridad democrática” que promueve que la Fuerza Pública realice detenciones sin que exista flagrancia u orden expedida por una autoridad judicial.

Según datos de la Fundación País Libre, 8.451 personas fueron secuestradas entre enero de 2002 y diciembre de 2007. Del total de secuestros registrados en este periodo, el 23% de las víctimas son mujeres (1.944) y el 14,6%son menores de 18 años (1.235). La presunta autoría se atribuye en un 76,8% (6.491) de los casos, a grupos de delincuencia común, grupos guerrilleros y grupos paramilitares. De esta cifra, 2.410 casos se atribuyen al grupo guerrillero FARC-EP, 1.474 al grupo guerrillero ELN, 511 a los paramilitares, 141 a disidencias de estos grupos y otras organizaciones. También se conocen casos en los que han participado agentes estatales en servicio o en retiro. No obstante, en las estadísticas oficiales no se divulgan los casos de toma de rehenes cometidos por

agentes estatales.

En otras violaciones al Derechos Internacional Humanitario, podemos nombrar, que todos los grupos armados cometen infracciones contra personas y bienes protegidos.

Adicionalmente, se estima que el número de niños y niñas combatientes en las filas de los grupos guerrilleros y paramilitares oscila entre los 8.000 y los 13.000. A este respecto, no obstante la obligación impuesta a los grupos paramilitares de entregar la totalidad de menores de edad reclutados (artículo 10.3 de la ley 975 de 2005 conocida como ley de “justicia y paz”), se tiene registro de la entrega efectiva de solamente 212 niñas y niños por parte de estos.

En este sentido, se tiene conocimiento que en el gobierno de Uribe se tomaron como parte de su estrategia, otras formas de vinculación de niños y niñas en la guerra por parte de las Fuerzas Armadas, es el caso de la utilización de niños, niñas y adolescentes como informantes, en actividades de propaganda contrainsurgente y en el desarrollo de acciones cívico militares a través de actividades lúdicas y de visitas de menores a instalaciones militares, en el marco del programa “soldados por un día”, a pesar de las solicitudes de la Procuraduría de suspender estas actividades. De igual forma el Secretario General de Naciones Unidas, señaló que la fuerza pública utilizó a niños con fines de inteligencia, transporte de materiales y mantenimiento de armas, y que niños y niñas desvinculados son retenidos en comisarías de policía y batallones del ejército por períodos no autorizados.

Con respecto a la violencia sexual contra las mujeres, la Corte Constitucional destacó el 14 de abril de 2008 que “es una práctica habitual, extendida, sistemática e invisible en el contexto del conflicto armado colombiano, así como lo son la explotación y el abuso sexuales”, práctica atribuida a todos los grupos que participan en las hostilidades, incluida la Fuerza Pública. En el mismo sentido, la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha señalado que “recibió varias quejas sobre mujeres víctimas de actos de violencia sexual cuya autoría se atribuyó tanto a integrantes de los grupos armados al margen de la ley como a miembros de la fuerza pública”.

Según Handicap International, Colombia es el país con el mayor número de víctimas de minas antipersona en el mundo. La mayor preocupación es que en el gobierno Uribe, se diseñó una estrategia desacertada y riesgosa que vincula a civiles para que identifiquen sitios donde posiblemente hay presencia de minas, convirtiéndolos fácilmente en objetivos militares.

Otro punto de máxima alerta en las violaciones al derecho internacional humanitario fue el hecho de que, en desarrollo de la operación militar denominada “Jaque”, la Fuerza Pública haya utilizado el emblema del Comité Internacional de la Cruza Roja (CICR), violando con esto el principio de neutralidad reconocido por el derecho humanitario. El CICR tomó nota de la declaración del Presidente de la República, según la cual reconoció que un oficial de la Fuerza Pública que participó en la operación, usó el emblema de la Cruz Roja. Esta entidad reiteró que “el emblema de la Cruz Roja tiene que ser respetado en todas circunstancias y no puede ser usado de manera abusiva”.

Adicionalmente, la ya dramática situación de los derechos humanos en Colombia, se profundiza aún más ante el hecho de que la impunidad y las limitaciones al acceso a la justicia son estructurales y afectan a todas las víctimas de violaciones de derechos humanos y derecho humanitario. Muestra de ello es la impunidad abrumadora de los crímenes de los paramilitares. De 31.671 paramilitares que se habrían “desmovilizado”, el 90,1% (28.544) fueron beneficiados con una amnistía de facto mediante el decreto 128 de 2003, bajo el argumento de que no tenían investigaciones o condenas en su contra por delitos graves. No se les exigió contar la verdad sobre las violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario en las que participaron o de los que tuvieran conocimiento y, por lo tanto, no ha sido posible determinar responsables, mandos, financiadores, promotores y cómplices en la sociedad y en el Estado de estos crímenes. 

A Diciembre de 2007, tan sólo 116 paramilitares (0,3%) de los 31.671 estaban siendo procesados efectivamente por la ley 975 de 2005 (ley de “justicia y paz”), y ninguno había sido condenado, por lo que no se han garantizado los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación.

Además, mediante decretos reglamentarios a la ley 975 y en la práctica, el Gobierno redujo los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación, contradiciendo decisiones expresas de la Corte Constitucional que en su sentencia C-370de 2006 ordenó garantizarlos: se negó la responsabilidad de reparar y se utilizó medidas de asistencia humanitaria o política social a manera de reparación; se dio la directriz que la restitución de bienes no era prioritaria e introdujo rebajas ilegales a la pena de privación de la libertad de los victimarios.

Entre 2002 y 2009 los grupos paramilitares no dan señales del mismo retroceso en su accionar violento que las guerrillas, ya que las infrac​ciones al DIH de las que son responsables sólo disminuyeron en un 23%, frente al 82% de las acciones de las FARC (Ver gráfico 4). Es más, como en el pasado, su accionar estuvo dirigido contra la población civil, por lo que fueron responsables del 42% de las infraccio​nes al DIH entre el 2002 y 2009, en compara​ción con el 34% de la Fuerza Pública, el 19% de las FARC y tan sólo el 2% del ELN (Ver gráfico 6).

Gráfico 5
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Es decir, el balance con relación a la paz, el conflicto armado y el rearme paramilitar fue nefasto para el gobierno Uribe, en primer lugar porque con las FARC no se adelantó un acuerdo humanitario, fracasó el proceso de paz con los paramilitares (AUC ) y la implementación de la ley de justicia y paz y existió una pasividad y complacencia con el rearme paramilitar y la conformación de las Bandas Criminales Emergentes, hoy un grave problema para la sociedad, la política pública y las víctimas revictimizadas por estas.

Gráfico 6
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Derechos Humanos, Una Crisis Latente

Después de realizado el análisis del conflicto armado en Colombia, podemos decir que en los ocho años del gobierno de Uribe la situación de derechos humanos empeoró, ello explicado en razón a que el bienestar de los Colombianos se ha deteriorado, lo que debe ser el indicador real para esta medición, aunque los homicidios, las masacres, las detenciones arbitrarias, numéricamente hayan disminuido.

Tabla 3. Amenazas y Otras Violaciones a los Derechos Humanos 

2002-2009
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2009 575






Se evidencia que la brutalidad criminal baja, porque las bandas paramilitares bajan su perfil en medio de los diálogos del gobierno Uribe, cosa contraria en las amenazas que se aumentan y se mantienen al día de hoy creando  temor en la población. Se puede decir que la brutalidad criminal no se acaba si no que se transforma, que hay un reacomodamiento de los criminales, en especial los paramilitares, que a la vez se legitima y se “reincorpora” por medio de la ley de justicia y paz, gran parte de esa legitimidad de los paramilitares que se otorga en el gobierno Uribe, constituye una de las mayores violaciones a los derechos humanos en Colombia, recalcando que en ese proceso no existieron garantías de verdad, justicia y reparación de las víctimas, ni participación de las mismas y mucho menos garantías de no repetición, por supuesto el fin del conflicto armado no se vislumbra en un futuro próximo, convirtiendo ese proceso y la ley en sí en una falacia para la sociedad.

Así, la administración Uribe Vélez impulsó y consolidó dos marcos normativos que legalizaron los altos niveles de impunidad que han rodeado las investigaciones por graves violaciones a los derechos humanos perpetradas en Colombia por las estructuras paramilitares. Uno, el que sustenta las desmovilizaciones colectivas e individuales, y dos, aquel que hoy se denomina de ‘Justicia y Paz’ (Ley 975). Ambos se construyen sobre discursos e instituciones que los proveen de una aparente sujeción a los estándares fijados internacionalmente en materia de verdad, justicia y reparación; pero ambos, a la vez, cuentan con una serie de mecanismos que, al ser estudiados en detalle, ponen en evidencia su clara orientación hacia el desconocimiento y desprecio de los derechos de las víctimas, así como hacia la consolidación de la impunidad de los crímenes atroces cometidos en Colombia, y que se verifica en los enormes beneficios otorgados a quienes son responsables de graves crímenes de carácter internacional, y en el mantenimiento incólume del poder político, militar, económico y territorial que patrocinó y se benefició con esas estructuras, hoy consolidadas con las llamadas BACRIM, que son los grupos neo-paramilitares, con atrocidades peores ya que perdieron su objetivo anti insurgente, dando continuidad a los problemas de degradación de los derechos humanos.

Se debe anotar que el problema agrario se hizo latente, en tanto uno de los grandes pilares del paramilitarismo, es la acumulación del territorio en manos de unos pocos y que la repartición de estos es totalmente desigual, siendo la tierra el progreso de un pueblo, es decir, que en ese preciso instante se denota el desequilibrio de los derechos de los ciudadanos, enmarcados estos en el indicador aceptable que debe ser el bienestar de los ciudadanos. Por supuesto este enfoque fue privilegiado por el gobierno Uribe (hoy se demuestra ante la justicia colombiana) y puesto en práctica con la brutalidad criminal de los paramilitares. Aproximadamente (no existe cifra exacta), son más de 4 millones de hectáreas usurpadas por los paramilitares. 

Resumiendo la situación, entre el problema agrario, el problema de desempleo y las muertes selectivas, determinamos que el derecho a la vida y derechos conexos a esta, que son derechos humanos básicos y que constituyen condiciones indispensables de supervivencia, están flagrantemente violados; “No es, pues, posible aseverar una mejo​ra de la situación de los derechos humanos cuando se deja intacta la motivación para violarlos.”(Alejandro Angulo).

Otra de las graves violaciones a los derechos de los ciudadanos colombianos cometidos durante el gobierno de Uribe, fueron  los constantes atentados al sistema de justicia, los constantes altercados entre el presidente y las altas cortes, hicieron menoscabo en el sistema judicial, alargando los tiempos en los procesos y en algunas ocasiones propendiendo a la impunidad. La extradición de los jefes paramilitares causó una gran desconfianza en la sociedad y un gran problema a la rama judicial, en cuanto se entorpecieron los procesos y se calló la verdad de lo sucedido en el País, esta conducta del Uribe dejó menguada a la justicia. 

Si hablamos del legislativo las cosas no mejoran, fue una vergüenza, recordemos a Mancuso quien en marzo de 2002  dijo que la organización paramilitar tenía el 35% de las curules en el congreso, ocho años después, hablamos que los herederos políticos de estos, tienen más de 80 curules perdidas en procesos penales o renuncias voluntarias a causa de nexos con las AUC. 

En el tema de amenazas, en los ocho años del gobierno de Uribe, estas se convirtieron en uno de los temas más relevantes en las violaciones de los derechos humanos, que se presentaron por intolerancia social o por persecución política. 

Según informes del CINEP, en 2009 se registraron 104 amenazas por in​tolerancia social, y 225 casos por persecución política. Las primeras dirigidas principalmente a sectores sociales considerados como proble​máticos o disfuncionales: ladrones, prostitu​tas, expendedores y consumidores de drogas, habitantes de la calle y, particularmente, gru​pos de población joven; el segundo en contra de grupos que buscan reivindicar sus derechos. Se determinan como los principales actores a los parami​litares en un 90,4% y las acciones comparti​das entre la policía y los paramilitares en un 2,9%. También se encontró que los “Grupos de Limpieza Social” y la Policía Nacional tu​vieron responsabilidad en las amenazas en un 1,9%. 

Los sectores que reciben la mayoría de las amenazas, son aquellos que se resisten al despojo de sus tierras y los defensores de derechos humanos. En el gobierno de Uribe es imperativo preguntar  por la responsabilidad del Estado,  ya que las amenazas fueron sistemáticas y en muchos casos se demostró la mancomunidad entre sus agentes y los grupos ilegales; las acciones en las que se  manifestaron con mayor hincapié fueron los señalamientos que durante ocho años Uribe realizó públicamente a los líderes y liderezas sociales, en especial a los campesinos y desplazados y  a las organizaciones de derechos humanos, lo que los convirtió en un objetivo de los grupos al margen de la ley y del mismo Estado por medio de las judicializaciones y capturas masivas sin sustento legal. Los efectos que al día de hoy aún se sienten como en este caso, sí están auspiciadas por el Estado se legitiman  por la aceptación de la sociedad, lo que produce mayor efectividad para el logro de sus fines, generando mayor 

violencia socio política en Colombia.

Todos estos factores han convertido a Colombia en el país más desigual de América. De 15 millones de hectáreas solo 4 se dedican a la producción agrícola. Las cifras de concentración de tierras en 2009 publicadas por el Proyecto de Protección de Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada, muestran que “mientras el 10,5% del total de hectáreas están en la categoría de microfundio y corresponden al 80,5% de los predios y al 78,3% de los titulares de derechos, el 52,2% de hectáreas están en la gran propiedad y se distribuyen en el 0,9% de los predios y el 1,1% de los propietarios poseedores.”. Al comparar esta situación con la reportada en el 2000, se corrobora el aumento de la concentración de la propiedad sobre la tierra.

JUSTIFICACIÓN

Durante el trámite del proyecto de Acto Legislativo en la Comisión Primera Constitucional, aportamos nuestro trabajo para el mejoramiento del texto, sin embargo, la reparación integral a las víctimas del conflicto interno, exige mucho más de lo aprobado en la Comisión Primera del Senado de la República, pues, como lo hemos señalado en oportunidades anteriores, en el texto continúan deficiencias estructurales, por ejemplo:

1.  Una definición limitada de victima que contraviene los principios del DIH, siendo excluyente y contrariando las disposiciones del Derecho internacional Humanitario, dado que imposibilita la reparación de los niños, las niñas y adolescentes reclutados forzosamente y a quienes se les ha arrebatado la posibilidad de un desarrollo libre de su infancia. De la misma manera, esa  definición  no contribuye a evitar los excesos que eventualmente se puedan presentar por los actores armados inmersos en el conflicto, dado que el DIH establece la protección de los miembros de los grupos armados ilegales o miembros de la fuerza pública,  en un episodio de exceso injustificado del uso de la fuerza, como en situaciones de tortura o muerte por sevicia, casos en los cuales, un victimario pasa automáticamente  a ser considerado víctima y por ende ser sujeto de protección por parte del Estado. 

2. Tal vez el punto de mayor importancia para la superación de los factores de revictimización, lo representan las estructuras económicas, políticas y sociales de los grupos al margen de la ley que permiten la reproducción de sus nuevas generaciones. Es así como subsisten las estructuras paramilitares, ahora bajo el nombre de Bandas Criminales o Bacrim. Sobre la desestructuración de estos esquemas, el articulado propuesto aporta muy poco, y peor aún, en el texto se establece que no son reconocidas víctimas quienes hayan sufrido menoscabo de sus derechos a causa de la “delincuencia común”, pero no se desarrolla dicho concepto, permitiendo que bajo este rotulo se definan a las Bacrim  y consecuentemente, la norma terminaría siendo proclive con la impunidad y la revictimización. 

3. Dos fechas diferentes: Para la reparación administrativa de las víctimas, por un lado, y para la restitución de tierras por el otro, no es consecuente con la integralidad pretendida al acumular estas dos iniciativas desde su trámite en la Cámara de Representantes. Por su parte, la fecha inicial del 1º de enero de 1985 establecida para el reconocimiento de víctima, no es satisfactoria a la luz de los derechos de verdad, justicia y reparación, por facilitar la impunidad sobre innumerables infracciones al Derecho Internacional Humanitario y graves violaciones a los Derechos Humanos.
4. Existe una estricta diferenciación conceptual entre atención, ayuda humanitaria, servicios sociales y medidas de reparación señaladas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, pero esta diferenciación se diluye a lo largo del articulado propuesto.
5. Se avanza hacia la restitución de tierras, pero no se desarrolla lo referente a bienes y pertenencias despojadas o abandonadas forzosamente como viviendas, semovientes, vehículos, entre otros, haciendo irrealizable la rehabilitación socioeconómica de las víctimas, en condiciones de dignidad y permanencia.    
6. Para casos fácilmente comprobables a través de inspección judicial tales como tierras abandonas no ocupadas y en los que no se presente oposición, se  requiere establecer un proceso de carácter administrativo de restitución de tierras despojadas o abandonadas forzosamente, en el que  sus etapas serían más breves y sumarias a favor de las víctimas, contribuyendo así, al logro de justicia y celeridad, sin menoscabo de atender a plenitud los derechos de defensa y debido proceso.
7. No se contempla medidas especiales para la protección de colectivos sociales como los sindicatos, organizaciones sociales u otras formas de asociatividad, que han sido históricamente victimizadas como consecuencia del conflicto.

8. Se establece la transacción prejudicial “… contrato de transacción en el cual la víctima acepta y manifiesta que el pago realizado incluye todas las sumas que éste debe reconocerle por concepto de su victimización, con el objeto de precaver futuros procesos judiciales o terminar un litigio pendiente…” que inhibiría a las víctimas de acudir a la vía judicial para la indemnización, cuando se accede a ésta por vía administrativa.

9. El parágrafo 3º del artículo 132, limita, de manera desigual, la forma de indemnización para la población desplazada, condicionado arbitrariamente el pago de dicha indemnización.

10. La institucionalidad presenta muchas falencias e inconsistencias, se identifican duplicidad de funciones y en algunos casos no se determinan con claridad las competencias.

11. La estructura para la memoria histórica no permite cumplir cabalmente con la reconstrucción de los sucesos y el reconocimiento simbólico de los hechos y contextos que promuevan medidas de satisfacción.

12. Hace falta mejorar las condiciones para la participación efectiva de las víctimas. 

Así las cosas, el texto aprobado sobre reparación a las víctimas, adolece del principio de integralidad, incumple disposiciones constitucionales e instrumentos internacionales, no satisface la expectativa de reconciliación, y por tanto nos impiden respaldarlo integralmente, haciendo necesaria la presentación de ésta ponencia con un pliego de modificaciones que superen por lo menos los aspectos señaladas anteriormente.

PLIEGO DE MODIFICACIONES

Por las razones expuestas anteriormente, propongo la modificación de los siguientes artículos:

Artículo 3°. Víctimas.

Artículo 6°. Igualdad.
Artículo 9°. Carácter de las medidas transicionales.

Artículo 13. Enfoque diferencial.

Artículo 19. Sostenibilidad de la ley.

Artículo 20. Principio de prohibición de doble reparación y de compensación.
Artículo 23. Derecho a la verdad.
Artículo 25. Derecho a la reparación integral.

Artículo 28. Derechos de las víctimas.

Artículo 31. Medidas especiales de protección.

Artículo 32. Criterios y elementos para la revisión e implementación de los programas de protección integral.
Artículo 35. Información de asesoría y apoyo.
Artículo 44. Gastos de la víctima en relación con los procesos judiciales

Artículo 46. 

Artículo 47. Ayuda humanitaria, que queda como artículo 48

Artículo 49. Asistencia y atención, queda como 50.

Artículo 50. Asistencia funeraria, queda como artículo 51.
Artículo 51. Medidas en materia de educación, que queda como 52.

Artículo 57. Evaluación y control, que queda como Artículo 58.

Artículo 60. Normatividad aplicable y definición, queda como Art. 70.
Artículo 61. La declaración sobre los hechos que configuran la situación del desplazamiento, que queda como artículo 71.

Artículo 63. Atención inmediata, que queda como artículo 73.

Artículo 64. Atención humanitaria de emergencia, que queda como artículo 74.

Artículo 65. Atención humanitaria de transición, que queda como artículo 75.

Artículo 66. Retornos y reubicaciones, que queda como 76.

Artículo 67. Cesación de la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta, que queda como artículo 77.

Artículo 68. Evaluación de la cesación de la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta, que queda como artículo 78.
Artículo 69. Medidas de reparación, que queda como artículo 79.

Artículo 70. Queda como artículo 80.
Artículo 73: principios de la restitución, queda como artículo 84.

Artículo 75. Despojo y abandono forzado de tierras, queda como Artículo 86.

Artículo 76.- Titulares del derecho a la restitución, que queda como artículo 87.
Artículo 77- Registro de tierras despojadas y abandonadas, queda como artículo 88.

Artículo 78. Presunciones de despojo en relaci6n con los predios inscritos en el registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente,  queda como artículo 90.

Artículo 79: Inversión de la carga de la prueba, queda como artículo 91.

Artículo 80. Competencia para conocer de los procesos de restitución en el marco de la justicia transicional. Queda como artículo 100.

Artículo 81. Competencia territorial. Queda como artículo 101.

Artículo 82.  Legitimación. Queda como artículo 102.

Artículo 83. Solicitud de restitución o formalización por parte de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas. Queda como artículo 103.

84. Solicitud de restitución o formalización por parte de la víctima, queda como Art 104.

Artículo 85. Contenido de la solicitud, queda como art 105

Artículo 87. Admisión de la solicitud, queda como art. 107.

Artículo 90. Pruebas, queda como Art. 110

Artículo 92. Contenido del fallo, queda como art 112

Artículo 93. Recurso de revisión de la sentencia. Queda como artículo 114.

Artículo 95. Actuaciones y trámites inadmisibles, Queda como art 116.

Artículo 105. Funciones de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución. de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente. Queda como artículo 126.

Artículo 113. Recursos del fondo. Queda como artículo 134.

Artículo 119. Creación de cargos, queda como Art 140.

Artículo 121. Mecanismos reparativos en relación con los pasivos, queda como 142

Artículo 132. Reglamentación, queda como Art 144

Artículo 137. Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas, queda como Art 148.

Artículo 139. Medidas de satisfacción, queda como Art 150.

Artículo 140. Exención en la prestación del servicio militar, queda como Art 151.

Artículo 145. Acciones en materia de memoria histórica, queda como art 159

Artículo 147. Objeto, estructura y funcionamiento, queda como Art 161.

Artículo 149. Garantías de No Repetición, queda como Art 162.

Artículo 151. Reparación colectiva y medidas de no repetición, queda como art 167.

Artículo 154. Registro Único de Víctimas, queda como Art 176.

Artículo 156. Procedimiento de registro, queda como art. 178

Artículo 160 . De la Conformación del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Victimas, queda como Art 182.

Articulo 162.- Del funcionamiento del Sistema Nacional de Atención Reparación Integral a las Victimas, queda como art 184.

 Artículo 163.  Órganos de Dirección, Coordinación y Ejecución de la Política Pública en materia de asistencia, atención y reparación a las víctimas, queda como art. 185.

Artículo 164. Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, queda como Art. 186
Artículo 165. Funciones del Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, queda como Art. 187.

Artículo 168. De las funciones de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las Víctimas, queda como Art 190.

Artículo 170. Transición de la institucionalidad, queda como Art 192.

Artículo 173. De los comités territoriales de justicia transicional. Queda como art 195.

Artículo 175. Diseño y objetivos del Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, queda como art 197.

Artículo 184. Derecho a la indemnización, queda como Art 206.

Artículo 207. Vigencia, queda como Art 228.

-TRASLÁDESE EL CAPITULO IV “Restitución de vivienda”, DEL TÍTULO IV “Reparación de las víctimas”, EL CUÁL QUEDARÁ COMO CAPÍTULO III, DEL TÍTULO III “ayuda humanitaria, atención y asistencia”, ASÍ:

Artículo 123 Medidas de asistencia en materia de vivienda, queda como 61.(T)

Artículo 124. Postulaciones al subsidio familiar de vivienda, queda como Art. 62 (T)
Artículo 125. Cuantía máxima, queda como artículo 63 (T)
Artículo 126.Entidad encargada de tramitar postulaciones, queda como artículo 64 (T)

Artículo 127. Normatividad aplicable, queda como artículo 65 (T) 

-TRASLÁDESE EL CAPITULO V “Créditos y pasivos”, DEL TÍTULO IV “Reparación de las víctimas”, EL CUÁL QUEDARÁ COMO CAPÍTULO IV, DEL TÍTULO III “ayuda humanitaria, atención y asistencia”, ASÍ:

Artículo 128. Medidas en materia de Crédito. Queda como artículo 66 (T)
Artículo 129. Tasa de redescuento, queda como artículo 67 (T).
-TRASLÁDESE EL CAPITULO VI “formación, generación de empleo y carrera administrativa”, DEL TÍTULO IV “Reparación de las víctimas”, EL CUÁL QUEDARÁ COMO CAPÍTULO V, DEL TÍTULO III “ayuda humanitaria, atención y asistencia”, ASÍ:

Artículo 130. Capacitación y planes de empleo y rural, queda como art. 68 (T).
Artículo 131. Derecho preferencial de acceso a la carrera administrativa, queda como Art. 69.

-ADICIÓNESE AL TÍTULO II DEL PROYECTO DE LEY “Derechos de las víctimas dentro de los procesos judiciales” EL SIGUIENTE ARTÍCULO NUEVO:
Artículo 47: Metodología de investigación ante violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos.

-ADICIÓNESE AL TÍTULO IV DEL PROYECTO DE LEY, UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ANTE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS Y ABANDONADAS, EL CUAL ESTARÁ CONFORMADO ASÍ:

Artículo  92: Solicitud.

Artículo  93: Admisión y trámite.

Artículo 94. Visita al inmueble, objeto de restitución.

Artículo 95: informe de la inspección o visita del inmueble objeto de restitución. 
Artículo 96: De la decisión Administrativa. 

Artículo 97: Recursos.

Artículo 98: contenido de la decisión, publicación y Registro.

Artículo 99: Diligencia de la entrega material. 
-ADICIÓNESE AL TÍTULO IV DEL PROYECTO DE LEY “Reparación de las víctimas” los siguientes artículo nuevos así: 

Artículo 81 Reintegración del patrimonio.
Artículo 89: Situaciones especiales para la inscripción en el registro.

-ADICIÓNESE AL CAPITULO III, DEL TÍTULO IV DEL PROYECTO DE LEY “Reparación de las víctimas” EL SIGUIENTE ARTÍCULO NUEVO ASÍ:  

Artículo 113: Derecho de obtener indemnización por perjuicios ante otras jurisdicciones. 
-ADICIÓNESE UN CAPITULO NUEVO, COMO CAPÍTULO VII, DENOMINADO “Medidas para satisfacer el derecho a la verdad y el deber de memoria” AL TÍTULO IV DEL PROYECTO DE LEY “Reparación de las víctimas” ASÍ:   
Artículo 154. Comisión de esclarecimiento Histórico 

Artículo 155: Naturaleza y conformación de la comisión de esclarecimiento histórico. 

Artículo 156: Funciones de la comisión de esclarecimiento histórico. 
Artículo 157: Créase el grupo de investigación sobre violencia de género y violencia sexual
-ADICIÓNESE UN CAPÍTULO NUEVO, COMO CAPÍTULO IX, DENOMINADO “Medidas de contribución al alivio de pasivos que afectan el patrimonio de las víctimas”, AL TÍTULO IV DEL PROYECTO DE LEY, “Reparación de las víctimas” ASÍ: 

Artículo 164.- contribución al alivio de pasivos como medida de restablecimiento patrimonial.

Artículo 165. Suspensión del proceso ejecutivo de cobro para víctimas de despojo.

Artículo 166. Prohibición de anotaciones negativas en datacrédito y sifin.

-ADICIÓNESE UN CAPÍTULO NUEVO,  COMO CAPÍTULO XI, DENOMINADO “medidas especiales para garantizar la permanencia de la restitución”, AL TÍTULO IV DEL PROYECTO DE LEY, “reparación de las víctimas”  ASÍ: 

Artículo 169: zonas especiales de reparación, reconciliación, paz y desarrollo-zerrpd.

Artículo 170 constitución de zerrpd.
Artículo  171: finalidades de las zerrpd.
Artículo 172: funcionalidad de las zrrpd.
Artículo 173: requisitos para la conformación zerrpd
Artículo 174: incentivos tributarios y de inversión pública para zerrpd.
-ADICIÓNESE AL TÍTULO VII “Participación de la Víctimas “EL SIGUIENTE ARTÍCULO:

Artículo 214. Garantía de participación a las víctimas
PROPOSICIÓN  FINAL

Por las anteriores consideraciones, me permito respetuosamente proponer:

Dese segundo debate, al proyecto de Ley No. 213 de  2010 Senado, 107 de 2010 Cámara, acumulado con el proyecto de ley 085 de 2010 Cámara “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas de violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario y se dictan otras disposiciones”, con el pliego de modificaciones adjunto.
Atentamente,

LUIS CARLOS AVELLANEDA TARAZONA

SENADOR PONENTE

Texto propuesto para segundo debate al Proyecto de Ley No. 213 de  2010 Senado, 107 de 2010 Cámara, acumulado con el Proyecto de Ley 085 de 2010 Cámara “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas de violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario y se dictan otras disposiciones
El Congreso de Colombia 

DECRETA

TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
Objeto, ámbito y definición de víctima
ARTÍCULO 1°. OBJETO. La presente ley tiene por objeto establecer un conjunto de medidas judiciales, administrativas, sociales y económicas en beneficio de las víctimas, dentro de un marco de justicia transicional que permita resolver los problemas derivados de las violaciones de los Derechos Humanos e infracción del Derecho Internacional Humanitario, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo que se reconozca su condición de víctimas y se dignifique a través de la materialización de sus derechos constitucionales. 

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula lo concerniente a ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación de las víctimas de que trata el artículo 3º de la presente ley, ofreciendo herramientas para que estas reivindiquen su dignidad y asuman su plena ciudadanía. 

Las medidas de atención, asistencia y reparación para los pueblos indígenas y comunidades afrocolombianas, harán parte de normas específicas para cada uno de estos grupos étnicos, las cuales serán consultadas previamente a fin de respetar sus usos y costumbres, así como sus derechos colectivos, de conformidad con lo establecido en el artículo 205 de la presente ley.
Artículo 3°. Víctimas. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que individual o colectivamente hayan sufrido menoscabo en sus derechos fundamentales, por hechos ocurridos a partir del 1º enero de 1980, siempre que este menoscabo sea consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas Internacionales de Derechos Humanos.

También son víctimas el cónyuge, compañero o compañera permanente, parejas del mismo sexo, familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, de igual manera los familiares de la víctima directa en grado de parentesco, distinto al señalado en el presente artículo, cuando  prueben siquiera sumariamente que han sufrido algún tipo de afectación real,  concreta y específica, cualquiera sea la naturaleza de este  y el delito que lo ocasionó.  

De la misma forma, se consideran víctimas las personas que hayan sufrido menoscabo en sus derechos fundamentales al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización. 

La condición de víctima se adquiere con independencia de que se individualice, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y de la relación familiar que pueda existir entre el autor y la víctima. 

Parágrafo 1°. Cuando los miembros de la Fuerza Pública sean víctimas en los términos del presente artículo, su reparación económica corresponderá por todo concepto a la que tengan derecho de acuerdo al régimen especial que les sea aplicable. De la misma forma, tendrán derecho a las medidas de satisfacción y garantías de no repetición señaladas en la presente ley.

Parágrafo 2°. Los miembros de los grupos organizados al margen de la ley y los familiares a que se refiere el inciso segundo del presente artículo no serán considerados víctimas, salvo que los primeros hayan sido objeto de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos. 

Parágrafo 3°. Para los efectos de la definición contenida en el presente artículo, no serán considerados como víctimas quienes hayan sufrido un menoscabo en sus derechos como consecuencia de actos de delincuencia común. No obstante lo anterior, si la actividad criminal afectara bienes jurídicos protegidos por la presente ley, no se tendrá en cuenta la calidad del victimario.

CAPÍTULO II

Principios generales

Artículo 4°. Dignidad. El fundamento axiológico de los derechos a la verdad, la justicia y la reparación, es el respeto a la integridad y a la honra de las víctimas. Las víctimas son el fin de la actuación judicial y administrativa en el marco de la presente ley, razón por la cual serán tratadas con consideración y respeto, participarán en las decisiones que las afecten, para lo cual contarán con información, asesoría y acompañamiento necesario y obtendrán la tutela efectiva de sus derechos en virtud del mandato constitucional, deber positivo y principio de la dignidad. 

El Estado se compromete a adelantar prioritariamente acciones encaminadas al fortalecimiento de la autonomía de las víctimas para que las medidas de atención, asistencia y reparación establecidas en la presente ley, contribuyan a recuperarlas como ciudadanos en ejercicio pleno de sus derechos y deberes. 

Artículo 5°. Principio de buena fe. El Estado presumirá la buena fe de las víctimas de que trata la presente ley. La víctima podrá acreditar el menoscabo de cualquiera de sus derechos incluyendo los patrimoniales, por cualquier medio legalmente aceptado. En consecuencia, bastará a la víctima probar de manera sumaria la afectación ante la autoridad judicial o administrativa, para que esta proceda a relevarla de la carga de la prueba y trasladarla al presunto responsable de la comisión del hecho victimizante, si es del caso. 

En los procesos en los que se resuelvan medidas de reparación, las autoridades administrativas o judiciales deberán acudir a reglas de prueba que faciliten a las víctimas la demostración del menoscabo sufrido y aplicarán siempre el principio de buena fe a favor de estas. 

ARTÍCULO 6°. IGUALDAD. Las medidas contempladas en la presente ley serán reconocidas sin distinción de género, sexo, respetando la libertad u orientación sexual, raza, la condición social, la profesión, el origen nacional o familiar, la lengua, el credo religioso, la opinión política o filosófica. 

Parágrafo. En los casos de violaciones de derechos humanos de las mujeres, cometidas en el contexto de la violencia sociopolítica, la definición de discriminación prevista en el presente artículo, deberá observar el contenido del artículo 1 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer.

Artículo 7°. Garantía del debido proceso. El Estado a través de los órganos competentes debe garantizar un proceso justo y eficaz, enmarcado en las condiciones que fija el artículo 29 de la Constitución Política. 

Artículo 8°. Justicia transicional. Entiéndase por justicia transicional los diferentes procesos y mecanismos judiciales o extrajudiciales asociados con los intentos de una sociedad por resolver los problemas derivados de graves y manifiestas violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, a fin de que los responsables rindan cuentas de sus actos, se satisfagan los derechos a la justicia, la verdad y la reparación integral a las víctimas, se lleven a cabo las reformas institucionales necesarias para la no repetición de los hechos y la desarticulación de las estructuras armadas ilegales, con el fin último de lograr la reconciliación nacional

Artículo 9°. Carácter de las medidas transicionales. El Estado reconoce que todo individuo que sea considerado víctima en los términos de la definición contenida en la presente ley, tiene derecho a la verdad, justicia, reparación y a que la violación de sus derechos fundamentales no se vuelva a repetir, con independencia de quien sea el responsable de los delitos. 

Las medidas de atención y asistencia tienen como fundamento el principio constitucional de solidaridad con las víctimas y el deber de protección a las personas en situación de debilidad manifiesta. Las medidas de reparación  administrativa y la reparación judicial concedidas por el Estado, tienen como fundamento su deber de protección, respeto y garantía de los derechos humanos dentro de su territorio conforme a los Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 
Las medidas de atención, asistencia, indemnización por vía administrativa y la reparación judicial, tendrán la finalidad el restablecimiento y goce efectivo de los derechos que les han sido vulnerados. Estas medidas se entenderán como herramientas transicionales para responder y superar, las violaciones de Derechos Humanos e Infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

Las medidas de atención, asistencia y reparación contenidas en la presente ley, así como todas aquellas que han sido o que sean implementadas por el Estado con el objetivo de reconocer los derechos de las víctimas a la verdad, justicia y reparación, no implican reconocimiento ni podrán presumirse o interpretarse como reconocimiento de la responsabilidad directa del Estado, en el marco de la jurisdicción contencioso administrativa derivada del daño antijurídico imputable a este en los términos del  artículo 90 de la Constitución Nacional, como tampoco ningún otro tipo de responsabilidad para el Estado o sus agentes. 

El hecho que el Estado reconozca la calidad de víctima en los términos de la presente ley, no podrá ser tenido en cuenta por ninguna autoridad judicial o disciplinaria como prueba de la responsabilidad del Estado o de sus agentes. 

Los términos de caducidad de la acción de reparación directa  correrán a partir de la vigencia de la presente ley.
Artículo 10°. Condenas en subsidiariedad. Las condenas judiciales que ordenen al Estado reparar económicamente y de forma subsidiaria a una víctima debido a la insolvencia, imposibilidad de pago o falta de recursos o bienes del victimario condenado o del grupo armado organizado al margen de la ley al cual este perteneció, no implican reconocimiento ni podrán presumirse o interpretarse como reconocimiento de la responsabilidad del Estado o de sus agentes. 

Artículo 11. Coherencia externa. Lo dispuesto en esta ley procura complementar y armonizar los distintos esfuerzos del Estado para garantizar los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas, y allanar el camino hacia la paz y la reconciliación nacional. 

Artículo 12. Coherencia interna. Lo dispuesto en esta ley, procura complementar y armonizar las medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, con miras a allanar el camino hacia la paz y la reconciliación nacional. 

Artículo 13. Enfoque diferencial. El principio de enfoque diferencial reconoce que hay poblaciones con características particulares en razón de su edad, género, orientación sexual y situación de discapacidad. Por tal razón, las medidas de ayuda humanitaria, atención, asistencia, reparación integral y el desarrollo de los procesos judiciales contarán con dicho enfoque. 

El Estado ofrecerá especiales garantías y medidas de protección a los grupos expuestos a mayor riesgo de violaciones de sus derechos fundamentales tales como mujeres, jóvenes, niños y niñas, adultos mayores, personas en situación de discapacidad, líderes sociales, miembros de organizaciones sindicales, defensores de derechos humanos y víctimas de desplazamiento forzado. 

Para el efecto, en la ejecución y adopción por parte del Gobierno Nacional de políticas de asistencia y reparación en desarrollo de la presente ley, deberán adoptarse criterios diferenciales que respondan a las particularidades y grado de vulnerabilidad de cada uno de estos grupos poblacionales. 

Igualmente, el Estado realizará esfuerzos encaminados a que las medidas de atención, asistencia y reparación contenidas en la presente ley, contribuyan a la eliminación de los esquemas de discriminación y marginación que pudieron ser la causa de los hechos victimizantes.

Artículo 14. Participación conjunta. La superación de vulnerabilidad manifiesta de las víctimas implica la realización de una serie de acciones que comprende: 

1. El deber del Estado de implementar las medidas de atención, asistencia y reparación a las víctimas. 

2. El deber de solidaridad y respeto de la sociedad civil y el sector privado con las víctimas, y el apoyo a las autoridades en los procesos de reparación; y 

3. La participación activa de las víctimas.
Artículo 15. Respeto mutuo. Las actuaciones de los funcionarios y las solicitudes elevadas por las víctimas en el marco de los procedimientos derivados de esta ley, se regirán siempre por el respeto mutuo y la cordialidad. 

El Estado deberá remover los obstáculos administrativos y operacionales que impidan el acceso real y efectivo de las víctimas a las medidas de atención, asistencia y reparación. 

Artículo 16. Obligación de sancionar a los responsables. Las disposiciones descritas en la presente ley, no eximen al Estado de su responsabilidad de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones graves y manifiestas a las normas Internacionales de Derechos Humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

Artículo 17. Progresividad. El principio de progresividad supone el compromiso de iniciar procesos que conlleven al goce efectivo de los Derechos Humanos, obligación que se suma al reconocimiento de unos contenidos mínimos o esenciales de satisfacción de esos derechos que el Estado debe garantizar a todas las personas, e ir acrecentándolos paulatinamente. 

Artículo 18. Gradualidad. El principio de gradualidad implica la responsabilidad Estatal de diseñar herramientas operativas de alcance definido en tiempo, espacio y recursos presupuestales que permitan la escalonada implementación de los programas, planes y proyectos de atención, asistencia y reparación, sin desconocer la obligación de implementarlos en todo el país en un lapso determinado, respetando el principio constitucional de igualdad. 

Artículo 19. Sostenibilidad DE LA LEY. Para efectos de cumplir con las medidas de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación dispuestas en el presente marco, el Gobierno Nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente Ley, creará un Plan Nacional de Financiación mediante un documento CONPES que propenda por la sostenibilidad de la ley, y tomará las medidas necesarias para garantizar de manera preferente la persecución efectiva de los bienes de los victimarios con el fin de fortalecer el Fondo de Reparaciones del que trata el artículo 54 de la Ley 975 de 2005. 

El desarrollo de las medidas a que se refiere la presente ley, deberá hacerse en tal forma que asegure su sostenibilidad fiscal con el fin de darles, en conjunto, continuidad y progresividad, a efectos de garantizar su viabilidad y efectivo cumplimiento.
Artículo 20. Principio de prohibición de doble reparación y de compensación. El acceso de la víctima a la indemnización por vía administrativa no le impide acudir a la vía judicial. La indemnización recibida por vía administrativa se descontará a la reparación que se defina por vía judicial. Nadie podrá  recibir doble reparación por el mismo concepto.
Artículo 21. Principio complementariedad. Todas las medidas de atención, asistencia y reparación deben establecerse de forma armónica y propender por la protección de los derechos de las víctimas. 

Tanto las reparaciones individuales, ya sean administrativas o judiciales, como las reparaciones colectivas o a los colectivos, deben ser complementarias para alcanzar la integralidad. 

Artículo 22. Acción de repetición y subrogación. El Estado deberá ejercer las acciones de repetición y aquellas en las que se subrogue de conformidad con la ley, contra el directamente responsable del delito según se determine en el proceso judicial correspondiente. 

ARTÍCULO 23.  DERECHO A LA VERDAD. Las víctimas, sus familiares y la sociedad en general, tienen el derecho imprescriptible e inalienable a conocer la verdad acerca de los motivos y las circunstancias en que se cometieron las infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas Internacionales de Derechos Humanos y, en caso de fallecimiento o desaparición, acerca de la suerte que corrió la víctima, y al esclarecimiento de su paradero.  La Fiscalía General de la Nación y el Cuerpo Técnico de Investigaciones o quien haga sus veces, deberán garantizar el derecho a la búsqueda de las víctimas mientras no sean halladas vivas o muertas.

El Estado debe garantizar el derecho y acceso a la información por parte de la víctima, sus representantes y abogados con el objeto de posibilitar la materialización de sus derechos, en el marco de las normas que establecen reserva legal y regulan el manejo de información confidencial. 

Parágrafo: El Estado asegurará la difusión, a través de los medios de comunicación, de los resultados de las investigaciones sobre las modalidades de violencia que afectan a las mujeres en el contexto de la violencia sociopolítica.

Artículo 24. Derecho a la justicia. Es deber del Estado adelantar una investigación efectiva que conduzca a la identificación, captura, juicio y sanción de las personas responsables de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas Internacionales de Derechos Humanos, el esclarecimiento de los hechos y la adecuada reparación a las víctimas. 

Las víctimas tendrán acceso a las medidas de atención, asistencia y reparación contempladas en esta ley o en otros instrumentos legales sobre la materia, sin perjuicio de su ejercicio del derecho de acceso a la justicia.

Artículo 25. Derecho a la reparación integral. Las víctimas tienen derecho a ser reparadas de manera adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el menoscabo que han sufrido en sus derechos fundamentales como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas Internacionales de Derechos Humanos. 

La reparación comprende el diseño y la implementación de medidas de restitución, indemnización o compensación, rehabilitación satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. 

Las medidas de reparación integral de que trata la presente ley propenderán por la reconstrucción del proyecto de vida de las víctimas, sujetos a los estándares internacionales, enmarcados en los tratados, convenios y resoluciones ratificadas por el estado Colombiano, las cuales forman parte del bloque de constitucionalidad
La ayuda y asistencia humanitaria definidas en los términos de la presente ley, así como la prestación de los servicios sociales del Estado, no constituyen medidas de reparación. El acceso prioritario de las víctimas a los servicios sociales del Estado, conforme a la Ley 418 de 1997, hace parte de la asistencia humanitaria. En consecuencia, no podrá descontarse ninguna de estas medidas de la reparación integral, administrativa o judicial, a que tienen derecho las víctimas.
El derecho a la reparación no puede descansar exclusivamente en la iniciativa procesal de las víctimas o en la aportación privada de elementos probatorios. En modo alguno el acceso a la reparación de las víctimas puede quedar sujeto exclusivamente a la determinación de responsabilidad criminal de los victimarios, ni a la previa disposición de sus bienes personales, lícitos o ilícitos, por parte del Estado.
Artículo 26. Colaboración armónica. Las entidades del Estado deberán trabajar de manera armónica y articulada para el cumplimiento de los fines previstos en la presente ley, sin perjuicio de su autonomía.
Artículo 27. Aplicación normativa. En lo dispuesto en la presente ley, prevalecerá lo establecido en los tratados y convenios internacionales ratificados por Colombia sobre Derecho Internacional Humanitario y Derechos Humanos que prohíban su limitación durante los estados de excepción, por formar parte del bloque de constitucionalidad. El Juez o intérprete de las normas consagradas en la presente ley se encuentra en el deber de escoger y aplicar la regulación o la interpretación que más favorezca a la dignidad y libertad de la persona humana, así como a la vigencia de los derechos humanos de las víctimas 

Artículo 28. Derechos de las víctimas. Las víctimas de las infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas Internacionales de Derechos Humanos, tendrán entre otros los siguientes derechos en el marco de la normatividad vigente: 

1. Derecho a la verdad, justicia y reparación. 

2. Derecho a acudir a escenarios de diálogo institucional y comunitario, con el debido acompañamiento, seguimiento y protección del Estado. 

3. Derecho a ser beneficiario de las acciones afirmativas adelantadas por el Estado para proteger y garantizar el derecho a la vida en condiciones de dignidad. 

4. Derecho a solicitar y recibir atención humanitaria. 

5. Derecho a participar en la formulación, implementación y seguimiento de la política pública de prevención, atención y reparación integral. 

6. Derecho a que la política pública de que trata la presente ley, tenga enfoque diferencial. 

7. Derecho a la reunificación familiar cuando por razón de su tipo de victimización se haya dividido el núcleo familiar. 

8. Derecho a retornar a su lugar de origen o reubicarse en condiciones de voluntariedad, seguridad y dignidad. 

9. Derecho a la restitución de la tierra si hubiere sido despojado de ella, en los términos establecidos en la presente ley. 

10. Derecho a la información sobre las rutas y los medios de acceso a las medidas que se establecen en la presente Ley 

11. Derecho a conocer el estado de procesos judiciales y administrativo que se estén adelantando. 

12.  Derecho de las mujeres a vivir libres de violencia. 

Artículo 29. Desarrollo del principio de participación conjunta. En virtud del principio de participación conjunta establecido en la presente ley, las víctimas deberán: 

1. Brindar información veraz y completa a las autoridades encargadas de hacer el registro y el seguimiento de su situación o la de su hogar, por lo menos una vez al año, salvo que existan razones de fuerza mayor que impidan suministrar esta información. Las autoridades garantizarán la confidencialidad de la información suministrada por las víctimas y de manera excepcional podrá ser conocida por las distintas entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación de las Victimas para lo cual suscribirán un acuerdo de confidencialidad respecto del uso y manejo de la información. 

2. Hacer uso de los mecanismos de atención y reparación de acuerdo con los objetivos para los cuales fueron otorgados.

Artículo 30. Principio de publicidad. El Estado a través de las diferentes entidades a las cuales se asigna responsabilidades en relación con las medidas contempladas en esta ley, deberán promover mecanismos de publicidad eficaces, los cuales estarán dirigidos a las víctimas. A través de éstos deberán brindar información y orientar a las víctimas acerca de los derechos, medidas y recursos con los que cuenta, al igual que sobre los medios y rutas judiciales y administrativas a través de las cuales podrán acceder para el ejercicio de sus derechos. 

ARTÍCULO  31. MEDIDAS ESPECIALES DE PROTECCIÓN. Las autoridades competentes deberán adoptar, a través de la formulación de un programa nacional de protección, con enfoque diferencial de género, medidas de protección integral a las víctimas, testigos y a los funcionarios públicos que intervengan en los procedimientos administrativos y judiciales de reparación y en especial de restitución de tierras, a través de los cuales las víctimas reclaman sus derechos, cuando ello sea necesario según el nivel de riesgo evaluado para cada caso particular, y en la medida en que exista amenaza contra sus derechos fundamentales a la vida, la integridad física, la libertad y la seguridad personal, atendiendo a la jurisprudencia y normatividad existente sobre la materia. 

Estas medidas podrán extenderse al núcleo familiar, siempre que ello sea necesario según el nivel de riesgo evaluado para cada caso particular, exista amenaza contra los derechos fundamentales a la vida, la integridad física, la libertad y la seguridad personal del núcleo familiar y se demuestre parentesco con la víctima, o cuando ello sea necesario para conservar la unidad familiar y/o garantizar el bienestar físico y emocional de las personas a cargo de quien se encuentra en situación directa de riesgo. El estudio técnico de nivel de riesgo gozará de carácter reservado y confidencial. 

Cuando las autoridades judiciales, administrativas o del Ministerio Público tengan conocimiento de situaciones de riesgo señaladas en el presente artículo, remitirán de inmediato tal información a la autoridad competente designada de acuerdo a los programas de protección, para que inicien el procedimiento urgente conducente a la protección de la víctima. 

Los funcionarios públicos encargados de realizar las actuaciones administrativas y judiciales de que trata esta ley implementarán medidas dirigidas a prevenir riesgos y amenazas contra las víctimas en el marco de sus competencias. Así mismo, se abstendrán de efectuar conductas que puedan generar o incrementar riesgos para las víctimas. El funcionario que realizare una de estas conductas incurrirá en falta disciplinaria gravísima, conforme a lo estipulado en los artículos 200, 201 y 202 de la presente ley.

A fin de preservar la intimidad y seguridad de las víctimas, los funcionarios deben: 1. Abstenerse de dar a los medios de comunicación información que permita individualizar y/o localizar a las víctimas, salvo que la víctima lo haya autorizado. 2. Solicitar autorización de la víctima cuando se requiera efectuar diligencias en su residencia

Parágrafo 1º. Teniendo en cuenta que los procesos de reparación judicial y administrativo pueden representar un riesgo especial para las víctimas y los funcionarios públicos que intervienen en estas actuaciones, se deberán establecer medidas de prevención suficientes para mitigar esos riesgos, para lo cual se tendrá en cuenta la información del Sistema de Alertas Tempranas de la Defensoría del Pueblo si es del caso. Especialmente, en aquellos municipios en donde se estén adelantando procesos de restitución, las alcaldías deberán formular estrategias de seguridad pública de manera conjunta con el Ministerio del Interior y de Justicia, el Ministerio de Defensa y el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, con el fin de prevenir afectaciones a los derechos de las víctimas, sus representantes, así como de los funcionarios. 

Lo anterior sin perjuicio de las medidas de protección contempladas en esta ley de acuerdo al análisis de riesgo.

Parágrafo  2.  Como  medida  de  protección,  la  Fiscalía  General  de  la  Nación  tendrá  como  prioridad adelantar  de  manera  pronta  y  eficaz  las  investigaciones  sobre  las  amenazas que se produzcan contra las víctimas y sus organizaciones, atendiendo a los patrones  de  conexidad  y  sistematicidad  existentes  entre  las  distintas denuncias.
Parágrafo 3. La definición de las medidas de protección para las mujeres víctimas deberán tener en cuenta las modalidades de agresión, las características de los riesgos que enfrentan, las dificultades para protegerse de sus agresores y la vulnerabilidad ante ellos, de conformidad con los criterios establecidos por la Corte Constitucional en la materia.

Artículo 32. Criterios y elementos para la revisión e implementación de los programas de protección integral. Los programas de protección deberán incluir en su revisión e implementación un carácter integral que incluya los siguientes criterios:

1. Los programas de protección deben contemplar medidas proporcionales al nivel de riesgo de la víctima antes, durante y después de su participación en procesos judiciales o administrativos contemplados en la normatividad relacionada con dichos programas. 

2. Los criterios para evaluación del riesgo fijados por la jurisprudencia de la Corte Constitucional, así como la decisión de la medida de protección, deben ser conocidos previamente por la víctima o testigo. 

3. El riesgo y los factores que lo generan deben ser identificados y valorados de acuerdo con la jurisprudencia que la Corte Constitucional ha fijado al respecto. El riesgo debe ser evaluado periódicamente y las medidas actualizadas de acuerdo a dicha evaluación, de conformidad con la normatividad vigente. 

4. Las medidas de protección deberán ser oportunas, específicas, adecuadas y eficientes para la protección de la víctima o testigo. Las medidas de protección en todos los casos serán concertadas con las víctimas. El órgano competente determinará su conveniencia, viabilidad y aplicabilidad. 

5. Los programas de protección deberán amparar sin discriminación alguna a las víctimas y testigos cuya vida, seguridad y libertad estén en riesgo con ocasión a su participación en procesos judiciales o administrativos contemplados en la normatividad relacionada con dichos programas. Por consiguiente, los programas establecerán las medidas sin perjuicio del tipo de delito que se investiga o juzga, del presunto responsable del hecho, de la fecha de ocurrencia del delito o del procedimiento judicial o administrativo para el reclamo de los derechos, siempre y cuando exista un claro nexo causal entre las amenazas y la participación de la víctima o testigo en algún proceso judicial o administrativo o su impedimento para participar en el mismo. 

6. Los programas de protección, los criterios para la evolución de riesgo y las decisiones sobre las medidas deberán atender y tomar en consideración criterios diferenciales por género, capacidad, cultura y ciclo vital, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

7. Los programas garantizarán a las víctimas la posibilidad de escoger el sexo de los funcionarios que efectuarán las entrevistas para el estudio de  riesgo, la concertación de las medidas de protección, el seguimiento y su implementación.
8. Los programas de protección deberán estar en coordinación permanente con los programas de atención a víctimas con el fin de atender el trauma causado por el hecho victimizante y la situación de riesgo generada. 

9. Los programas de protección contarán con equipos interdisciplinarios que permitan valorar de manera integral la situación de las víctimas al momento de estudiar el riesgo y concertar las medidas de protección. La salud física y mental de la víctima y su familia así como sus posibilidades ocupacionales, serán consideradas al momento de determinar las medidas de protección. 

10. Las entrevistas realizadas con las víctimas dentro del marco del programa de protección deberán efectuarse en sitios seguros y confidenciales, en particular cuando involucran mujeres, niñas, niños y adolescentes. 

11. Los programas de protección contarán con personal especializado que ofrezca a las víctimas y sus familiares acompañamiento sicosocial dirigido a garantizar la implementación de estrategias de adaptación a las medidas de protección.

12. Se deberá dar información permanente a las autoridades judiciales y administrativas que adelantan los procesos de investigación que ocasionaron o agravaron el riesgo, con la finalidad que en el transcurso del mismo se tenga en cuenta la situación de la víctima y testigo. En particular, se tendrán en cuenta las razones que puedan impedir o dificultar la participación de la víctima o testigo en las diligencias y se adoptarán correctivos para propiciar que su participación no se vea obstaculizada. 

Parágrafo 1°. Además de los criterios señalados en el presente artículo, para la revisión, diseño e implementación de los programas de protección integral se deberán tener en cuenta los siguientes elementos: 

El Ministerio del Interior y de Justicia, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural a través de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas, en coordinación con la Fuerza Pública, tomarán las medidas necesarias para garantizar la seguridad en los procesos de restitución antes, durante y después de que se lleven a cabo. 

Las organizaciones comunitarias y de victimas con presencia en las áreas donde se lleven a cabo procesos de restitución y reparación colectiva, podrán entregar insumos a los órganos competentes para la determinación y análisis de riesgo. 

Las autoridades competentes pondrán en marcha una campaña sostenida de comunicación en prevención, garantía y defensa de los derechos de las víctimas que fomente la solidaridad social a nivel local y nacional. 

Parágrafo 2°. La revisión y adecuación a los criterios establecidos en el presente artículo de los programas de protección existentes, deberán ser realizadas en un plazo no mayor de seis (6) meses a partir de la vigencia de la presente ley.

Artículo 33. Participación de la sociedad civil y la empresa privada. La presente ley reconoce que los esfuerzos transicionales que propenden por la materialización de los derechos de las víctimas, especialmente a la reparación, involucran al Estado, la sociedad civil y el sector privado. Para el efecto, el Gobierno Nacional diseñará e implementará programas, planes, proyectos y políticas que tengan como objetivo involucrar a la sociedad civil y la empresa privada en la consecución de la reconciliación nacional y la materialización de los derechos de las víctimas. 

Artículo 34. Compromisos del Estado. El Estado Colombiano reitera su compromiso real y efectivo de respetar y hacer respetar los principios constitucionales, tratados y convenios e instrumentos que forman parte del bloque de constitucionalidad impidiendo que de un acto suyo o de sus agentes, sin importar su origen ideológico o electoral, se cause violación alguna a cualquiera de los habitantes de su territorio, en particular dentro de las circunstancias que inspiraron la presente ley.

TÍTULO II

DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS DENTRO DE LOS PROCESOS JUDICIALES

ARTÍCULO 35. INFORMACIÓN DE ASESORÍA Y APOYO. La víctima y/o su representante deberán ser informados de todos los aspectos jurídicos, asistenciales, terapéuticos u otros relevantes relacionados con su caso, desde el inicio de la actuación. Para tales efectos, las autoridades que intervengan en las diligencias iniciales, los funcionarios de policía judicial, los defensores de familia y comisarios de familia en el caso de los niños, niñas y adolescentes, los Fiscales, Jueces o integrantes del Ministerio Público deberán suministrar la siguiente información: 

1. Las entidades u organizaciones a las que puede dirigirse para obtener asesoría y apoyo. 

2. Los servicios y garantías a que tiene derecho o que puede encontrar en las distintas entidades y organizaciones. 

3. El lugar, la forma, las autoridades y requisitos necesarios para presentar una denuncia. 

4. Las actuaciones subsiguientes a la denuncia y los derechos y mecanismos que como víctima puede utilizar en cada una de ellas. Las autoridades deben informar a las mujeres sobre su derecho a no ser confrontadas con el agresor o agresores.

5. Las autoridades ante las cuales puede solicitar protección y los requisitos y condiciones mínimos que debe acreditar para acceder a los programas correspondientes. 

6. Las entidades y/o autoridades que pueden brindarle orientación, asesoría jurídica o servicios de representación judicial gratuitos. 

7. Las instituciones competentes y los derechos de los familiares de las víctimas en la búsqueda, exhumación e identificación en casos de desaparición forzada y de las medidas de prevención para la recuperación de las víctimas. 

8. Los trámites y requisitos para hacer efectivos los derechos que le asisten como víctima. 

Parágrafo 1º. Frente a los delitos contra la libertad, integridad y formación sexual, así como los delitos contra la libertad e integridad personal como la desaparición forzada, tortura y el secuestro, las autoridades que intervienen en las diligencias iniciales deberán brindar garantías de información reforzadas, mediante personal especializado en atención psicosocial, sobre las instituciones a las que deben dirigirse para obtener asistencia médica y psicológica especializada, así como frente a sus derechos y la ruta jurídica que debe seguir. 

Parágrafo 2º. En cada una de las entidades públicas en las que se brinde atención y/o asistencia a víctimas, se dispondrá de personal capacitado en atención de víctimas de violencia sexual y género, que asesore y asista a las víctimas.

Parágrafo 3°. Para la satisfacción de la verdad en el proceso judicial, el Estado debe garantizar el derecho y acceso a la información por parte de la víctima, sus representantes y abogados con el objeto de posibilitar la materialización de sus derechos. Ningún funcionario podrá invocar la reserva legal o la regulación del manejo de información confidencial para negar a la víctima o a su apoderado el derecho al acceso a las actuaciones en las que es sujeto procesal. 

Artículo 36. Garantía de comunicación a las víctimas. A fin de hacer efectivos sus derechos dentro de la actuación penal o en el marco de los procesos de justicia y paz, las víctimas deberán ser informadas del inicio, desarrollo y terminación del proceso, de las instancias en que pueden participar, de los recursos judiciales a su disposición y de la posibilidad de presentar pruebas, entre otras garantías previstas en las disposiciones legales vigentes. En especial, el Fiscal, Juez o Magistrado competente comunicará a la víctima sobre lo siguiente: 

1. Del curso o trámite dado a su denuncia. 

2. Del inicio de la investigación formal y de la posibilidad de constituirse en parte dentro de la actuación. 

3. De la captura del presunto o presuntos responsables. 

4. De la decisión adoptada sobre la detención preventiva o libertad provisional de los presuntos responsables. 

5. Del mérito con que fue calificado el sumario o de la audiencia de imputación de cargos. 

6. Del inicio del juicio. 

7. De la celebración de las audiencias públicas preparatorias y de juzgamiento y de la posibilidad de participar en ellas. 

8. De la sentencia proferida por el Juez o Magistrado. 

9. De los recursos que cabe interponer en contra de la sentencia. 

10. De la exhumación de restos o cadáveres que pudieran corresponder a un familiar desaparecido, de la identificación de posibles lugares de inhumación y del procedimiento en el que tienen que participar las víctimas para lograr la identificación de los restos. 

11. De las medidas vigentes para la protección de las víctimas y testigos y los mecanismos para acceder a ellas. 

12. De las decisiones sobre medidas cautelares que recaigan sobre bienes destinados a la reparación. 

13. De las demás actuaciones judiciales que afecten los derechos de las víctimas. 

Parágrafo 1º. Las comunicaciones se harán por escrito, por medio electrónico o por cualquier medio idóneo para la víctima, y el funcionario deberá dejar constancia o registro de ellas en su despacho. 

Parágrafo 2º. La comunicación sobre la realización de las diligencias judiciales en las que la víctima pueda participar deberá efectuarse por lo menos con quince (15) días calendario de antelación. 

Artículo 37. Audición y presentación de pruebas. La víctima tendrá derecho, siempre que lo solicite, a ser oída dentro de la actuación penal, a pedir pruebas y a suministrar los elementos probatorios que tenga en su poder. 

La autoridad competente podrá interrogar a la víctima en la medida estrictamente necesaria para el esclarecimiento de los hechos investigados, con pleno respeto a sus derechos, en especial, su dignidad y su integridad moral y procurando en todo caso utilizar un lenguaje y una actitud adecuados que impidan su revictimización. 

Artículo 38. Principios de la prueba en casos de violencia sexual. Al practicar o valorar la prueba en casos en que se investiguen delitos que involucren violencia sexual contra las víctimas, el Juez o Magistrado aplicará las siguientes reglas: 

1. El consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o conducta de la víctima cuando la fuerza, la amenaza de la fuerza, la coacción o el aprovechamiento de un entorno coercitivo hayan disminuido su capacidad para dar un consentimiento voluntario y libre; 

2. El consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o conducta de la víctima cuando esta sea incapaz de dar un consentimiento voluntario y libre; 

3. El consentimiento no podrá inferirse del silencio o de la falta de resistencia de la víctima a la supuesta violencia sexual; 

4. La credibilidad, la honorabilidad o la disponibilidad sexual de la víctima o de un testigo no podrán inferirse de la naturaleza sexual del comportamiento anterior o posterior de la víctima o de un testigo; 

5. El Juez o Magistrado no admitirá pruebas sobre el comportamiento sexual anterior o ulterior de la víctima. 

Parágrafo. La Fiscalía General de la Nación, contando con los aportes de la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la Nación, organismos internacionales y organizaciones que trabajen en la materia, creará un protocolo para la investigación de delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales, en el que se contemplen medidas jurídicas y psicosociales y aspectos como el fortalecimiento de las capacidades de los funcionarios para la investigación, el trato, la atención y la asistencia a las víctimas durante todas las etapas del procedimiento, y acciones específicas para la atención de niños, niñas y adolescentes víctimas. 

Artículo 39. Declaración a puerta cerrada. Cuando por razones de seguridad, o porque la entidad del delito dificulta la descripción de los hechos en audiencia pública o cuando la presencia del inculpado genere alteraciones en el estado de ánimo de las víctimas, el Juez o Magistrado de la causa decretará, de oficio o a petición de parte, que la declaración se rinda en un recinto cerrado, en presencia sólo del fiscal, de la defensa, del Ministerio Público y del propio Juez o Magistrado. En este caso, la víctima deberá ser informada que su declaración será grabada por medio de audio o video. 

Artículo 40. Testimonio por medio de audio o video. El Juez o Magistrado podrán permitir que un testigo rinda testimonio oralmente o por medio de audio o video, con la condición que éste procedimiento le permita al testigo ser interrogado por el Fiscal, por la Defensa y por el funcionario del conocimiento, en el momento de rendir su testimonio. 

La autoridad competente deberá cerciorarse que el lugar escogido para rendir el testimonio por medio de audio o video, garantice la veracidad, la privacidad, la seguridad, el bienestar físico y psicológico, la dignidad y la privacidad del testigo. La autoridad tendrá la obligación de garantizar la seguridad y los medios necesarios para rendir testimonio cuando se trate de un niño, niña o adolescente. 

Parágrafo. Para el caso de los niños, niñas y adolescentes víctimas, el Juez o Magistrado tendrá la obligación de protegerles y garantizar todos los medios necesarios para facilitar su participación en los procesos judiciales. 

Artículo 41. Modalidad especial de testimonio. El Juez o Magistrado podrá decretar, de oficio o por solicitud del Fiscal, de la Defensa, del Ministerio Público o de la víctima, medidas especiales orientadas a facilitar el testimonio de la víctima, un niño o niña, adolescente, un adulto mayor o una víctima de violencia sexual. El funcionario competente, tendrá en cuenta la integridad de las personas y tomando en consideración que la violación de la privacidad de un testigo o una víctima puede entrañar un riesgo para su seguridad, controlará diligentemente la forma de interrogarlo a fin de evitar cualquier tipo de hostigamiento o intimidación y prestando especial atención al caso de víctimas de delitos de violencia sexual. 

Artículo 42. Presencia de personal especializado. Cuando el Juez o Magistrado lo estime conveniente, de oficio o a petición de parte, podrá decretar que el testimonio de la víctima sea recibido con acompañamiento de personal experto en situaciones traumáticas, tales como psicólogos, trabajadores sociales, siquiatras o terapeutas, entre otros. La víctima también tendrá derecho a elegir el sexo de la persona ante la cual desea rendir declaración. Esta norma se aplicará especialmente en los casos en que la víctima sea mujer o adulto mayor, o haya sido objeto de violencia sexual, tortura u otros tratos crueles, inhumanos o degradantes y será obligatoria en los casos en que la víctima sea un niño, niña o adolescente. 

Parágrafo. Cuando las víctimas no se expresen en castellano, se dispondrá la presencia de traductores o intérpretes para recabar su declaración, presentar solicitudes y adelantar las actuaciones en las que hayan de intervenir. 

Artículo 43. Asistencia Judicial. La Defensoría del Pueblo prestará los servicios de orientación, asesoría y representación judicial a las víctimas a que se refiere la presente ley. Para tal efecto, el Defensor del Pueblo efectuará los ajustes o modificaciones que sean necesarios para adecuar su capacidad institucional en el cumplimiento de este mandato. 

Parágrafo 1°. El Defensor del Pueblo, en el término de seis (6) meses, reorganizará la estructura orgánica de la Defensoría del Pueblo con el fin de garantizar el cumplimiento de las funciones asignadas en la presente ley. 

Parágrafo 2°. La Defensoría del Pueblo prestará los servicios de representación judicial a las víctimas que lo soliciten mediante el Sistema Nacional de Defensoría Pública. Para ello, designará representantes judiciales que se dedicarán exclusivamente a la asistencia judicial de las víctimas a través de un programa especial que cumpla tal cometido.

Artículo 44. Gastos de la víctima en relación con EL PROCESO PENAL: El amparo de pobreza, es un derecho de la víctima que demuestre su incapacidad económica, para asumir los gastos que demande el proceso penal, la cual debe ser probada siquiera sumariamente. 

Las entidades del Estado encargadas de garantizar la protección de los derechos de las víctimas en el proceso penal, asumirán todos los gastos correspondientes de las víctimas que por razones económicas no puedan hacerlo.

Parágrafo 1°. Cuando las víctimas voluntariamente decidan interponer recursos de tutela o acudir a la justicia contencioso administrativa, para obtener una reparación o indemnización por el menoscabo de derechos sufrido, los apoderados o abogados que las representen en el proceso no podrán, en ningún caso, recibir, pactar o acordar honorarios que superen los dos (02) salarios mínimos legales mensuales vigentes en el caso de las acciones de tutela, o de veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes, en el caso de las acciones ante la jurisdicción contencioso administrativa, incluyendo la suma que sea acordada como cuota de éxito, cuota litis, o porcentaje del monto decretado a favor de la víctima por la autoridad judicial. Lo anterior tendrá aplicación independientemente de que se trate de uno o varios apoderados e independientemente de que un proceso reúna a varias víctimas. 

Parágrafo 2°. Lo previsto en este artículo será reglamentado por el Gobierno Nacional, en un término no mayor a un (1) año contado a partir de la vigencia de la presente ley.

Artículo 45. Los organismos con funciones permanentes de Policía Judicial destinarán, de su planta actual de personal, a un grupo especializado de sus agentes para desarrollar labores de identificación de bienes y activos que hayan ocultado las personas sindicadas de menoscabar los derechos de las víctimas de las que trata la presente ley. A los Fiscales instructores y los Jueces o Magistrados de conocimiento les será entregada, en cualquier etapa procesal, la información que resulte de los hallazgos que en esta materia desarrollen los organismos de Policía Judicial, a fin de que puedan contar con ella en el trámite de la investigación y el juicio, caso en el cual, el Juez de conocimiento, de oficio o a petición de la Fiscalía, podrá decretar medidas cautelares.

ARTÍCULO 46. Dentro de una investigación penal, por violación de los derechos de las víctimas de las que trata la presente ley, el ente investigador estará en la obligación de investigar y acusar a las personas de las cuales se derive responsabilidad de carácter penal, por apoyar económicamente en forma voluntaria a la organización criminal a la cual perteneció el sindicado, imputado o condenado, una vez valorados los elementos materiales probatorios, la evidencia física e información.

Si es un Fiscal del procedimiento especial de que trata la Ley 975 de 2005, éste deberá remitir el expediente y las pruebas recaudadas a un Fiscal ordinario, de conformidad con el Código de Procedimiento Penal y las normas que regulan la materia. 

El Juez de conocimiento ordenará la apertura de un incidente de reparación especial, que se surtirá de conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Penal respectivo.
 Al decidir el incidente de reparación, el juez ordenará que la suma de dinero a título de reparación de las víctimas, sea consignado, a favor del fondo de las víctimas de la violencia, de igual manera el juez podrá ordenar al condenado, la realización de medidas de satisfacción, las cuales deben desarrollarse directamente por este.
Parágrafo 1º. La persona jurídica cuyo representante legal sea condenado en los términos del presente artículo, será solidariamente responsable por el pago de la reparación de que trata el presente artículo y por lo tanto, deberá concurrir como tercero civilmente responsable al incidente de reparación en los términos del Código de Procedimiento Penal. Así mismo, el Juez podrá ordenar la ejecución de medidas de satisfacción a favor de las víctimas por parte de las personas jurídicas a las que se refiere este artículo. 

Parágrafo 2°. En ningún caso, en los términos del presente artículo, el Juez penal podrá ordenar a una persona jurídica, a título de reparación, consignar a favor del Fondo de Reparación a las Víctimas de la Violencia, en más de una ocasión por los mismos hechos.

Artículo 47. metodología de investigación ante violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos.  Dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Fiscal General de la Nación elaborará un protocolo de investigación frente a violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos en el marco del actuar de grupos armados y otras estructuras macrocriminales, el cual deberá ser empleado por los funcionarios de policía judicial y Fiscales competentes en todo el país. Dicho protocolo deberá atender a los siguientes criterios:

a) El esclarecimiento de la verdad sobre los hechos victimizantes incluirá una metodología que los investigue como crímenes de sistema, es decir,  como conductas que hacen parte de una política concertada y programática al servicio de intereses concretos en el marco de actuación de aparatos armados y organizados de poder. El plan metodológico en estos casos tendrá en cuenta la existencia en el marco de estos crímenes de: a) División de labores entre los planificadores y los ejecutores, además de acuerdos previos en cuanto a la estructura y la implementación; b) Perpetraciones por organizaciones en los que intervienen personas que eran, o son todavía, políticamente poderosas, y 3) Afectación a un gran número de víctimas. 

b) El concierto para delinquir agravado será tenido en cuenta como delito base de investigación del actuar sistemático de los miembros de grupos armados y otros aparatos armados de poder.

c)  Los Fiscales deberán invocar el bloque de constitucionalidad como base para la adecuación típica de las violaciones objeto de investigación.

d) La labor investigativa de los Fiscales competentes debe adecuarse a la naturaleza de los delitos entendidos como parte de un fenómeno de macro-criminalidad y de crimen organizado, lo cual exige una carga argumentativa mayor para los fiscales que deciden casos sobre violaciones a los derechos humanos.

e) Los funcionarios de policía Judicial y los fiscales competentes deberán construir metodologías de investigación encaminadas a lograr el esclarecimiento de la verdad sobre el actuar de estructuras criminales, que atiendan aspectos relacionados con el descubrimiento del autor detrás del autor, responsabilidad por dominio de la voluntad, y la eventual responsabilidad por delitos de lesa humanidad de personas y grupos que se han visto beneficiados por el actuar macrocriminal de los mencionados aparatos armados, en especial de aquellos que han garantizado su sostenibilidad mediante su financiamiento. 

TÍTULO III

AYUDA HUMANITARIA, ATENCIÓN Y ASISTENCIA

CAPITULO I
Ayuda humanitaria a las víctimas
ARTÍCULO 48. AYUDA HUMANITARIA. Las víctimas de desaparición forzada, atentados terroristas, combates, secuestros, ataques, masacres y violencia sexual, recibirán ayuda humanitaria con el objetivo de socorrer, asistir, proteger y atender sus necesidades de alimentación, aseo personal, manejo de abastecimientos, utensilios de cocina, atención médica y psicológica de emergencia, transporte de emergencia y alojamiento transitorio en condiciones dignas, y con enfoque diferencial, en el momento de la violación de los derechos o en el momento en el que las autoridades tengan conocimiento de la misma. 

Parágrafo 1°. Las entidades territoriales, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, deberán prestar el alojamiento y alimentación transitoria en condiciones dignas y de manera inmediata a la violación de los derechos o en el momento en que las autoridades tengan conocimiento de la misma. 

Parágrafo 2°. Las instituciones hospitalarias, públicas o privadas, del territorio nacional, que prestan servicios de salud, tienen la obligación de prestar atención de emergencia de manera inmediata a las víctimas que la requieran, con independencia de la capacidad socioeconómica de los demandantes de estos servicios y sin exigir condición previa para su admisión. 

Parágrafo 3°. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación, deberá adelantar las acciones pertinentes ante las distintas entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación a Víctimas para garantizar la ayuda humanitaria.  De igual manera, y de acuerdo a lo contemplando en el artículo 49 de la Ley 418 de 1997 y sus prórrogas correspondientes, prestará por una sola vez, a través de mecanismos eficaces y eficientes, asegurando la gratuidad en el trámite, y de acuerdo a su competencia, la ayuda humanitaria. 

Parágrafo 4°. En lo que respecta a la atención humanitaria para la población víctima del desplazamiento forzado, se regirá por lo establecido en el capítulo III del presente Título.

Artículo 49. Censo. Cuando se presenten infracciones al Derecho Internacional Humanitario o violaciones graves y manifiestas a las normas Internacionales de Derechos Humanos, la Alcaldía Municipal a través de la Secretaria de Gobierno, con el acompañamiento de la Personería Municipal, deberá elaborar el censo de las personas afectadas en su vida, integridad personal, libertad personal, libertad de domicilio y residencia, en sus bienes u otros derechos fundamentales. 

Dicho censo deberá contener como mínimo la identificación de la víctima, su ubicación y la descripción del hecho, y remitirlo a la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas de que trata la presente Ley, en un término no mayor a ocho (8) días hábiles contados a partir de la ocurrencia del mismo. 

                                                                 CAPITULO II

Medidas de Asistencia y Atención a las Víctimas

Artículo 50. Asistencia y atención. Se entiende por asistencia y atención, el conjunto de programas de política pública y recursos financieros e institucionales, dirigidos a asegurar el goce efectivo de los derechos fundamentales de las víctimas de que trata la presente ley, y aquellos considerados por la jurisprudencia constitucional como prevalentes y reforzados, que tienen fundamento en la especial protección constitucional que adquieren las víctimas por su condición de vulnerabilidad manifiesta.
Artículo 51. Asistencia funeraria. En cumplimiento de su objeto y en desarrollo de sus facultades, las entidades territoriales, en concordancia con las disposiciones legales de los artículos 268 y 269 del Decreto-ley 1333 de 1986, pagarán con cargo a sus presupuestos y sin intermediarios, a las víctimas a que se refiere la presente ley, los gastos funerarios de las mismas.

Parágrafo. Los costos funerarios y de traslado, en caso de que la víctima fallezca en un municipio distinto a su lugar habitual de residencia, serán sufragados por los municipios donde ocurrió el deceso y aquel en el que la víctima residía.

Artículo 52. Medidas en materia de educación. Las  distintas autoridades educativas adoptarán, en el ejercicio de sus competencias respectivas, las medidas necesarias para asegurar el acceso y la exención de todo tipo de costos académicos en los establecimientos educativos oficiales en los niveles de preescolar, básica y media a las víctimas de que trata la presente ley; de no ser posible el acceso al sector oficial, se podrá contratar el servicio educativo con instituciones privadas.

En educación superior, las instituciones técnicas profesionales, instituciones tecnológicas, instituciones universitarias o escuelas tecnológicas y universidades de naturaleza pública, en el marco de su autonomía, establecerán los procesos de selección, admisión y matrícula que posibiliten que las víctimas en los términos de la presente ley, puedan acceder a sus programas académicos ofrecidos por estas instituciones.

El Gobierno Nacional realizará las gestiones necesarias para priorizar y facilitar el acceso de las víctimas a líneas especiales de becas, crédito y subsidio educativo para financiar la educación superior y la educación no formal.

Parágrafo. El Ministerio de Educación, en el marco de sus funciones, adoptará las medidas necesarias para que sea priorizado y facilitado el acceso a la Educación Pública Superior, a las madres victimas  cabeza de familia. Con ese fin, el Ministerio celebrará  los convenios  con las instituciones públicas  de educación superior, en los que  se asegure la gratuidad en las inscripciones, matrículas y demás derechos académicos, mediante la asignación prioritaria a las madres  victimas cabeza de familia, conforme a las metas de cupos nuevos de educación superior que se contemplen  en el Plan Nacional de Desarrollo.

Dentro de los cupos habilitados y que se habilitaren para información que imparte el Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, se priorizará, facilitará y garantizará el acceso a las madres victimas cabeza de familias.

Medidas de asistencia en materia de salud
Artículo 53. Medidas en materia de SALUD: El Sistema General de Seguridad Social en Salud garantizará la cobertura de la asistencia en salud a las víctimas de la presente ley, de acuerdo con las competencias y responsabilidades de los actores del Sistema General de Seguridad Social en Salud. 

Toda persona que sea incluida en el Registro Único de Víctimas de que trata la presente Ley, accederá por ese hecho a la afiliación contemplada en el artículo 32.2 de la Ley 1438 de 2011, y se considerará elegible para el subsidio en salud, salvo en los casos en que se demuestre capacidad de pago de la víctima. 

Parágrafo 1. Con el fin de garantizar la cobertura de la asistencia en salud a las víctimas de que trata la presente ley, priorizando y atendiendo a las necesidades particulares de esta población, se realizará la actualización del Plan Obligatorio de Salud, de acuerdo con las competencias y responsabilidades de los actores del Sistema General de Seguridad Social en Salud y en los términos de la Ley 1438 de 2011.

Parágrafo 2º.  Las víctimas que se encuentren registradas en el Sisben 1 y 2 quedarán exentas de cualquier cobro de copago o cuota moderadora, en todo tipo de atención en salud que requieran. En caso de no hallarse afiliadas a ningún régimen, tendrán que ser afiliadas en forma inmediata al régimen subsidiado. 

Artículo 54. Atención de emergencia en salud. Las instituciones hospitalarias, públicas o privadas, del territorio nacional, que prestan servicios de salud, tienen la obligación de prestar atención de emergencia de manera inmediata a las víctimas que la requieran, con independencia de la capacidad socioeconómica de los demandantes de estos servicios y sin exigir condición previa para su admisión.

Artículo 55.  Servicios de asistencia en salud. Los servicios de asistencia médica, quirúrgica y hospitalaria consistirán en:

1. Hospitalización.

2. Material médico-quirúrgico, osteosíntesis, órtesis y prótesis, conforme con los criterios técnicos que fije el Ministerio de Protección Social.

3. Medicamentos.

4. Honorarios Médicos.

5. Servicios de apoyo tales como bancos de sangre, laboratorios, imágenes diagnósticas.

6. Transporte.

7. Exámen del VIH sida y de ETS, en los casos en que la persona haya sido víctima de acceso carnal violento.

8. Servicios de interrupción voluntaria del embarazo en los casos permitidos por la jurisprudencia de la Corte Constitucional y/o la ley, con absoluto respeto de la voluntad de la víctima.

9. La atención para los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres víctimas.

Parágrafo. El reconocimiento y pago de los servicios de asistencia médica, quirúrgica y hospitalaria a que se refiere este capítulo, se hará por conducto del Ministerio de Protección Social con cargo a los recursos del FOSYGA,  subcuenta de Eventos Catastróficos y accidentes de tránsito, únicamente en los casos en que se deban prestar los servicios de asistencia para atender lesiones transitorias permanentes y las demás afectaciones de la salud que tengan relación causal directa con acciones violentas que produzcan un menoscabo de derechos en los términos del artículo 3º de la presente ley, salvo que estén cubiertos por planes voluntarios de salud.

Artículo 56. Remisiones. Los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud, que resultaren víctimas de acuerdo a la presente ley, serán atendidos por las instituciones prestadoras de salud y una vez se les preste la atención de urgencias y se logre su estabilización, si estas instituciones no contaren con disponibilidad o capacidad para continuar prestando el servicio, serán remitidos a las instituciones hospitalarias que definan las entidades de aseguramiento para que allí se continúe el tratamiento requerido. La admisión y atención de las víctimas en tales instituciones hospitalarias es de aceptación inmediata y obligatoria por parte de estas, en cualquier parte del territorio nacional, y estas instituciones deberán notificar inmediatamente al Fosyga sobre la admisión y atención prestada. 

Parágrafo. Aquellas personas que se encuentren en la situación prevista en la presente norma y que no se encontraren afiliados al régimen contributivo de seguridad social en salud o a un régimen de excepción, accederán a los beneficios contemplados en el artículo 158 de la Ley 100 de 1993 mientras no se afilien al régimen contributivo en virtud de relación de contrato de trabajo o deban estar afiliados a dicho régimen. 

Artículo 57. Pólizas de salud. Los gastos que demande la atención de las víctimas amparadas con pólizas de compañías de seguros de salud o contratos con empresas de medicina prepagada, serán cubiertos por el Estado de conformidad con lo establecido en el presente Capítulo, cuando no estén cubiertos o estén cubiertos de manera insuficiente por el respectivo seguro o contrato.

ARTÍCULO 58. EVALUACIÓN Y CONTROL. El Ministerio de la Protección Social o la Superintendencia Nacional de Salud, según el caso, ejercerá la evaluación y control sobre los aspectos relativos a:

1. Número de pacientes atendidos.
2. Acciones médico-quirúrgicas.
3. Suministros e insumos hospitalarios gastados.
4. Causa de egreso y pronóstico.
5. Condición del paciente frente al ente hospitalario.
6. El efectivo pago al prestador
7. Los demás factores que constituyen costos del servicio, de conformidad con lo dispuesto en la presente ley.
ARTÍCULO 59. INSPECCIÓN Y VIGILANCIA. El incumplimiento de lo dispuesto en este capítulo, será para las entidades prestadoras de los servicios de salud, para las EPS, Regímenes especiales y para los empleados responsables, causal de sanción por las autoridades competentes en desarrollo de sus funciones de inspección y vigilancia, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 y 50 de la ley 10 de 1990, y demás normas concordantes. 

Artículo 60. Asistencia por los mismos hechos. Las víctimas que hayan sido beneficiadas con alguna de las anteriores medidas, no serán asistidas nuevamente por el mismo hecho victimizante, salvo que se compruebe que es requerida la asistencia por un hecho sobreviniente.

CAPITULO IIi

asistencia en materia de vivienda

Artículo 61. Medidas de asistencia en materia de vivienda. Las víctimas cuyas viviendas hayan sido afectadas por despojo, abandono, pérdida o menoscabo, tendrán prioridad y acceso preferente a programas de subsidios de vivienda en las modalidades de mejoramiento, construcción en sitio propio y adquisición de vivienda, establecidos por el Estado. Lo anterior, sin perjuicio de que el victimario sea condenado a la construcción, reconstrucción o indemnización. 

Las víctimas podrán acceder al Subsidio Familiar de Vivienda de conformidad con la normatividad vigente que regula la materia y a los mecanismos especiales previstos en la Ley 418 de 1997 o las normas que la prorrogan, modifican o adicionan. 

El Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, o la entidad que haga sus veces, o el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, o la entidad que haga sus veces, según corresponda, ejercerá las funciones que le otorga la normatividad vigente que regula la materia con relación al subsidio familiar de vivienda de que trata este capítulo, teniendo en cuenta el deber constitucional de proteger a las personas que se encuentren en situación de debilidad manifiesta, razón por la cual deberá dar prioridad a las solicitudes que presenten los hogares que hayan sido víctimas en los términos de la presente ley. 

El Gobierno Nacional realizará las gestiones necesarias para generar oferta de vivienda con el fin de que los subsidios que se asignen, en virtud del presente artículo, tengan aplicación efectiva en soluciones habitacionales.

Parágrafo 1°. La población víctima del desplazamiento forzado, accederá a los programas y proyectos diseñados por el Gobierno, privilegiando a la población mujeres cabeza de familia desplazadas, los adultos mayores desplazados y la población discapacitada desplazada.

Parágrafo 2º. Se priorizará el acceso a programas de subsidio familiar de vivienda a aquellos hogares que decidan retornar a los predios afectados, previa verificación de condiciones de seguridad por parte de la autoridad competente.

Artículo 62. Postulaciones al subsidio familiar de vivienda. Los postulantes al Subsidio Familiar de Vivienda en las condiciones de que trata este capítulo, podrán acogerse a cualquiera de los planes declarados elegibles por el Fondo Nacional de Vivienda o la entidad que haga sus veces, o por el Banco Agrario o la entidad que haga sus veces, según corresponda. 

Artículo 63: CUANTÍA MÁXIMA PARA VÍCTIMAS.  El Gobierno nacional reglamentará la cuantía máxima  del subsidio familiar de vivienda de que trata este capítulo, garantizando que sea sustancialmente superior a la cuantía contemplada para adquisición de viviendas de interés social y procurando crear una oferta especial para las víctimas. La reglamentación de que trata el presente artículo, sólo afectará el subsidio familiar de vivienda del orden nacional.

Artículo 64. Entidad encargada de tramitar postulaciones. Las postulaciones al Subsidio Familiar de Vivienda de que trata este capítulo, serán atendidas por el Ministerio del Medio Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial si el predio es urbano, o por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural si el predio es rural, con cargo a los recursos asignados por el Gobierno Nacional para el Subsidio de Vivienda de Interés Social. 

Artículo 65. Normatividad aplicable. Se aplicará al Subsidio Familiar de Vivienda de que trata este capítulo, lo establecido en la normatividad vigente que regula la materia, en cuanto no sea contraria a lo que aquí se dispone. 

CAPITULO IV

Crédito y pasivos

Artículo 66. Medidas en materia de crédito. En materia de asistencia crediticia las víctimas de que trata la presente ley, tendrán acceso a los beneficios contemplados en el parágrafo 4° del artículo 16, 32, 33 y 38 de la Ley 418 de 1997, en los términos en que tal normatividad establece. 

Los créditos otorgados por parte de los establecimientos de crédito a las víctimas de que trata la presente ley, y que como consecuencia de los hechos victimizantes hayan entrado en mora o hayan sido objeto de refinanciación, reestructuración o consolidación, quedarán clasificados en una categoría de riesgo especial de acuerdo con la reglamentación que expida la Superintendencia Financiera. Las operaciones financieras descritas en el presente artículo no serán consideradas como reestructuración. 

Parágrafo. Se presume que aquellos créditos que hayan entrado en mora o hayan sido objeto de refinanciación, reestructuración o consolidación, con posterioridad al momento en que ocurrió el menoscabo de derechos de la víctima, son consecuencia de los hechos victimizantes en los términos del presente artículo. 

Artículo 67. Tasa de Redescuento. Finagro y Bancoldex, o las entidades que hagan sus veces, establecerán líneas de redescuento en condiciones preferenciales dirigidas a financiar los créditos que otorguen los establecimientos de crédito a las víctimas de que trata la presente ley, para financiar actividades tendientes a la recuperación de su capacidad productiva. Para el efecto, se tendrá en cuenta lo previsto en la Ley 418 de 1997, prorrogada, modificada y adicionada por las leyes 548 de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006 y 1421 de 2010. 

Parágrafo. Las entidades de redescuento de que trata este artículo, deberán asegurar que los establecimientos de crédito redescontantes realicen una transferencia proporcional de los beneficios en la tasa de redescuento a los beneficiarios finales de dichos créditos. 

CAPITULO V

Formación, generación de empleo y carrera administrativa

Artículo 68. Capacitación y planes de empleo urbano y rural. El Servicio Nacional de Aprendizaje SENA dará prioridad y facilidad para el acceso de jóvenes y adultos víctimas, en los términos de la presente ley, a sus programas de formación y capacitación técnica. 

El Gobierno Nacional dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente Ley, a través del Ministerio de Protección Social y el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, diseñará programas y proyectos especiales para la generación de empleo rural y urbano con el fin de apoyar el auto sostenimiento de las víctimas, el cual se implementará a través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

Artículo 69. Derecho preferencial de acceso a la carrera administrativa. La calidad de víctima será criterio de desempate, en favor de las víctimas, en los concursos pertenecientes a los sistemas de carrera general y carreras especiales para acceder al servicio público. 

Parágrafo. El derecho consagrado en el presente artículo prevalecerá sobre el beneficio previsto en el numeral 3 del artículo 2° de la Ley 403 de 1997.

CAPITULO VI
De la atención a las víctimas del desplazamiento forzado

Artículo 70. Normatividad aplicable y definición. La atención a las víctimas del desplazamiento forzado, se regirá por lo establecido en este capítulo y se complementará con la política pública de prevención, protección y atención integral a la población desplazada establecida en la Ley 387 de 1997 y el Plan Nacional de Prevención, Protección y Atención Integral a las Víctimas del Desplazamiento Forzado, y demás normas que lo reglamenten. 

Las disposiciones existentes orientadas a lograr el goce efectivo de los derechos de la población en situación de desplazamiento, que no contraríen la presente ley, continuarán vigentes, siempre que sean más favorables. 
Parágrafo 1º. El costo en el que incurra el Estado en la prestación de la oferta dirigida a la población desplazada, en ningún caso será descontado del monto de la indemnización administrativa o judicial a que tiene derecho esta población. 

Parágrafo 2º. Para los efectos de la presente ley, se entenderá que es víctima del desplazamiento forzado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro y fuera del territorio nacional, abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas, con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones: conflicto armado interno, violencia generalizada o violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional Humanitario.

Parágrafo 3º.  Hasta tanto el Registro Único de Víctimas entre en operación, se mantendrá el funcionamiento del Registro Único de Población Desplazada de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 154 de la presente Ley.

ARTÍCULO 71. La declaración sobre los hechos que configuran la situación del desplazamiento La persona víctima de desplazamiento forzado deberá rendir declaración ante cualquiera de las instituciones que integran el Ministerio Público, dentro de los dos (2) años siguientes a la ocurrencia del hecho que dio origen al desplazamiento, siempre y cuando estos hechos hubiesen ocurrido a partir del 1º de enero de 1980, y no se encuentre registrada en el Registro Único de Población Desplazada. 

La declaración hará parte del Registro Único de Víctimas, de acuerdo a lo estipulado en el artículo 154 de la presente Ley.  La valoración que realice el funcionario encargado de recibir la solicitud de registro debe respetar los principios constitucionales de dignidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial.

Parágrafo 1°. Se establece un plazo de dos (2)  años para la reducción del subregistro, periodo en el cual las víctimas del desplazamiento de años anteriores podrán declarar los hechos con el fin de que se decida su inclusión o no en el Registro. 

Para este efecto, el Gobierno Nacional adelantará una campaña de divulgación a nivel nacional a fin de que las víctimas de desplazamiento forzado que no han declarado se acerquen al Ministerio Público para rendir su declaración. 

Parágrafo 2°. En las declaraciones presentadas dos años después de la ocurrencia del hecho que dio lugar al desplazamiento forzado, el funcionario del Ministerio Público deberá indagar sobre las razones por las cuales no se llevó a cabo con anterioridad dicha declaración, con el fin de determinar si existen barreras que dificulten o impidan la accesibilidad de las víctimas a la protección del Estado. 

En cualquier caso, se deberá preguntar sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar que generaron su desplazamiento para contar con información precisa que permita decidir sobre la inclusión o no del declarante al Registro. 

Parágrafo 3°. En evento de fuerza mayor que haya impedido a la víctima del desplazamiento forzado rendir la declaración en el término establecido en el presente artículo, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias motivo de tal impedimento. La configuración de fuerza mayor o caso fortuito atenderá las situaciones excepcionales de violencia que causaron el desplazamiento y la especial situación de vulnerabilidad  en la que se encuentra la población desplazada. 
Parágrafo 4º. Ningún funcionario podrá negar la inscripción en el registro invocando la vigencia del decreto 2569 de 2000, so pena de incurrir en falta grave.

La víctima de desplazamiento forzado deberá informar al funcionario del Ministerio Público, quien indagará por dichas circunstancias y enviará la diligencia a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas para que realice las acciones pertinentes de acuerdo a los eventos aquí mencionados.

Artículo 72. Etapas de la atención humanitaria. Se establecen tres fases o etapas para la atención humanitaria de las víctimas de desplazamiento forzado: 

1) Atención Inmediata; 

2) Atención Humanitaria de Emergencia; y, 

3) Atención Humanitaria de Transición, 

Parágrafo. Las etapas aquí establecidas varían según su temporalidad y el contenido de dicha ayuda, de conformidad a la evaluación cualitativa de la condición de vulnerabilidad de cada víctima de desplazamiento que se realice por la entidad competente para ello. 

ARTÍCULO 73. ATENCIÓN INMEDIATA. Es la ayuda humanitaria entregada a aquellas personas que manifiestan haber sido desplazadas y que se encuentran en situación de vulnerabilidad acentuada y requieren de albergue temporal y asistencia alimentaria. 

Esta ayuda será proporcionada por la entidad territorial de nivel municipal receptora de la población en situación de desplazamiento. Se atenderá de manera inmediata desde el momento en que se presenta la declaración, hasta el momento en el cual se realiza la inscripción en el Registro Único de Víctimas. 

Parágrafo 1º. Podrán acceder a esta ayuda humanitaria las personas que presenten la declaración de que trata el artículo 71 de esta Ley, y cuyo hecho que dio origen al desplazamiento haya ocurrido dentro de los tres (3) meses previos a la solicitud. 

Cuando se presenten casos de fuerza mayor que le impidan a la víctima del desplazamiento forzado presentar su declaración en el término que este parágrafo establece, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias motivo de tal impedimento, frente a lo cual, el funcionario de Ministerio Público indagará por dichas circunstancias e informará a la Entidad competente para que realicen las acciones pertinentes. 

ARTÍCULO 74. ATENCIÓN HUMANITARIA DE EMERGENCIA. Es la ayuda humanitaria a la que tienen derecho las personas u hogares en situación de desplazamiento una vez se haya expedido el acto administrativo que las incluye en el Registro Único de Víctimas, y se entregará de acuerdo con el grado de necesidad y urgencia respecto de su subsistencia mínima. 

Realizado el registro se enviará copia de la información relativa a los hechos delictivos a la Fiscalía General de la Nación para que adelante las investigaciones dirigidas a investigar, juzgar y sancionar a los responsables de los hechos. 

Parágrafo 1º. La atención humanitaria de emergencia seguirá siendo entregada por la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional hasta tanto se le garanticen los recursos de operación de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas deberá entregar la ayuda humanitaria a través de mecanismos eficaces y eficientes, asegurando la gratuidad en el trámite, y que los beneficiarios la reciban en su totalidad y de manera oportuna.

ARTÍCULO 75. ATENCIÓN HUMANITARIA DE TRANSICIÓN. Es la ayuda humanitaria que se entrega a la población en situación de Desplazamiento incluida en el Registro Único de Víctimas que aún no cuenta con los elementos necesarios para su subsistencia mínima, pero cuya situación, a la luz de la valoración hecha por la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, no presenta las características de gravedad y urgencia que los haría destinatarios de la Atención Humanitaria de Emergencia.

Parágrafo 1°. El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar deberá adelantar las acciones pertinentes para garantizar la alimentación de los hogares en situación de desplazamiento. De igual forma, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial y los entes territoriales adoptarán las medidas conducentes para garantizar el alojamiento temporal de la población en situación de desplazamiento. 

Parágrafo 2°. Los programas de empleo dirigidos a las víctimas de que trata la presente ley, se considerarán parte de la ayuda humanitaria de transición. 

Parágrafo 3º. La valoración de que trate el presente artículo deberá tener como criterio principal, los indicadores de goce efectivo de derechos adoptados por la Corte Constitucional. 

ARTÍCULO 76. RETORNOS Y REUBICACIONES. Con el propósito de garantizar la atención integral a las personas víctimas de desplazamiento forzado que deciden voluntariamente retornar o reubicarse, bajo condiciones de seguridad favorables, estas procurarán permanecer en el sitio que hayan elegido para que el Estado garantice el goce efectivo de los derechos, a través del diseño de esquemas especiales de acompañamiento. 

Parágrafo. Cuando no existan las condiciones de seguridad para permanecer en el lugar elegido, las víctimas deberán acercarse al Ministerio Público y declarar los hechos que generen o puedan generar su desplazamiento. 

La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las víctimas, deberá adelantar las acciones pertinentes ante las distintas entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas para garantizar la efectiva atención integral a la población retornada o reubicada, especialmente en lo relacionado con los derechos mínimos de identificación a cargo de la Registraduría Nacional del Estado Civil, salud a cargo del Ministerio de Protección Social, Educación a cargo del Ministerio de Educación Nacional, alimentación y reunificación familiar a cargo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, alojamiento digno a cargo del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, y orientación ocupacional a cargo del Servicio Nacional de Aprendizaje.
ARTÍCULO 77. CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y DEBILIDAD MANIFIESTA. Cesará la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta ocasionada por el hecho mismo del desplazamiento, cuando la persona víctima de desplazamiento forzado a través de sus propios medios o de los programas establecidos por el Gobierno Nacional, alcance el goce efectivo de sus derechos y obtenga el restablecimiento de que trata el parágrafo 3º del presente artículo. Para ello accederá a los componentes de atención integral al que hace referencia la política pública de prevención, protección y atención integral para las víctimas del desplazamiento forzado de acuerdo al artículo 60 de la presente Ley.

Parágrafo 1°. El Gobierno Nacional establecerá los criterios para determinar la cesación de la situación de vulnerabilidad y debilidad manifiesta a causa de hecho mismo del desplazamiento, de acuerdo con los indicadores de goce efectivo de derechos de la atención integral definidos jurisprudencialmente. 

Parágrafo 2°. Una vez cese la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta ocasionada por el hecho mismo del desplazamiento, se modificará el Registro Único de Víctimas, para dejar constancia de la cesación a la que se ha hecho referencia en este artículo. 

En todo caso, la persona cesada mantendrá su condición de víctima, y por ende, conservará los derechos adicionales que se desprenden de tal situación. 

Parágrafo 3º. Para efectos del presente artículo, se entenderá por restablecimiento, el mejoramiento sustancial de la calidad de vida de la población desplazada, gracias al acceso efectivo de los desplazados a bienes y servicios básicos, así como la garantía de sus derechos y libertades fundamentales. El Estado se encuentra en la obligación de garantizar dicho restablecimiento mediante, entre otras, las siguientes acciones: 1) el acceso a la tierra, 2) el empleo en condiciones dignas, 3) el acceso a soluciones de vivienda, 4) la integración social, 5) la atención médico asistencial integral, 6) la nutrición adecuada, 7) la restauración de los activos comunitarios, 8) la reconstitución de las comunidades, 9) el acceso a la educación, 10) la participación política efectiva, y 11) la protección de los desplazados frente a las actividades que desgarran el tejido social, principalmente las asociadas al conflicto armado interno.

ARTÍCULO 78. EVALUACIÓN DE LA CESACIÓN DE LA CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD Y DEBILIDAD MANIFIESTA. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las víctimas y los alcaldes municipales o distritales del lugar donde reside la persona en situación de desplazamiento, evaluarán cada dos años las condiciones de vulnerabilidad y debilidad manifiesta ocasionada por el hecho mismo del desplazamiento.

Esta evaluación se realizará a través de los mecanismos existentes para hacer seguimiento a los hogares, y aquellos para declarar cesada la condición de vulnerabilidad y debilidad manifiesta de acuerdo al artículo anterior.  

Las entidades del orden nacional, regional o local deberán enfocar su oferta institucional para lograr la satisfacción de las necesidades asociadas al desplazamiento, de conformidad con los resultados de la evaluación de cesación.

TÍTULO IV

REPARACIÓN DE LAS VÍCTIMAS

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 79. Medidas de reparación Las víctimas de que trata esta ley tienen derecho a obtener las medidas de reparación que propendan por la restitución, reintegración del patrimonio, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. 

Parágrafo 1°. Las medidas de atención y reparación integral contempladas en la presente ley, deberán ser interpretadas a mero título enunciativo, lo cual implica que a las mismas se pueden adicionar otras que defina el Gobierno Nacional. La reparación pretende, entre sus principales objetivos, lograr la reintegración a las víctimas del conjunto de derechos estimables en dinero, muebles e inmuebles de un valor pecuniario, así como compensar los perjuicios materiales e inmateriales ocasionados por las violaciones de que trata el artículo 3º.
Artículo 80. El Estado colombiano, a través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, deberá adoptar un programa integral dentro del cual se incluya el retorno de la víctima a su lugar de residencia o la reubicación y la restitución de su patrimonio.
ARTÍCULO 81 REINTEGRACIÓN DEL PATRIMONIO. La reparación de que trata la presente ley,  pretende entre sus principales objetivos, lograr la reintegración del patrimonio de las víctimas. 
Se entiende por patrimonio, el conjunto de derechos y obligaciones estimables en dinero, es decir la universalidad de elementos  activos y pasivos, de un valor pecuniario, radicados en una persona. 

En consecuencia, por reintegración del patrimonio de las víctimas, se entiende el esfuerzo institucional y privado encaminado a rehacer con criterio de integralidad el patrimonio de los afectados por el conflicto colombiano, incluida la plena restitución de sus bienes, de acuerdo con la definición que de tales hace el artículo 8º de la presenta Ley.

CAPITULO II

Disposiciones generales de restitución

Artículo 82. Restitución. Se entiende por restitución, la realización de medidas para el restablecimiento de la situación anterior a las violaciones de los derechos humanos o a las infracciones del derecho internacional humanitario.

CAPÍTULO III

Restitución de tierras. 

Disposiciones Generales

Artículo 83. Acciones de restitución de tierras. El Estado colombiano adoptará las medidas requeridas para la restitución jurídica y material de las tierras a los despojados y desplazados de no ser posible la restitución, las autoridades competentes determinarán y reconocerán la compensación correspondiente. 

En el caso de bienes baldíos, se procederá con la adjudicación de su derecho de propiedad a favor de la persona que venía ejerciendo su explotación económica.

Para efectos de la restitución a que se refiere el inciso primero, cuando no sea posible restituir el predio original, o cuando la víctima no pueda retornar al mismo por razones de riesgo para su vida e integridad personal, se le ofrecerán alternativas de compensación en especie para acceder a terrenos de similares características y condiciones en otra ubicación. 

La compensación en dinero sólo procederá en el evento en que no sea posible ninguna de las dos alternativas anteriores. 

El Gobierno Nacional reglamentará la materia dentro de los (6) seis meses siguientes a la expedición de la presente ley. 

Artículo 84: PRINCIPIOS DE LA RESTITUCIÓN. La restitución de que trata la presente ley estará regida por los siguientes principios:

1. PREFERENTE: La restitución de tierras, acompañada de acciones de apoyo post-restitución, constituye la medida preferente de reparación integral para las víctimas.
2. INDEPENDENCIA: El derecho a la restitución de las viviendas, las tierras y el patrimonio es un derecho en sí mismo y es independiente de que se haga o no efectivo el retorno de las víctimas a quienes les asista ese derecho.

3. PROGRESIVIDAD: Se entenderá que las medidas de restitución contempladas en la presente ley y aquellas que se establezcan en otros instrumentos normativos posteriores, tiene como objetivo el de propender de manera progresiva por el restablecimiento del proyecto de vida de las víctimas;
4. ESTABILIZACIÓN: Las víctimas del desplazamiento forzado y del despojo de bienes, tienen derecho a un retorno o reubicación voluntaria en condiciones de sostenibilidad, seguridad y dignidad; 

5. SEGURIDAD JURÍDICA: Las medidas de restitución propenderán por garantizar la seguridad jurídica de la tenencia y el esclarecimiento de la situación de los territorios objeto de restitución. Para el efecto, se propenderá por la titulación de la propiedad como medida de restitución, independientemente de la relación jurídica que tenían las víctimas con los bienes objeto de restitución o compensación; 
6. PREVENCIÓN: Las medidas de restitución se producirán en un marco de prevención del desplazamiento forzado, de protección a la vida e integridad de los reclamantes y de protección jurídica y física de las propiedades, posesiones y patrimonio de las personas desplazadas; 
7. PARTICIPACIÓN: La planificación y gestión del retorno o reubicación y de la reintegración a la comunidad contará con la plena participación de las víctimas;
8. PREVALENCIA CONSTITUCIONAL: Corresponde a el Tribunal Superior, sala especializada en restitución de tierras de que trata la presente ley, el deber de garantizar la prevalencia de los derechos, individuales y colectivos de las víctimas, que tengan un vínculo especial, constitucionalmente protegido, con los bienes inmuebles de las cuales fueron despojados. En virtud de lo anterior, el Tribunal Superior, sala especializada en restitución de tierras restituirá prioritariamente a las víctimas más vulnerables, y a aquellas que tengan un vínculo con la tierra que sea objeto de protección especial.
Artículo 85. Acciones de restitución de los despojados. El Estado colombiano adoptará las medidas requeridas para la restitución de las tierras a los despojados y, de no ser posible la restitución, para determinar y reconocer la compensación correspondiente. En cuanto a la explotación económica de baldíos, tendrá por objeto la adjudicación de su derecho de propiedad. 

Las acciones de reparación de los despojados son: la restitución jurídica y material del inmueble despojado. En subsidio, procederá, en su orden, la restitución por equivalente o el reconocimiento de una compensación. En el caso de bienes baldíos se procederá con la adjudicación de su derecho de propiedad a favor de la persona que venía ejerciendo su explotación económica si durante el despojo o abandono se cumplieron las condiciones para la adjudicación. 

La restitución jurídica del inmueble despojado se realizará con el restablecimiento de los derechos de propiedad o posesión, según el caso. El restablecimiento del derecho de propiedad exigirá el registro de la medida en el folio de matrícula inmobiliaria. En el caso del derecho de posesión, su restablecimiento podrá acompañarse con la acción de declaración de pertenencia, en los términos señalados en la normativa. 

En los casos en los cuales la restitución jurídica y material del inmueble despojado sea imposible o cuando el despojado no pueda retornar al mismo, por razones de riesgo para su vida e integridad personal, se le ofrecerán alternativas de restitución por equivalente para acceder a terrenos de similares características y condiciones en otra ubicación. 

La compensación en dinero sólo procederá en el evento en que no sea posible ninguna de las formas de restitución. 

En el caso de bienes baldíos se procederá con la adjudicación de su derecho de propiedad o dominio a favor del despojado que ejercía su explotación económica, sin que importe la duración de dicha explotación. 

El Gobierno Nacional reglamentará la materia dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente Ley.

Artículo 86. Despojo y abandono forzado de tierras Se entiende por despojo de tierras la acción por medio de la cual, aprovechándose de la situación de violencia, se priva arbitrariamente a una persona de su propiedad o posesión, ya sea de hecho, mediante negocio jurídico, acto administrativo, sentencia, o mediante la comisión de delitos asociados a la situación de violencia, por hechos ocurridos a partir de la fecha establecida en el artículo 3 de la presente ley.

Se entiende por abandono forzado de tierras la situación temporal o permanente a la que se ve abocada una persona forzada a desplazarse, impidiéndole ejercer la administración, explotación y contacto directo con los predios que debió desatender en su desplazamiento.

La perturbación de la posesión o el abandono del bien inmueble, con motivo de la situación de violencia que obliga al desplazamiento forzado del poseedor durante el período establecido en el presente artículo, no interrumpirá el término de prescripción a su favor. 

El despojo de la posesión del inmueble o el desplazamiento forzado del poseedor durante el período establecido en el presente artículo, no interrumpirá el término de usucapión exigido por la normativa. En el caso de haberse completado el plazo de posesión exigido por la normativa, en el mismo proceso, se podrá presentar la acción de declaración de pertenencia a favor del restablecido poseedor. 

Si el despojo o el desplazamiento forzado perturbaron la explotación económica de un baldío, para la adjudicación de su derecho de dominio a favor del despojado no se tendrá en cuenta la duración de dicha explotación. En estos casos el Magistrado deberá acoger el criterio sobre la UAF como extensión máxima a titular y será ineficaz cualquier adjudicación que exceda de esta extensión. 

El propietario o poseedor de tierras o explotador económico de un baldío, informará del hecho del desplazamiento a cualquiera de las siguientes entidades: la Personería Municipal, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría Agraria, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de tierras despojadas o a la Procuraduría General de la Nación, a fin de que se adelanten las acciones a que haya lugar. 

Parágrafo. La configuración del despojo es independiente de la responsabilidad penal, administrativa, disciplinaria, o civil, tanto de la persona que priva del derecho de propiedad, posesión, ocupación o tenencia del inmueble, como de quien realiza las amenazas o los actos de violencia, según fuere  el caso. 

Artículo 87. Titulares del derecho a la restitución. Las personas que fueran propietarias o poseedoras de predios, o explotadoras de baldíos cuya propiedad se pretenda adquirir por adjudicación, que hayan sido despojadas de estas, o que se hayan visto obligadas a abandonarlas como consecuencia directa o indirecta de los hechos ocurridos entre el 1 de enero de 1980 y el término de vigencia de la presente ley y que configuren las violaciones de que trata el artículo 3º de la misma, pueden solicitar la restitución jurídica y material de las tierras despojadas o abandonadas forzadamente, en los términos establecidos en este capítulo.
Parágrafo 1º. Los tenedores y demás usuarios de la tierra que hubieren tenido que abandonar de manera forzada su tenencia, tendrán acceso al procedimiento de restitución con el objetivo de que sean restituidos a su situación anterior y de comprobarse la imposibilidad de hacerlo, para que sean compensados por la pérdida de uso de los predios forzados a dejar en abandono.

PROCEDIMIENTO DE RESTITUCIÓN Y PROTECCIÓN DE DERECHOS DE TERCEROS

Artículo 88- Registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente Créase el “REGISTRO DE TIERRAS DESPOJADAS Y ABANDONADAS FORZOSAMENTE” como instrumento para la restitución de tierras a que se refiere esta ley. En el Registro de Tierras Despojadas y abandonadas forzosamente se inscribirán también las personas que fueron despojadas de sus tierras y su relación jurídica con éstas, determinando con precisión los predios objeto de despojo, en forma preferente mediante georeferenciación, así como el período durante el cual se ejerció influencia armada en relación con el predio 

El registro se implementará en forma gradual y progresiva, de conformidad con el reglamento concentrando su labor en las áreas de mayor despojo. La conformación y administración del registro estará a cargo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas que se crea por esta Ley. 

La inscripción en el registro de tierras despojadas procederá de oficio, o por solicitud del interesado. En el registro se determinará el predio objeto del despojo o abandono forzado, la persona y el núcleo familiar del despojado o de quien abandonó el predio. Cuando resulten varios despojados de un mismo predio o múltiples abandonos, la Unidad los inscribirá individualmente en el registro. En este caso se tramitarán todas las solicitudes de restitución y compensación en el mismo proceso. 

Una vez recibida la solicitud de inscripción de un predio en el registro por parte interesada, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas contará con un término de sesenta (60) días para decidir sobre su inclusión. Este término podrá ser prorrogado hasta por treinta (30) días, cuando existan o sobrevengan circunstancias que lo justifiquen. El silencio administrativo sobre la solicitud de inscripción en el Registro de Tierras Despojadas y abandonadas forzosamente equivaldrá a decisión positiva. 

La inscripción de un predio en el registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente será requisito de   procedibilidad para iniciar la acción de restitución a que se refiere este Capítulo. Contra la decisión que niega la inscripción en el registro procede recurso de apelación.

La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas tendrá acceso a todas las bases de datos sobre las víctimas de despojo o abandono forzado, del Instituto Geográfico Agustín Codazzi y de los catastros descentralizados, de las notarías, del Incoder, La Superintendencia de Notariado y Registro, de las oficinas de registro de instrumentos públicos, entre otros. 

Para estos efectos, las entidades dispondrán de servicios de intercambio de información en tiempo real con la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, con base en los estándares de seguridad y políticas definidas en el Decreto 1151 de 2008 sobre la estrategia de Gobierno en Línea. 

En los casos en que la infraestructura tecnológica no permita el intercambio de información en tiempo real, los servidores públicos de las entidades y organizaciones respectivas, deberán entregar la información en el término máximo de diez (10) días, contados a partir de la solicitud. Los servidores públicos que obstruyan el acceso a la información o incumplan con esta obligación incurrirán en falta gravísima, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. 

Parágrafo 1°. Las autoridades que han recibido información acerca del abandono forzado y de despojo de bienes deben remitir a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, al día hábil siguiente a su recibo, toda la información correspondiente con el objetivo de agilizar la inscripción en el registro y los procesos de restitución. 

Parágrafo 2°. La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas deberá permitir el acceso a la información por parte de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, en aras de garantizar la integridad e interoperatividad de la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

Artículo 89 Situaciones especiales para la inscripción en el registro. La Unidad Administrativa Especial de Restitución de Tierras Despojadas deberá considerar de especial manera las siguientes situaciones en relación con los predios frente a los que se solicita su inscripción en el Registro de Tierras despojadas y abandonadas forzosamente:

1. Cuando existan negocios y contratos de compraventa o cualquier otro mediante el cual se transfiera o se prometa transferir un derecho real, la posesión, ocupación o tenencia sobre el inmueble objeto de restitución, celebrados durante el período previsto en el artículo 86, entre la víctima de éste, su cónyuge, compañero o compañera permanente, los familiares o mayores de edad con quienes convivía, sus causahabientes con: 

a) Las personas en relación con las cuales el Magistrado o la sala de restitución determine que existen indicios graves de pertenencia, colaboración o financiación de grupos armados que actúan por fuera de la ley cualquiera que sea su denominación, bien sea que estos últimos hayan actuado por sí mismos en el negocio, o a través de terceros; 

b) Las personas que hayan sido condenadas por narcotráfico o delitos conexos, bien sea que estos últimos hayan actuado por sí mismos en el negocio, o a través de terceros y; 

c) Con personas que hayan sido extraditadas al exterior por narcotráfico o delitos conexos, bien sea que estos últimos hayan actuado por sí mismos en el negocio, o a través de terceros. 

2. Cuando el bien objeto de inscripción se encuentre en alguna de las siguientes situaciones:

a) En su vecindad hayan ocurrido actos de violencia generalizados, fenómenos de desplazamiento forzado colectivo, o violaciones graves a los derechos humanos en la época en que ocurrieron las amenazas o hechos de violencia que se alega causaron el despojo; o en aquellos inmuebles en donde se haya solicitado las medidas de protección individuales y colectivas relacionadas en la ley 387 de 1997, excepto en aquellos casos autorizados por la autoridad competente; o aquellos mediante el cual haya sido desplazado la víctima de despojo, su cónyuge, compañero o compañera permanente, los familiares o mayores de edad con quienes convivía y/o sus causahabientes. 

b) Sobre inmuebles ubicados en la misma vecindad de aquellos en los que, con posterioridad o en forma concomitante a las amenazas, los hechos de violencia o el despojo, se hubiera producido un fenómeno de concentración de la propiedad de la tierra en una o más personas, directa o indirectamente; sobre inmuebles ubicados en la misma vecindad de aquellos donde se hubieran producido alteraciones significativas de los usos de la tierra como la sustitución de agricultura de consumo y sostenimiento por monocultivos, ganadería extensiva o minería industrial, con posterioridad a la época en que ocurrieron las amenazas, los hechos de violencia o el despojo, 

3. Cuando existan negocios y contratos de compraventa o cualquier otro mediante el cual se transfiera un derecho real, la posesión, ocupación o tenencia sobre el inmueble objeto de restitución, celebrados durante el período previsto en el artículo 76, en los que el valor formalmente consagrado en el contrato, o el valor efectivamente pagado, sean inferiores al cincuenta por ciento del valor real de los derechos cuya titularidad se traslada en el momento de la transacción. 

4. Cuando sobre un bien se hayan expedido actos administrativos o proferido decisiones judiciales mediante las cuales se otorgue, transfiriera, expropie, extinga, se declare la propiedad a favor de un tercero, o que dicho bien haya sido objeto de diligencia de remate, si el respectivo proceso administrativo o judicial fue iniciado entre la época de las amenazas o hechos de violencia que originaron el desplazamiento, y la fecha de la sentencia que da por terminado el proceso de que trata esta ley. 

Cuando La Unidad Administrativa Especial de Restitución de Tierras Despojadas niegue la inscripción en el registro de tierras despojadas y abandonadas forzadamente, pese a encontrar la existencia de una de las anteriores situaciones, tendrá que realizar una motivación reforzada de su decisión, las cuales tendrán una especial vigilancia por parte de la Procuraduría General de la Nación.

Artículo 90. Presunciones de despojo PARA EL PROCESO DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS. En relación con los predios inscritos en el Registro de Tierras despojadas y abandonadas forzosamente se tendrán en cuenta las siguientes presunciones: 

1. Presunciones de derecho en relación con ciertos contratos. Para efectos probatorios dentro del proceso de restitución, se presume de derecho que existe ausencia de consentimiento, o causa ilícita, en los negocios y contratos de compraventa o cualquier otro mediante el cual se transfiera o se prometa transferir un derecho real, la posesión, ocupación o tenencia sobre el inmueble objeto de restitución, celebrados durante el período previsto en el artículo 86, entre la víctima de éste, su cónyuge, compañero o compañera permanente, los familiares o mayores de edad con quienes convivía, sus causahabientes con: 

a) Las personas en relación con las cuales el Magistrado o la sala determine que existen indicios graves de pertenencia, colaboración o financiación de grupos armados que actúan por fuera de la ley cualquiera que sea su denominación, bien sea que estos últimos hayan actuado por sí mismos en el negocio, o a través de terceros; 

b) Las personas que hayan sido condenadas por narcotráfico o delitos conexos, bien sea que estos últimos hayan actuado por sí mismos en el negocio, o a través de terceros y; La ausencia de consentimiento en los contratos y negocios mencionados en este numeral genera la inexistencia del acto o negocio de que se trate y la nulidad absoluta de todos los actos o negocios posteriores que se celebren sobre la totalidad o una parte del bien. 

2. Presunciones legales en relación con ciertos contratos. Salvo prueba en contrario, para efectos probatorios dentro del proceso de restitución, se presume que en los siguientes negocios jurídicos hay ausencia de consentimiento o de causa lícita, en los contratos de compraventa y demás actos jurídicos mediante los cuales se transfiera o se prometa transferir un derecho real, la posesión, ocupación o tenencia sobre inmuebles siempre y cuando no se encuentre que la situación está prevista en los literales del numeral anterior, en los siguientes casos: 

a) En cuya vecindad hayan ocurrido actos de violencia generalizados, fenómenos de desplazamiento forzado colectivo, o violaciones graves a los derechos humanos en la época en que ocurrieron las amenazas o hechos de violencia que se alega causaron el despojo; o en aquellos inmuebles en donde se haya solicitado las medidas de protección individuales y colectivas relacionadas en la ley 387 de 1997, excepto en aquellos casos autorizados por la autoridad competente; o aquellos mediante el cual haya sido desplazado la víctima de despojo, su cónyuge, compañero o compañera permanente, los familiares o mayores de edad con quienes convivía y/o sus causahabientes. 

b) sobre inmuebles ubicados en la misma vecindad de aquellos en los que, con posterioridad o en forma concomitante a las amenazas, los hechos de violencia o el despojo, se hubiera producido un fenómeno de concentración de la propiedad de la tierra en una o más personas, directa o indirectamente; sobre inmuebles ubicados en la misma vecindad de aquellos donde se hubieran producido alteraciones significativas de los usos de la tierra como la sustitución de agricultura de consumo y sostenimiento por monocultivos, ganadería extensiva o minería industrial, con posterioridad a la época en que ocurrieron las amenazas, los hechos de violencia o el despojo, 

c) Con personas que hayan sido extraditadas al exterior por narcotráfico o delitos conexos, bien sea que estos últimos hayan actuado por sí mismos en el negocio, o a través de terceros. 

d) En los casos en los que el valor formalmente consagrado en el contrato, o el valor efectivamente pagado, sean inferiores al cincuenta por ciento del valor real de los derechos cuya titularidad se traslada en el momento de la transacción. 

e) Cuando no se logre desvirtuar la ausencia de consentimiento en los contratos y negocios mencionados en alguno de los literales del presente artículo, el acto o negocio de que se trate será reputado inexistente y todos los actos o negocios posteriores que se celebren sobre la totalidad o parte del bien estarán viciados de nulidad absoluta. 

3. Presunciones de derecho sobre ciertos actos administrativos. Cuando la parte hubiere probado la propiedad, posesión, ocupación o tenencia, y el posterior despojo de un bien inmueble, no podrá negársele su restitución con fundamento en que un acto administrativo posterior legalizó una situación jurídica contraria a los derechos de la víctima. Para efectos probatorios dentro del proceso de restitución, se presume de derecho que la Administración con su decisión en dichos casos causó un agravio injustificado a la víctima del despojo. Por lo tanto, el Magistrado o la sala ordenará la revocatoria directa de tales actos, en los términos del numeral 3° del artículo 69 del Código Contencioso Administrativo. La revocatoria de dichos actos produce el decaimiento de todos los actos administrativos posteriores, y la nulidad de todos los actos y negocios jurídicos privados que recaigan sobre la totalidad del bien o sobre parte del mismo. 

4. Presunción de violación al derecho fundamental al debido proceso en decisiones judiciales: Cuando el solicitante hubiere probado la propiedad, posesión, ocupación o tenencia, y el posterior despojo de un bien inmueble, no podrá negársele su restitución con fundamento en que una sentencia que hizo tránsito a cosa juzgada otorgó, transfirió, expropió, extinguió o declaró la propiedad a favor de un tercero, o que dicho bien fue objeto de diligencia de remate, si el respectivo proceso judicial fue iniciado entre la época de las amenazas o hechos de violencia que originaron el desplazamiento y la de la sentencia que da por terminado el proceso de que trata esta ley.

 Para efectos probatorios dentro del proceso de restitución, se presume de derecho que los hechos de violencia le impidieron al despojado ejercer su derecho fundamental de defensa dentro del proceso a través del cual se legalizó una situación contraria a su derecho. Como consecuencia de lo anterior, el Magistrado procederá a revocar las decisiones judiciales a través de las cuales se vulneraron los derechos de la víctima y a ordenar los ajustes tendientes a implementar y hacer eficaz la decisión favorable a la víctima del despojo. 

5. Presunción de inexistencia de la posesión:  Cuando se hubiera iniciado una posesión sobre el bien objeto de restitución, durante el período previsto en el artículo 86, y la sentencia que pone fin al proceso de que trata la presente ley, se presumirá de derecho que dicha posesión nunca ocurrió.

Artículo 91: Inversión de la carga de la prueba: Bastará con la prueba sumaria de la propiedad, posesión, ocupación o tenencia, y el reconocimiento como desplazado en un proceso judicial o administrativo, o en su defecto, la prueba sumaria del despojo, para trasladar la carga de la prueba al demandado o a quienes se opongan a la pretensión de la víctima en el curso del proceso, salvo que éstos también hayan sido reconocidos como desplazados o despojados del mismo predio.
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ANTE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS Y ABANDONADAS
ARTÍCULO 92: SOLICITUD.  Para los efectos de registro y restitución  a las víctimas, de tierras despojadas y abandonadas, de que trata el presente capítulo, el trámite se iniciará de oficio por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, por solicitud del Ministerio Público o de la víctima.

 

Para efectos de presentación de la solicitud, la victima podrá acudir a las personerías municipales, quienes tendrán la obligación de recepcionarla y remitirla en forma inmediata a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas.

 

Parágrafo 1: La solicitud se acompañará de la siguiente información:

 

a.    Nombre, identificación, domicilio y núcleo familiar de la víctima o de la comunidad si fuere el caso.

b.    Naturaleza de la relación jurídica de la víctima con las tierras objeto de restitución.

c.    Ubicación del inmueble y sus linderos generales.

d.    Relación de hechos y fundamentos de derecho.

e.    Certificado de tradición y libertad o en su defecto, la cedula catastral en el evento en que el bien estuviere registrado o catastrado.

f.     Manifestación de conocimiento acerca de si el bien ha sido afectado por acto administrativo o decisión judicial, posterior al despojo o abandono forzado. 

 

Parágrafo 2: La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, diseñará un Plan para recepcionar y tramitar las solicitudes de restitución de tierras, con el fin de avocar el conocimiento de las mismas en forma gradual y territorializada.  El plan de que trata este parágrafo será difundido ampliamente a través de medios masivos de comunicación.

 

ARTICULO 93. TRÁMITE. Una vez registrado el predio y advertida la inexistencia de indicios de una futura oposición a la pretensión de restitución del solicitante,  el director de la Unidad Administrativa Especial, o quien haga sus veces, mediante auto, iniciará las diligencias administrativas tendientes a obtener la restitución administrativa. El auto ordenará las siguientes diligencias: 
 a.    Publicar la solicitud por lo menos dos veces en una emisora radial de amplia cobertura y en un periódico de amplia circulación nacional, con el objeto de emplazar a todas las personas que se crean con algún derecho a intervenir, en el proceso administrativo, para que comparezcan dentro de los quince (15) días siguientes,  a la última publicación de que trata este literal.

b.    Fijar por el término de cinco (5) días hábiles, el aviso de la solicitud en un lugar visible y público de la Alcaldía, Personería, Junta de Acción comunal, Inspección de Policía, o corregimiento donde corresponda de acuerdo a la ubicación del inmueble objeto de restitución. 

c.    Inscribir la solicitud de restitución en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos correspondiente al lugar de ubicación del inmueble. 

d.    Requerir a las autoridades judiciales competentes, se sirvan informar si el inmueble a restituir es objeto de proceso judicial alguno, y si así fuere certificar el estado del mismo.

 

Parágrafo 1. Tanto la publicación como el aviso de que tratan los literales a y b del presente artículo, deberán contener:

 

a.    Identificación del solicitante.

b.    Identificación del predio.

c.    Naturaleza de la relación jurídica del solicitante con el inmueble objeto de restitución.

d.    Dirección y teléfono de la oficina de la Unidad Especial de Restitución a la que deberán acudir quienes se sientan con derecho a intervenir en el proceso administrativo de restitución.

 

Parágrafo 2. En el expediente se dejará constancia de la publicación del edicto, con la respectiva certificación expedida por el director, gerente o administrador de la emisora y del periódico, así como de la fijación de avisos establecidos en el literal b) del presente artículo.
 

ARTICULO 94. VISITA AL INMUEBLE OBJETO DE RESTITUCION. Dentro de los diez (10) días hábiles siguientes al cumplimiento de lo ordenado en el artículo anterior, el Director de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, o quien este delegue ordenará la inspección al inmueble objeto de restitución, señalando la fecha que no puede exceder de treinta (30) días calendario y designará los funcionarios encargados de efectuarla y el término de comisión Esta decisión se notificará a la víctima, al Ministerio Público y a los terceros que se hubieren hecho parte en el proceso administrativo y contra ella no procede recurso alguno. La inspección tendrá como fin verificar toda la información contenida en la solicitud de restitución. 

 

Parágrafo. De la  visita se levantará un acta firmada por los funcionarios que la adelantaron,  si fuere posible por la víctima, el tercero o terceros intervinientes  y el Ministerio público.
 
ARTICULO 95: INFORME DE LA INSPECCION O VISITA DEL INMUEBLE OBJETO DE LA RESTITUCION. En un término no superior a quince (15) días de efectuada la visita, los funcionarios que la practicaron, rendirán el informe correspondiente, acerca de la viabilidad o no del registro y/o de la restitución del bien objeto de visita.
ARTÍCULO 96. DE LA DECISIÓN ADMINISTRATIVA. Dentro de los quince (15) días siguientes de radicado el informe por parte de los funcionarios, el Director de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, expedirá un acto administrativo motivado, donde acogerá la solicitud, o se declarará inhibido. La decisión de registro y restitución se podrá ordenar administrativamente, siempre que en el trámite no haya oposición. En caso contrario se procederá en forma inmediata a remitir las diligencias administrativas ante  la sala de restitución de tierras del Tribunal Superior del Distrito Judicial del lugar donde se hallen ubicados los bienes o del lugar de domicilio del solicitante.

ARTÍCULO 97. RECURSOS. Contra el acto administrativo que decide sobre la solicitud de registro y restitución de tierras, procede recurso de apelación, ante el Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural y será resuelto dentro del término legal.

ARTÍCULO 98. CONTENIDO DE LA DECISION, PUBLICACION Y REGISTRO. El acto administrativo que ordena el registro y la restitución del inmueble despojado o abandonado, se publicará en el Diario Oficial y se inscribirá en un término no mayor a diez (10) días en la oficina de Registro de Instrumentos Públicos o Catastro,  correspondiente al lugar de ubicación del inmueble restituido.

ARTÍCULO  99 DILIGENCIA DE ENTREGA MATERIAL. En la fecha y hora fijadas en la decisión administrativa de restitución, el director de la Unidad de que trata el presente capítulo o quien haga sus veces, iniciará de oficio la diligencia de la entrega del bien restituido. La diligencia tiene por objeto la restitución material del inmueble, y consiste en la notificación o aviso y la ejecución material de la orden de desocupar y entregar el inmueble. El trámite de esta diligencia seguirá las siguientes reglas:

1. En la fecha y hora fijada en la decisión administrativa para practicar la diligencia de entrega, el director de la Unidad o el funcionario a quien éste haya comisionado para realizar la diligencia de entrega se trasladará al lugar donde se encuentra el inmueble para entregarlo formalmente a la víctima restituida. 

2. La diligencia de entrega de un bien no podrá suspenderse por ningún motivo, ni estará sujeta a recurso alguno, ni a que se practique diligencia que pueda demorar la entrega material del bien. En la diligencia no se admitirá oposición alguna.

3. El incumplimiento de los deberes de los funcionarios de la fuerza pública requeridos por el director de la Unidad, los hace personalmente responsables de las costas de las diligencias y perjuicios causados a la víctima reclamante, los que le serán cobrados por la vía administrativa. El director de la Unidad o su comisionado hará liquidar dichos gastos y perjuicios por el secretario de la diligencia, y pasará copia al empleado respectivo para su recaudación. Adicionalmente, el incumplimiento de la comisión será considerado falta grave disciplinaria, sin perjuicio de las demás responsabilidades civiles, administrativas, militares y penales a que haya lugar.

Artículo 100. Competencia para conocer deL proceso de restitución. Las salas especializadas en restitución de tierras o salas de restitución de tierras que para el efecto cree el Consejo Superior de la Judicatura en los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, decidirán en única instancia los procesos de restitución de tierras.

Parágrafo 1º. La Sala de Restitución de Tierras del Tribunal Superior del Distrito Judicial,  decretará de oficio las pruebas adicionales que consideren necesarias,  que se practicarán en un término no mayor de veinte (20) días.

Parágrafo 2º.  La demanda de restitución podrá presentarse ante cualquier juez  del Circuito o Municipal quienes dentro de los dos (2) días siguientes deberán remitirlo, al Tribunal superior competente.

Parágrafo 3°. Si dentro del proceso no se reconoce opositor, se debe remitir a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas y Abandonadas, para lo de su competencia.
Artículo 101. Competencia territorial. Será competente el Tribunal Superior del Distrito Judicial, sala especializada en restitución de tierras, del lugar donde se hallen ubicados los bienes objeto de restitución, o del domicilio de la víctima, a elección de esta. 
ARTÍCULO 102.  LEGITIMACIÓN. Serán titulares de la acción regulada en esta ley: 

1. Las personas a que hace referencia el artículo 86. 

2. Su cónyuge o compañero o compañera permanente con quien se conviva al momento en que ocurrieron los hechos o amenazas que llevaron al despojo o al abandono forzado, según el caso. 

3. Cuando el despojado, o su cónyuge o compañero o compañera permanente hubieran fallecido, o estuvieren desaparecidos podrán iniciar la acción los llamados a sucederlos, de conformidad con el Código Civil, y en relación con el o la cónyuge o compañero/a permanente se tendrá en cuenta la convivencia marital o de hecho al momento en que ocurrieron los hechos.
4. En los casos contemplados en el numeral anterior, cuando los llamados a sucederlos sean menores de edad o personas incapaces, o éstos vivieran con el despojado y dependieran económicamente de éste, al momento de la victimización, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas actuará en su nombre y a su favor. 

Los titulares de la acción podrán solicitar a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas que ejerza la acción en su nombre y a su favor. 

ARTÍCULO 103. SOLICITUD DE RESTITUCIÓN O FORMALIZACIÓN POR PARTE DE LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS. La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas podrá solicitar al Tribunal Superior del Distrito Judicial Sala de restitución de tierras la titulación y entrega del respectivo predio incluido en el registro de tierras despojadas a favor del titular de la acción y representarlo en el proceso. 

Parágrafo. Los titulares de la acción pueden tramitar en forma colectiva las solicitudes de restitución o formalización de predios registrados en la Unidad, en las cuales se de uniformidad con respecto a la vecindad de los bienes despojados o abandonados, el tiempo y la causa del desplazamiento. 

104. Solicitud de restitución o formalización por parte de la víctima. Cumplido el requisito de procedibilidad a que se refiere el artículo 88, el despojado podrá dirigirse directamente al Tribunal Superior del Distrito Judicial, salas especializadas en restitución de tierras, mediante la presentación de demanda por si misma o a través de apoderado.

Artículo 105. Contenido de la solicitud. La solicitud de restitución o formalización deberá contener: 

1. Nombre, edad,  identificación y domicilio del despojado y de su núcleo familiar, o del grupo de personas solicitantes, según el caso.
2. La identificación del predio que deberá contener como mínimo los siguientes datos: la ubicación, el departamento, municipio, corregimiento o vereda, la identificación registral, número de la matrícula inmobiliaria e identificación catastral, número de la cédula catastral.

3. La constancia de inscripción del predio en el registro de tierras despojadas y abandonadas forzosamente. 

4. Los fundamentos de hecho y de derecho de la solicitud. 

5. El certificado de tradición y libertad de matrícula inmobiliaria que identifique registralmente el predio. 

6. La certificación del valor del avalúo catastral del predio. 
Parágrafo 1°. Se garantizará la gratuidad a favor de las víctimas, de los trámites de que trata el presente artículo. 

Parágrafo 2º. En los casos en que no sea posible allegar con la solicitud los documentos contenidos a literales e) y f) del presente artículo, se podrán acreditar por cualquiera de los medios de prueba admisibles señalados en el Código de Procedimiento Civil su calidad de propietario, poseedor u ocupante de las tierras objeto de restitución. 

Artículo 106. Trámite de la solicitud. La sustanciación de la solicitud estará a cargo del Magistrado a quien corresponda por reparto, que será efectuado por el Presidente de la Sala el mismo día, o a más tardar el siguiente día hábil. El Magistrado tendrá en consideración la situación de vulnerabilidad manifiesta de las víctimas para considerar la tramitación preferente de sus reclamaciones.

Artículo 107. Admisión de la solicitud. El auto que admita la solicitud deberá disponer: 

a) La inscripción de la solicitud en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos indicando el folio de matrícula inmobiliaria y la orden de remisión del oficio de inscripción por el registrador al Magistrado, junto con el certificado sobre la situación jurídica del bien, dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo de la orden de inscripción. 

b) La sustracción provisional del comercio del predio o de los predios cuya restitución se solicita, hasta la ejecutoria de la sentencia. 

c) La suspensión de los procesos declarativos de derechos reales sobre el predio cuya restitución se solicita, los procesos sucesorios, de embargo, divisorios, de deslinde y amojonamiento, de servidumbres, posesorios de cualquier naturaleza, de restitución de tenencia, de declaración de pertenencia y de bienes vacantes, que se hubieran iniciado ante la justicia ordinaria en relación con el inmueble o predio cuya restitución se solicita, así como los procesos ejecutivos, judiciales, notariales y administrativos que afecten el predio, con excepción de los procesos de expropiación. 

d) La notificación del inicio del proceso al representante legal del municipio a donde esté ubicado el predio, y al Ministerio Público. 

e) La publicación de la admisión de la solicitud, en un diario de amplia circulación nacional, con inclusión de la identificación del predio y los nombres e identificación de la persona y el núcleo familiar del despojado o de quien abandonó el predio cuya restitución se solicita, para que las personas que tengan derechos legítimos relacionados con el predio, los acreedores con garantía real y otros acreedores de obligaciones relacionadas con el predio, así como las personas que se consideren afectadas por la suspensión de procesos y procedimientos administrativos comparezcan al proceso y hagan valer sus derechos. 

Parágrafo. Adicionalmente el Magistrado en este auto o en cualquier estado del proceso podrá decretar las medidas cautelares que considere pertinentes para prevenir un daño inminente o para hacer cesar el que se estuviere causando sobre el inmueble. 

Artículo 108. Traslado de la solicitud. El traslado de la solicitud se surtirá a quienes figuren como titulares inscritos de derechos en el certificado de tradición y libertad de matrícula inmobiliaria donde esté comprendido el predio sobre el cual se solicite la restitución y a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas cuando la solicitud no haya sido tramitada con su intervención. 

Cumplidas las anteriores formalidades sin que los terceros determinados o indeterminados se presenten, se les designará en el término de cinco (5) días un representante judicial para el proceso. 

Artículo 109. Oposiciones. Las oposiciones a la solicitud efectuadas por particulares se presentarán bajo la gravedad del juramento y se admitirán, si son pertinentes. Las oposiciones que presente la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, cuando la solicitud no haya sido tramitada con su intervención deberá ser valorada y tenida en cuenta por el Magistrado. 

La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, cuando no haya actuado como solicitante podrá presentar oposición a la solicitud de restitución. 

Al escrito de oposición se acompañarán los documentos que se quieran hacer valer como prueba de la calidad de despojado del respectivo predio, de la buena fe exenta de culpa, del justo título del derecho y las demás pruebas que pretenda hacer valer el opositor en el proceso, referentes al valor del derecho, o la tacha de la calidad de despojado de la persona o grupo en cuyo favor se presentó la solicitud de restitución o formalización. 

Cuando la solicitud haya sido presentada por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas de conformidad con lo previsto en este capítulo y no se presenten opositores, el Magistrado procederá a dictar sentencia con base en el acervo probatorio presentado con la solicitud.

Artículo 110. Pruebas. Son pruebas admisibles todas las reconocidas por la ley. En particular la sala tendrá en cuenta los documentos y pruebas aportadas con la solicitud; evitará la duplicidad de pruebas y la dilación del proceso con la práctica de pruebas que no considere pertinentes y conducentes. Tan pronto el Magistrado llegue al convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir el fallo sin necesidad de decretar o practicar las pruebas solicitadas. 

El valor del predio lo podrá acreditar el opositor a través la certificación del valor del avalúo catastral del predio 
Se presumen fidedignas las pruebas provenientes del Registro de Tierras Despojadas y abandonadas forzosamente a que se refiere esta ley. 

Artículo 111. Periodo Probatorio. El período probatorio será de treinta (30) días, dentro del cual serán practicadas las pruebas que se hubieren decretado en el proceso.

Artículo 112. Contenido del fallo. La sentencia se pronunciará de manera definitiva sobre la propiedad, posesión u ocupación del bien objeto de la demanda y decretará las compensaciones a que hubiera lugar, a favor de los opositores que probaron buena fe exenta de culpa dentro del proceso. Por lo tanto, la sentencia constituye título de propiedad suficiente. 

La sentencia deberá referirse a los siguientes aspectos, de manera explícita y suficientemente motivada, según el caso: 

a. Todas y cada una de las pretensiones de los solicitantes, las excepciones de opositores y las solicitudes de los terceros; 

b. La identificación, individualización, deslinde de los inmuebles que se restituyan, indicando su ubicación, extensión, características generales y especiales, linderos, coordenadas geográficas, identificación catastral y registral y el número de matrícula inmobiliaria. 

c. Las órdenes a la oficina de registro de instrumentos públicos para que inscriba la sentencia, en la oficina en donde por circunscripción territorial corresponda el registro del predio restituido o formalizado. 

d. Las órdenes a la oficina de registro de instrumentos públicos para que cancele todo antecedente registral sobre gravámenes y limitaciones de dominio, títulos de tenencia, arrendamientos, de la denominada falsa tradición y las medidas cautelares registradas con posterioridad al despojo o abandono, así como la cancelación de los correspondientes asientos e inscripciones registrales; 

e. Las órdenes para que los inmuebles restituidos queden protegidos en los términos de la Ley 387 de 1997, siempre y cuando los sujetos a quienes se les restituya el bien estén de acuerdo con que se profiera dicha orden de protección; 

f. En el caso de que procediera la declaración de pertenencia, si se hubiese sumado el término de posesión exigido para usucapir previsto por la normativa, las órdenes a la oficina de registro de instrumentos públicos para que inscriba dicha declaración de pertenencia; 

g. En el caso de la explotación de baldíos, se ordenará al Incoder la realización de las adjudicaciones de baldíos a que haya lugar. 

h. Las órdenes necesarias para restituir al poseedor favorecido en su derecho por la sentencia dentro del proceso de restitución, de acuerdo con lo establecido en la presente ley, cuando no se le reconozca el derecho de dominio en la respectiva providencia; 

i. Adjudicar el bien baldío al ocupante restituido dentro del proceso, y que se lo inscriba como tal en el respectivo registro de instrumentos públicos, de acuerdo con lo establecido en la presente ley; 

j. Las órdenes necesarias para que se desengloben o parcelen los respectivos inmuebles cuando el inmueble a restituir sea parte de uno de mayor extensión. El Magistrado también ordenará que los predios se engloben cuando el inmueble a restituir incluya varios predios de menor extensión; 

k. Las órdenes necesarias para compensar la tenencia al tenedor reivindicado dentro del proceso de restitución de conformidad con la presente ley, cuando fuere el caso; 

l. Las órdenes pertinentes para que se haga efectivo cumplimiento de las compensaciones de que trata la ley, y aquellas tendientes a garantizar los derechos de todas las partes en relación con las mejoras sobre los bienes objeto de restitución; 

m. Las órdenes necesarias para que la persona compensada transfiera al Fondo de la Unidad Administrativa el bien que le fue despojado y que fue imposible restituirle. 

n. La declaratoria de nulidad de las decisiones judiciales que por los efectos de su sentencia, pierdan validez jurídica, de conformidad con lo establecido en la presente ley. 

o. La declaratoria de nulidad de los actos administrativos que extingan o reconozcan derechos individuales o colectivos, o modifiquen situaciones jurídicas particulares y concretas, debatidos en el proceso, si existiera mérito para ello, de conformidad con lo establecido en esta ley, incluyendo los permisos, concesiones y autorizaciones para el aprovechamiento de los recursos naturales que se hubieran otorgado sobre el predio respectivo; 

p. La orden de cancelar la inscripción de cualquier derecho real que tuviera un tercero sobre el inmueble objeto de restitución, en virtud de cualesquiera obligaciones civiles, comerciales, administrativas o tributarias contraídas, de conformidad con lo debatido en el proceso; 

q. Las órdenes pertinentes para que la fuerza pública acompañe y colabore en la diligencia de entrega material de los bienes a restituir; 

r. Las órdenes que sean necesarias para garantizar la efectividad de la restitución jurídica y material del bien inmueble y la estabilidad en el ejercicio y goce efectivo de los derechos de las personas reparadas; 

s. Las órdenes y condenas exigibles de quienes hayan sido llamados en garantía dentro del proceso a favor de los demandantes y/o de los demandados de buena fe derrotados en el proceso; 

t. Las órdenes necesarias para garantizar que las partes de buena fe exenta de culpa vencidas en el proceso sean compensadas cuando fuera del caso, en los términos establecidos por la presente ley; 

u. La condena en costas a cargo de la parte vencida en el proceso de restitución de que trata la presente ley cuando se acredite su dolo, temeridad o mala fe; 

v. La remisión de oficios a la Fiscalía General de la Nación en caso de que como resultado del proceso se perciba la posible ocurrencia de un hecho punible. 

Parágrafo 1º. Una vez ejecutoriada la sentencia, su cumplimiento se hará de inmediato. En todo caso, el Tribunal Superior, sala especializada en restitución de tierras mantendrá la competencia para garantizar el goce efectivo de los derechos del reivindicado en el proceso, prosiguiéndose dentro del mismo expediente las medidas de ejecución de la sentencia, aplicándose, en lo procedente, el artículo 335 del Código de Procedimiento Civil. Dicha competencia se mantendrá hasta tanto estén completamente eliminadas las causas de la amenaza sobre los derechos del reivindicado en el proceso. 

Parágrafo 2º. El Tribunal Superior, sala especializada en restitución de tierras dictará el fallo dentro de los cuatro meses siguientes a la solicitud. El incumplimiento de los términos aplicables en el proceso constituirá falta gravísima. 

Parágrafo 3º. Incurrirá en falta gravísima el funcionario que omita o retarde injustificadamente el cumplimiento de las órdenes contenidas en el fallo proferido por la sala de restitución de tierras o no brinde el apoyo requerido por este para la ejecución de la sentencia.

ARTÍCULO 113 DERECHO DE OBTENER INDEMNIZACIÓN POR PERJUICIOS ANTE OTRAS JURISDICCIONES. El haber recibido una restitución, o una compensación a cualquier título, en ningún caso excluyen la posibilidad de que el demandante, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o sus herederos de conformidad con las normas sobre sucesiones, demanden ante otras jurisdicciones a los responsables de los daños producidos por el despojo y/o abandono forzado, y que obtengan las indemnizaciones a las que tengan derecho por los perjuicios que tales responsables les hubieran causado.
Artículo 114. Recurso de revisión de la sentencia Contra la sentencia se podrá interponer el recurso de revisión ante la Sala civil y agraria de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los dos (2) años siguientes a su notificación. El recurso se concederá cuando sea procedente en el efecto devolutivo.

 Son causales de revisión: 

1. Hallar, después de pronunciada la sentencia, pruebas documentales que descalifiquen la decisión contenida en el pronunciamiento judicial, y que el accionante no pudo aportarlas al proceso por fuerza mayor, o caso fortuito, o por maniobra ilegal de la parte contraria. 

2. Haberse declarado falsos por la justicia penal documentos que fueron fundamentales para el pronunciamiento de la sentencia recurrida. 

3. Haberse tenido en cuenta pruebas testimoniales que posteriormente en proceso penal se demuestre su falsedad. 

4. Haberse dictado la sentencia con base en dictamen de peritos condenados penalmente por ilícitos cometidos en la producción de dicha prueba. 

5. Haberse dictado sentencia penal que declare que mediaron hechos ilícitos en el pronunciamiento de la sentencia recurrida. 

7. Estar el recurrente en alguno de los casos de indebida representación o falta de notificación o emplazamiento contemplados en el artículo 115 de la presente ley, siempre que no haya saneado la nulidad. 

8. Existir nulidad originada en la sentencia que puso fin al proceso. 

La Sala de Restitución de Tierras proferirá los autos interlocutorios en un término no mayor de diez (10) días y las sentencias de revisión en un término máximo de dos (2) meses 
Artículo 115. Notificaciones. Las providencias que se dicten se notificarán por el medio que el Magistrado considere más eficaz. 

Artículo 116. Actuaciones y trámites inadmisibles. En este proceso no son admisibles la demanda de reconvención, la intervención excluyente o coadyuvante, incidentes por hechos que configuren excepciones previas, ni la conciliación. En caso de que se propongan tales actuaciones o trámites, el Magistrado la sala deberá rechazarlas de plano, por auto que no tendrá recurso alguno.

Artículo 117. Acumulación procesal. Para efectos del proceso de restitución de que trata la presente ley, se entenderá por acumulación procesal, el ejercicio de concentración en este trámite especial de todos los procesos o actos judiciales, administrativos o de cualquier otra naturaleza que adelanten autoridades públicas o notariales en los cuales se hallen comprometidos derechos sobre el predio objeto de la acción. También serán objeto de acumulación las demandas en las que varios sujetos reclamen inmuebles colindantes, o inmuebles que estén ubicados en la misma vecindad, así como las impugnaciones de los registros de predios en el Registro de Tierras Despojadas y abandonadas forzosamente. 

Con el fin de hacer efectiva esta acumulación, desde el momento en que los funcionarios mencionados sean informados sobre la iniciación del procedimiento de restitución por la sala que conoce del asunto, perderán competencia sobre los trámites respectivos y procederán a remitírselos en el término que éste señale. 

La acumulación procesal está dirigida a obtener una decisión jurídica y material con criterios de integralidad, seguridad jurídica y unificación para el cierre y estabilidad de los fallos. Además, en el caso de predios vecinos o colindantes, la acumulación está dirigida a criterios de economía procesal y a procurar los retornos con carácter colectivo dirigidos a restablecer las comunidades de manera integral bajo criterios de justicia restaurativa. 

Parágrafo 1°. En los casos de acumulación procesal de que trata el presente artículo, los términos se ampliarán por un tiempo igual al establecido para dichos procesos. 

Parágrafo 2°. En todo caso, durante el trámite del proceso, los notarios, registradores y demás autoridades se abstendrán de iniciar, de oficio o a petición de parte, cualquier actuación que por razón de sus competencias afecte los predios objeto de la acción descrita en la presente ley incluyendo los permisos, concesiones y autorizaciones para el aprovechamiento de los recursos naturales que se hubieran otorgado sobre el predio respectivo.

Artículo 118. Información para la restitución. Con el fin de facilitar la acumulación procesal, el Consejo Superior de la Judicatura o quien haga sus veces, la Superintendencia de Notariado y Registro, el IGAC o catastro descentralizado competente, el Incoder o quien haga sus veces, deberán poner al tanto a los Jueces como Magistrados, a las Oficinas de Registro de Instrumentos Públicos, a las Notarías, y a sus dependencias u oficinas territoriales sobre las actuaciones o requerimientos del proceso de restitución. 

Para facilitar las comunicaciones, los intercambios de información, el aporte de pruebas, el cumplimiento de las órdenes judiciales en el ámbito de la acción de restitución, las instituciones anteriormente señaladas integrarán, a partir de protocolos previamente establecidos y estandarizados, sus sistemas de información con el de la rama judicial. 

Además de la agilidad en las comunicaciones entre las instituciones y el Magistrado y la sala,  las instituciones deberán realizar los ajustes técnicos y humanos necesarios para facilitar el flujo interno de información que permita cumplir este propósito. 

Parágrafo. Mientras se implementa la articulación de los sistemas de información, las entidades cumplirán los objetivos del presente artículo por los medios más idóneos.

Artículo 119. Compensaciones en especie y reubicación. Como pretensión subsidiaria, el solicitante podrá pedir a la sala de restitución que como compensación y con cargo a los recursos del Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas, le entregue un bien inmueble de similares características al despojado, en aquellos casos en que la restitución material del bien sea imposible por alguna de las siguientes razones: 

a) Por tratarse de un predio ubicado al interior de Áreas del Sistema de Parques Nacionales Naturales, Parques Naturales Regionales y Reservas Forestales, cuya sustracción no cuente con concepto favorable del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; 

b) Por tratarse de un inmueble ubicado en una zona de alto riesgo o amenaza de inundación, derrumbe, u otro desastre natural, conforme lo establecido por las autoridades estatales en la materia; 

c) Por tratarse de un inmueble sobre el cual se presentaron despojos sucesivos, y este hubiese sido restituido a otra víctima despojada de ese mismo bien; 

d) Cuando dentro del proceso repose prueba que acredite que la restitución jurídica y/o material del bien implicaría un riesgo para la vida o la integridad personal del despojado o restituido, o de su familia. 

e) Cuando se trate de un bien inmueble que haya sido destruido parcial o totalmente y sea imposible su reconstrucción en condiciones similares a las que tenía antes del despojo; 

Parágrafo. En todos los casos en que el predio corresponda a algunos de aquellos bienes señalados en el artículo 63 de la Constitución Política, el afectado podrá acceder a programas de reubicación en las condiciones que estos establezcan. 

Artículo 120. Pago de Compensaciones. El valor de las compensaciones que decrete la sentencia a favor de los opositores que probaron la buena fe exenta de culpa dentro del proceso, será pagado por el Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. En ningún caso el valor de la compensación o compensaciones excederá el valor del predio acreditado en el proceso. 

En los casos en que no sea procedente adelantar el proceso, y cuando de conformidad con el artículo 98 proceda la compensación en especie u otras compensaciones ordenadas en la sentencia la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas tendrá competencia para acordar y pagar la compensación económica correspondiente, con cargo a los recursos del fondo. El Gobierno Nacional reglamentará la materia. 

El valor de las compensaciones monetarias deberá ser pagado en dinero.

Artículo 121. Entrega del predio restituido. La entrega del predio objeto de restitución se hará al despojado en forma directa cuando éste sea el solicitante, o a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas a favor del despojado, dentro de los tres días siguientes al pago de las compensaciones ordenadas por el Magistrado, cuando hubiera lugar a ello, o dentro de los tres días siguientes a la ejecutoria de la sentencia. 

Para la entrega del inmueble, el Tribunal Superior, sala especializada de restitución de tierras, de conocimiento practicará la respectiva diligencia de desalojo en un término perentorio de cinco (5) días y para ello podrá comisionar al Juez Municipal, quien tendrá el mismo término para cumplir con la comisión. Las autoridades de policía prestarán su concurso inmediato para el desalojo del predio. De la diligencia se levantará un acta y en ella no procederá oposición alguna. 

Si en el predio no se hallaran habitantes al momento de la diligencia de desalojo se procederá a practicar el allanamiento, de conformidad con los artículos 113 y 114 del Código de Procedimiento Civil. En este caso se realizará un inventario de los bienes, dejándolos al cuidado de un depositario.

Artículo 122. Protección de la restitución. Para proteger al restituido en su derecho y garantizar el interés social de la actuación estatal, el derecho a obtener la restitución no será transferible por acto entre vivos a ningún título durante los siguientes dos años contados a partir de la entrega del predio, salvo que se trate de un acto entre el despojado y el Estado. 

Asimismo, una vez obtenida la restitución, cualquier negociación entre vivos de las tierras restituidas al despojado dentro de los dos años siguientes a la fecha de ejecutoria de la decisión de restitución, o de entrega, si ésta fuera posterior, será ineficaz de pleno derecho, sin necesidad de declaración judicial, a menos que se obtenga la autorización previa, expresa y motivada del Tribunal que ordenó la restitución. 

Parágrafo. La autorización de que trata el segundo inciso de este artículo no será necesaria cuando se trate de respaldar créditos a nombre del restituido otorgados por entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera. 

Artículo 123. Mantenimiento de competencia después del fallo. Después de dictar sentencia, la sala mantendrá su competencia sobre el proceso para dictar todas aquellas medidas que, según fuere el caso, garanticen el uso, goce y disposición de los bienes por parte de los despojados a quienes les hayan sido restituidos o formalizados predios, y la seguridad para sus vidas, su integridad personal, y la de sus familias.

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS

Artículo 124. Creación de la Unidad Administrativa Especial De Gestión De Restitución De Tierras Despojadas. Créase la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas por el término de diez (10) años, como una entidad especializada de carácter temporal, adscrita al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, con autonomía administrativa, personería jurídica y patrimonio independiente. Su domicilio está en la ciudad de Bogotá y contará con el número plural de dependencias que el Gobierno Nacional disponga, según lo requieran las necesidades del servicio. 

Artículo 125. Objetivo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas tendrá como objetivo fundamental servir de órgano administrativo del Gobierno Nacional para la restitución de tierras de los despojados a que se refiere la presente ley.

Artículo 126. Funciones de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas: Serán funciones de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente las siguientes,

1. Diseñar, administrar y conservar el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente de conformidad con esta ley y el reglamento. 

2. Incluir en el registro las tierras despojadas y Abandonadas Forzosamente, de oficio o a solicitud de parte y certificar su inscripción en el registro.

3. Acopiar las pruebas de despojos y abandonos forzados sobre los predios para presentarlas en los procesos de restitución a que se refiere el presente capítulo. 

4. Identificar física y jurídicamente, los predios que no cuenten con información catastral o registral y ordenar a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos la consecuente apertura de folio de matrícula a nombre de la Nación y que se les asigne un número de matrícula inmobiliaria. 

5. Tramitar ante las autoridades competentes los procesos de restitución de predios de los despojados o de formalización de predios abandonados en nombre de los titulares de la acción, en los casos previstos en esta ley. 

6. Pagar en nombre del Estado las sumas ordenadas en las sentencias de los procesos de restitución a favor de los terceros de buena fe exenta de culpa. 

7. Pagar a los despojados y desplazados las compensaciones a que haya lugar cuando, en casos particulares, no sea posible restituirles los predios, de conformidad con el reglamento que expida el Gobierno Nacional. 
8. Formular y ejecutar programas de alivios de pasivos asociados a los predios restituidos y formalizados. 

9. Crear y Administrar programas de subsidios a favor de los restituidos o de quienes se les formalicen los predios de conformidad con este capítulo, para la cancelación de los impuestos territoriales y nacionales relacionados directamente con los predios restituidos y el alivio de créditos asociados al predio restituido o formalizado. 

10. Restituir directamente a las víctimas cuando advierta que no existe oposición a sus pretensiones. De advertir una probable oposición, remitirá las actuaciones a la sala de restitución de tierras del Tribunal Superior competente.

11. Las demás funciones afines con sus objetivos y funciones que le señale la ley. 

Parágrafo 1º. La Fiscalía General de la Nación, y las autoridades militares y de policía prestarán el apoyo y colaboración que le sea requerido por el Director de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas para el desarrollo de las funciones previstas en los numerales 2 y 3 de este artículo. 

Parágrafo 2º. Hasta tanto entre en funcionamiento la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas, las funciones de este organismo podrán ser ejercidas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. 

Artículo 127. Dirección y representación. La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas estará dirigida por su Consejo Directivo y por el Director Ejecutivo de la Unidad, quien será su representante legal.

Artículo 128. Consejo Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. El Consejo directivo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas estará integrado de la siguiente manera: 

1. El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural o su delegado, quien lo presidirá. 

2. El Ministro del Interior y de Justicia, o su delegado. 

3. El Ministro de Hacienda y Crédito Público o su delegado. 

4. El Ministro de Medio Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial o su delegado. 

5. El Director del Departamento Nacional de Planeación o su delegado. 

6. El Director General de la Agencia Presidencial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

7. El Director del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural, INCODER. 

8. El Presidente del Banco Agrario. 

9. El Presidente del Fondo para el Financiamiento Agropecuario FINAGRO. 

10. El Defensor del Pueblo o su Delegado. 

11. Dos representantes de las organizaciones de víctimas que serán elegidos de acuerdo al procedimiento establecido en el Título VII de la presente Ley. 

12. El Director Ejecutivo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas asistirá con voz a las sesiones del Consejo. 

Parágrafo 1°. Los Ministros del despacho podrán delegar su asistencia al Consejo en los Viceministros, y el Director del Departamento Nacional de Planeación en el Subdirector del Departamento. 

Parágrafo 2°. De acuerdo a lo dispuesto en el numeral 11 del presente artículo, deberá corresponder a organizaciones constituidas legalmente con reconocida idoneidad, vigencia y representatividad. En el marco de lo contemplado en el Título VII de la presente Ley, el Gobierno Nacional deberá expedir la reglamentación correspondiente a la elección del representante de las víctimas en el Consejo Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. 

Artículo 129. Director ejecutivo de la Unidad. El Director Ejecutivo de la Unidad será su representante legal, funcionario de libre nombramiento y remoción, designado por el Presidente de la República. 

Artículo 130. Estructura interna. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, el Gobierno Nacional, establecerá la estructura interna y el régimen de vinculación de personal de la Unidad, considerando el conocimiento y experiencia de los candidatos en los temas propios del presente capítulo, de tal forma que se mantenga la coordinación interinstitucional y se cumplan los objetivos propuestos en materia de restitución a los despojados. 

Artículo 131. Régimen jurídico de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. El régimen jurídico de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas será el contemplado en esta Ley, y en lo no previsto en ella tendrá el régimen de los establecimientos públicos del orden nacional. 

Artículo 132. Del Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. Créase el Fondo de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas como un fondo sin personería jurídica, adscrito a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. El Fondo tendrá como objetivo principal servir de instrumento financiero para la restitución de tierras de los despojados y el pago de compensaciones. 

Artículo 133. Administración del Fondo. Los recursos del Fondo se administrarán a través de una fiducia comercial de administración, contratada con una o más sociedades fiduciarias, cuyo constituyente y beneficiario será la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas. La administración de los recursos del Fondo estará sometida al régimen de la sociedad fiduciaria administradora del Fondo. El Gobierno reglamentará la materia.

Artículo 134. Recursos del fondo. Al Fondo ingresarán los siguientes recursos: 

1. Los recursos provenientes del Presupuesto General de la Nación. 

2. Las donaciones en dinero o en especie de nacionales o extranjeros, de entidades públicas o privadas, para el desarrollo de los objetivos de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente.

3. Los aportes de cualquier clase, provenientes de la cooperación internacional para el cumplimiento de los objetivos de la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente.  

4. Los bienes y recursos que le transfieran el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, y las demás entidades, de conformidad con las normas vigentes. 

5. Las demás propiedades y demás activos que adquiera a cualquier título con los recursos del Fondo y las sumas que reciba en caso de enajenación de éstos. 

6. Los ingresos y los rendimientos producto de la administración de los recursos y bienes del Fondo. 

7. Los demás bienes y recursos que adquiera o se le transfieran a cualquier título. 

8. Los predios rurales con aptitud productiva respecto de los cuales se hubiere dictado sentencia en firme de extinción judicial del dominio y que se encuentren actualmente bajo la administración de la Dirección Nacional de Estupefacientes, lo mismo que aquellas de las que adquiera la propiedad en el futuro, en las cuantías y porcentajes que determine el Gobierno Nacional. 
9. Los terrenos aptos para la explotación que fueron objeto de declaratoria administrativa de extinción del dominio por incumplimiento de la función social y ecológica de la propiedad, salvo que dichos terrenos se encuentren ocupados por campesinos sujetos de reforma agraria. 
10. Los predios rurales pendientes de adjudicar recibidos por el Incoder de la Dirección Nacional de Estupefacientes, o del Consejo Nacional de Estupefacientes. 
11. Los bienes inmuebles rurales o urbanos recuperados por cualquier procedimiento judicial o administrativo de los miembros o testaferros de las organizaciones armadas al margen de la ley, independientemente de su origen. 

12. Los bienes inmuebles rurales con vocación agropecuaria que a cualquier título entreguen los victimarios, testaferros o terceros de buena fe, cuya propiedad, posesión u ocupación no se reclame en los procesos adelantados en aplicación de la Ley 975 de 2005. 
13. Los terrenos baldíos indebidamente ocupados, una vez restituidos a la Nación, siempre que tuvieren la calidad de “adjudicables”, y que a juicio del juez o la entidad competente se consideren apropiados para la reparación de las víctimas. 

14. Los terrenos baldíos que resultaren de la declaratoria de reversión, revocación directa o caducidad de la adjudicación, salvo que dichos terrenos se encuentren ocupados por campesinos sujetos de reforma agraria. 

15. Los bienes inmuebles rurales de propiedad del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural no utilizados y los que hubieren pertenecido a las entidades suprimidas del sector agropecuario. 

16.  Los aportes, traslados y apropiaciones que reciba de otras entidades, públicas o privadas. 

17. Los bienes fiscales que reciba de las entidades de derecho público. 

18.  Los bienes inmuebles restituidos cuyos derechos sean cedidos por las víctimas. 
19. Los bienes vacantes rurales. 

Parágrafo 1°. Para efectos de preservar los recursos destinados a la reparación de las víctimas en los casos mencionados en el numeral 12 del presente artículo, el Fondo de Restitución y Compensación pagará al Fondo para la Reparación de las Víctimas de que trata  la Ley 975 de 2005, el valor comercial de dichos predios, previo avalúo realizado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi. 
Parágrafo 2°. La Central de Inversiones S.A. – CISA S.A. podrá entregar a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas los bienes que ésta requiera para sus sedes; así mismo la SAE y la DNE podrán entregar bienes a la Unidad para el desarrollo de su objeto y cumplimiento de sus funciones al menor valor posible, sin que éste exceda del costo de adquisición de esos bienes. 
NORMAS PARA LAS MUJERES EN LOS PROCESOS DE RESTITUCIÓN

Artículo 135. Atención preferencial para las mujeres en los trámites administrativos y judiciales del proceso de restitución. Las mujeres víctimas de despojo o abandono forzado, gozaran de especial protección del Estado en los trámites administrativos y judiciales relacionados en esta ley. Para ello la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas dispondrá de un programa especial para garantizar el acceso de las mujeres despojadas cabeza de familia a los procedimientos contemplados para la restitución, mediante ventanillas de atención preferencial, personal capacitado en temas de género, medidas para favorecer el acceso de las organizaciones o redes de mujeres a procesos de reparación, así como de áreas de atención a los niños, niñas y adolescentes y discapacitados que conformen su grupo familiar, entre otras medidas que se consideren pertinentes. 

La tramitación de las solicitudes de mujeres despojadas cabeza de familia ante la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas se atenderá con prelación sobre las demás solicitudes. 

Artículo 136. Atención preferencial en los procesos de restitución. Las solicitudes de restitución adelantadas por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas en favor de las madres cabeza de familia y de las mujeres despojadas, al igual que las solicitudes que sean presentadas ante los magistrados de las Salas de Restitución de Tierras por mujeres que pretendan la restitución de tierras de conformidad con los mandatos de esta ley, serán sustanciadas con prelación, para lo cual se pospondrá la atención de otras solicitudes.

Artículo 137. Entrega de predios. Una vez la sentencia ordene la entrega de un predio a una mujer despojadas cabezas de familia, la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas y las autoridades de policía o militares deberán prestar su especial colaboración para velar por la entrega oportuna del predio y para procurar mantener las condiciones de seguridad que le permitan usufructuar su propiedad. Siempre y cuando medie consentimiento previo de las mujeres víctimas y se garantice la decisión concertada de la adopción y ejecución de estas medidas.
Artículo 138. Prioridad en los beneficios consagrados en la ley 731 de 2002. Las mujeres despojadas cabezas de familia a quienes se les restituya o formalice predios en los términos de la presente ley tendrán prioridad en la aplicación de los beneficios a que se refiere la ley 731 de 2002, en materia de crédito, garantías, seguridad social, educación, capacitación y recreación, subsidio familiar, planes y programas de reforestación, y jornadas de cedulación. 

Artículo 139. Titulación de la propiedad y restitución de derechos. En desarrollo de las disposiciones contenidas en este capítulo, en todos los casos en que el demandante y su cónyuge, o compañero o compañera permanente, hubieran sido víctimas de abandono forzado y/o despojo del bien inmueble cuya restitución se reclama, el magistrado en la sentencia ordenará que la restitución y/o la compensación se efectúen a favor de los dos, y cuando como consecuencia de la sentencia se otorgue el dominio sobre el bien, también ordenará a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos que efectúe el respectivo registro a nombre de los dos, aun cuando el cónyuge o compañero o compañera permanente no hubiera comparecido al proceso.
OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 140. Creación de cargos. El Consejo Superior de la Judicatura, creará los cargos de Magistrados de las salas especializadas en restitución de tierras en los Tribunales Superiores de Distrito Judicial, de conformidad con el numeral 5 del artículo 85 de la Ley 270 de 1996 y normas concordantes, procurando que los magistrados sean funcionarios de carrera. El Consejo Superior de la Judicatura creará los cargos de otros funcionarios que sean requeridos para el cumplimiento de esta Ley. La creación de los cargos a que se refiere este artículo se hará en forma gradual y progresiva, acorde con las necesidades del servicio. 
 
Parágrafo 1°.El Gobierno Nacional creará en la Superintendencia de Notariado y Registro y con carácter transitorio, la Superintendencia Delegada para la Protección, Restitución y Formalización de Tierras y los cargos de coordinadores regionales de tierras y demás personal, profesional, técnico y operativo que se requiera para atender las disposiciones judiciales y administrativas relacionadas con los trámites registrales a que se refiere la presente ley. 
 
Parágrafo 2°. La Procuraduría General de la Nación y la Fiscalía General de la Nación deberán asignar un número suficiente e idóneo de personal para cumplir con sus deberes constitución legales, principalmente para atender e intervenir en los procesos de restitución de tierras ante los jueces y Tribunales Superiores de Distrito judicial.
 

Artículo 141. Régimen Penal. El que obtenga la inscripción en el registro de tierras despojadas alterando o simulando deliberadamente las condiciones requeridas para su inscripción, u ocultando las que la hubiesen impedido, incurrirá en prisión de ocho (8) a doce (12) años. De la misma manera, el servidor público que teniendo conocimiento de la alteración o simulación fraudulenta, facilite, o efectúe la inscripción en el registro de tierras despojadas, incurrirá en la misma pena e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de diez (10) a veinte (20) años. 

Las mismas penas se impondrán al que presente ante el Tribunal solicitud de restitución de tierras en desarrollo de las disposiciones de esta ley, sin tener la calidad de despojado, o a quien presente oposición a una solicitud de restitución, a través de medios fraudulentos o documentos falsos y a quien emplee en el proceso pruebas que no correspondan con la realidad. 

Artículo 142. Mecanismos reparativos en relación con los pasivos. En relación con los pasivos de las víctimas, generados durante la época del despojo o el desplazamiento, las autoridades deberán tener en cuenta como medidas con efecto reparador, las siguientes: 

1. Sistemas de alivio y/o exoneración de la cartera morosa del impuesto predial u otros impuestos, tasas o contribuciones del orden municipal o distrital relacionadas con el predio restituido o formalizado. Para estos efectos las entidades territoriales establecerán mecanismos de alivio y/o exoneración de estos pasivos a favor de las víctimas del despojo o abandono forzado. 

2. La cartera morosa de servicios públicos domiciliarios, relacionada con la prestación de servicios a los predios restituidos o formalizados deberá ser objeto de un programa de alivio de cartera que podrá estar a cargo del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

3. La condonación de las deudas crediticias agrarias existentes al momento de los hechos, como mecanismo para facilitar la recuperación de la capacidad económica de las víctimas. El Estado adoptará medidas especiales para sanear los predios y condonar los créditos que hayan adquirido en vida las víctimas fallecidas y/o desaparecidas para que la/el cónyuge o compañera/o permanente al momento de los hechos, reciba el predio restituído libre de gravámenes y deudas.

Artículo 143. Normas especiales. Las disposiciones contenidas en este capítulo reglamentan de manera general la restitución de tierras en el contexto de la presente ley y prevalecerán y servirán para complementar e interpretar las normas especiales que se dicten en esta materia. En caso de conflicto con otras disposiciones de la ley se aplicarán de preferencia las disposiciones de este capítulo, siempre que sean más favorables a la víctima.

CAPÍTULO IV
Indemnización por vía administrativa

Artículo 144. FACULTADES EXTRAORDINARIAS PARA REPARACIÓN POR VÍA ADMINISTRATIVA. De conformidad con el artículo 150, numeral 10, de la Constitución Nacional, se otorgan facultades extraordinarias al Presidente de la República para que, dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente Ley, expida decretos con fuerza de ley que establezcan un programa de reparación vía administrativa desarrollando el trámite, mecanismos, montos, rutas de acceso, plazos y lineamientos para otorgar la indemnización individual por vía administrativa a las víctimas.  

Para el diseño e implementación del programa de que trata el presente artículo se respetarán los siguientes criterios:

1) La dignidad de las víctimas como principio rector.

2) coherencia externa. El programa debe ser diseñado en estrecha relación con los demás componentes de la política pública en términos de satisfacción de los derechos a la verdad, la justicia y las garantías de no repetición, y con los otros componentes de la política general de atención.
3) coherencia interna. Cada uno de los mecanismos y beneficios que ofrezca el programa administrativo, deben ser complementarios entre sí y deben combinar medidas de reparación tanto simbólicas y materiales, como individuales y colectivas.
4) Reflejar  el  resultado  de  un  proceso  abierto  y  transparente  de  diálogo  y consulta  previa  con  la  sociedad  civil  y  las  instituciones  del  Estado involucradas,  que  legitime  y  garantice  la  continuidad,  irreversibilidad  e institucionalidad  de  dicha  política.  Deben  hacerse  esfuerzos  concertados para  asegurar  que  las  mujeres  y  los  grupos  minoritarios  participen  en  las consultas  públicas  encaminadas  a  elaborar,  aplicar  y  evaluar  la indemnización administrativa. 
5) Vinculación sistemática de medidas en términos de restitución integral, indemnización por perjuicios materiales e inmateriales, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, reconociendo los distintos tipos de violaciones y evitando tratamientos discriminatorios entre diversos tipos de víctimas.
6) Articulación entre las instancias judiciales a fin de garantizar justicia, verdad y reparación, sin   que el acceso de la víctima a la indemnización por vía administrativa le impida acudir a la vía judicial. En cualquier caso, el monto de la indemnización recibida por vía administrativa deberá descontarse del monto de indemnización que se defina por vía judicial. 

Parágrafo primero. Para la determinación de los montos indemnizatorios, se deberá atender al criterio de la indemnización distributiva en equidad, según el cual: 

1) Se determinará de manera transparente y clara un monto total de indemnización que será distribuido bajo criterios de equidad entre el universo de víctimas, y el plazo en el que será distribuido; señalándose las razones, incluyendo las fiscales, por las cuales se define un monto total y plazo específicos para la indemnización por vía administrativa; 

2) Para la estimación del monto total disponible se debe partir de la necesidad de alcanzar un monto que resulte coherente, adecuado, proporcional y razonable, tanto para las víctimas como en términos de los límites impuestos sobre el presupuesto nacional;

3) Partiendo de la necesidad de diferenciar el universo general de víctimas en segmentos poblacionales de acuerdo con sus características, se establecerán distintos rangos o categorías de indemnización. El monto total para la indemnización por vía administrativa se dividirá en submontos diferenciales por subgrupos de víctimas. 

4) El criterio de equidad aplicable a la distribución del monto total asignado al universo de víctimas, atenderá la magnitud de los perjuicios y a las condiciones actuales de vulnerabilidad de las víctimas, estimadas a través de los ingreso actuales de las mismas, de tal forma que se garanticen montos de indemnización proporcionalmente mayores a aquellas víctimas cuya pérdida fue menor y que se encuentran en un estado de mayor vulnerabilidad, y viceversa.

Parágrafo 2°. Los criterios del programa de que trata el presente artículo se regirán por los principios de: respeto por el debido proceso; inclusión de presunciones de daño identificadas por la jurisprudencia constitucional; prueba sumaria y de inversión de la carga de la prueba en cabeza de la autoridad administrativa; garantía de un recurso de impugnación para las decisiones desfavorables a las víctimas; publicidad masiva del procedimiento; celeridad, transparencia y agilidad en el trámite y; garantías de protección a las víctimas contra actos de intimidación y represalias.

 Parágrafo 3°. Las indemnizaciones individuales otorgadas por vía administrativa serán pagadas con cargo al Fondo de Reparación para las Víctimas de la Violencia
 Artículo 145. El Gobierno Nacional, a través de la Unidad Administrativa para la Atención y Reparación a las Víctimas, implementará un programa de acompañamiento para promover la inversión de los recursos que la víctima reciba a título de indemnización administrativa a fin de reconstruir su proyecto de vida, orientado principalmente a: 

1. Formación técnica o profesional para las víctimas o los hijos de éstas. 

2. Creación o fortalecimiento de empresas productivas o activos productivos. 

3. Adquisición o mejoramiento de vivienda nueva o usada.

4. Adquisición de inmuebles rurales.

CAPÍTULO V
Medidas de Rehabilitación

Artículo 146. Rehabilitación. La rehabilitación como medida de reparación consiste en el conjunto de estrategias, planes, programas y acciones de carácter jurídico, médico, psicológico y social, dirigidos al restablecimiento de las condiciones físicas y psicosociales de las víctimas en los términos de la presente ley. 

Artículo 147. La rehabilitación deberá incluir las medidas individuales y colectivas que permitan a las víctimas desempeñarse en su entorno familiar, cultural, laboral y social y ejercer sus derechos y libertades básicas de manera individual y colectiva. 

El acompañamiento psicosocial debe ser transversal al proceso de reparación y prolongarse en el tiempo de acuerdo con las necesidades de las víctimas, sus familiares y la comunidad, teniendo en cuenta la perspectiva de género y las especificidades culturales, religiosas y étnicas. Igualmente debe integrar a los familiares y de ser posible promover acciones de discriminación positiva a favor de mujeres, niños, niñas y adultos 

mayores debido a su alta vulnerabilidad y los riesgos a los que se ven expuestos. 

Artículo 148. Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Protección Social, creará dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente ley, el Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas, el cual se implementará a través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, comenzando en las zonas con mayor presencia de víctimas. 

El Programa deberá incluir lo siguiente: 

1. Pro-actividad. Los servicios de atención deben propender por la detección y acercamiento a las víctimas. 

2. Atención individual, familiar y comunitaria. Se deberá garantizar una atención de calidad por parte de profesionales con formación técnica específica y experiencia relacionada, especialmente cuando se trate de víctimas de violencia sexual, para lo cual deberá contar con un componente de atención psicosocial para la atención a las mujeres víctimas. Se deberá incluir entre sus prestaciones la terapia individual, familiar y acciones comunitarias según protocolos de atención que deberán diseñarse e implementarse localmente en función del tipo de violencia y del marco cultural de las víctimas. 

3. Gratuidad. Se garantizará a las víctimas el acceso gratuito a los servicios del Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas, incluyendo el acceso a medicamentos en los casos en que esto fuera requerido y la financiación de los gastos de desplazamiento cuando sea necesario. 

4. Atención preferencial. Se otorgará prioridad en aquellos servicios que no estén contemplados en el programa. 

5. Duración. La atención estará sujeta a las necesidades particulares de las víctimas y afectados, y al concepto emitido por el equipo de profesionales. 

6. Ingreso. Se diseñará un mecanismo de ingreso e identificación que defina la condición de beneficiario del Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas y permita el acceso a los servicios de atención. 

7. Interdisciplinariedad. Se crearán mecanismos de prestación de servicios constituidos por profesionales en psicología y psiquiatría, con el apoyo de trabajadores sociales, médicos, enfermeras, promotores comunitarios entre otros profesionales, en función de las necesidades locales, garantizando la integralidad de acción para el adecuado cumplimiento de sus fines. 

Parágrafo. Los gastos derivados de la atención brindada por el Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas serán reconocidos y pagados por conducto del Ministerio de Protección Social con cargo a los recursos del Fondo de Solidaridad y 

Garantía del Sistema General de Seguridad Social en Salud (Fosyga), Subcuenta de Eventos Catastróficos y Accidentes de Tránsito, salvo que estén cubiertos por otro ente asegurador en salud. 

Artículo 149. De la estructura, funciones y operatividad del Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas. El Gobierno Nacional, de acuerdo a lo contemplado en el artículo anterior, reglamentará la estructura, funciones y la forma en que operará el Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas. 

De la misma forma, deberá establecer la articulación con las entidades territoriales de acuerdo a los artículos 194 y 195 de la presente Ley, para su cumplimiento en el nivel territorial, especialmente, para el desarrollo de la estrategia del Modelo Único de Atención Integral a Víctimas.

CAPÍTULO VI
Medidas de satisfacción

Artículo 150. Medidas de satisfacción. El Gobierno Nacional, a través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, deberá realizar las acciones tendientes a restablecer la dignidad de la víctima y difundir la verdad sobre lo sucedido, de acuerdo a los objetivos del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

Las medidas de satisfacción serán aquellas acciones que proporcionan bienestar y contribuyen a mitigar el dolor de la víctima. 

Las medidas de satisfacción deberán ser interpretadas a mero título enunciativo, lo cual implica que a las mismas se pueden adicionar otras: 

a) Reconocimiento público del carácter de víctima, de su dignidad, nombre y honor, ante la comunidad y el ofensor; 

b) Efectuar las publicaciones a que haya lugar relacionadas con el literal anterior. 

c) Realización de actos conmemorativos; 

d) Realización de reconocimientos públicos; 

e) Realización de homenajes públicos; 

f) Construcción de monumentos públicos en perspectiva de reparación y reconciliación; 

g) Apoyo para la reconstrucción del movimiento y tejido social de las comunidades victimizadas.

h) Difusión pública y completa del relato de las víctimas sobre el hecho que la victimizó, siempre que no provoque más daños innecesarios ni genere peligros de seguridad; 

i) Contribuir en la búsqueda de los desaparecidos y colaborar para la identificación de cadáveres y su inhumación posterior, según las tradiciones familiares y comunitarias, a través de las entidades competentes para tal fin; 

j) Difusión de las disculpas y aceptaciones de responsabilidad hechas por los victimarios; 

k) Investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de violaciones a los derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario.

l) Reconocimiento público de la responsabilidad de las violaciones de derechos humanos cometidas por parte de sus autores y beneficiarios.

Parágrafo. Para la adopción de cualquiera de las medidas señaladas anteriormente, así como aquellas que constituyen otras medidas de satisfacción no contempladas en la presente ley, deberá contarse con la participación de las víctimas de acuerdo a los mecanismos de participación previstos en la Constitución y la ley, así como el principio de enfoque diferencial establecido en el artículo 13. 

Artículo 151. Exención en la prestación del servicio militar. Salvo en caso de guerra exterior, las víctimas a las que se refiere la presente ley y que estén obligadas a prestar el servicio militar, quedan exentas de prestarlo, sin perjuicio de la obligación de inscribirse y adelantar los demás trámites correspondientes para resolver su situación militar, los cuales estarán exentos de cualquier pago de la cuota de compensación militar.
Artículo 152. Reparación simbólica. Se entiende por reparación simbólica toda prestación realizada a favor de las víctimas o de la comunidad en general que tienda a asegurar la preservación de la memoria histórica, la no repetición de los hechos victimizantes, la aceptación pública de los hechos, la solicitud de perdón público y el restablecimiento de la dignidad de las víctimas. 

Artículo 153. Día Nacional de Solidaridad con las Víctimas. El 10 de diciembre de cada año, Día Internacional de los Derechos Humanos, se celebrará el Día Nacional de Solidaridad con las Víctimas y se realizarán por parte del Estado Colombiano eventos de reconocimiento a su condición. 

El Congreso de la República, se reunirá en pleno ese día para escuchar a las víctimas en una jornada de sesión permanente. 

CAPITULO VII
MEDIDAS PARA SATISFACER EL DERECHO A LA VERDAD Y EL DEBER DE MEMORIA

Artículo 154. COMISIÓN DE ESCLARECIMIENTO HISTÓRICO. Créase la comisión de esclarecimiento histórico con sede en la ciudad de Bogotá que tendrá por mandato el esclarecimiento histórico de los hechos que favorecieron y determinaron la comisión de violaciones a los derechos humanos y de graves infracciones al Derecho Internacional Humanitario, las causas y efectos del despojo de las tierras; y el establecimiento de recomendaciones para el establecimiento de una Comisión de la Verdad en Colombia. 

La Comisión no podrá asumir funciones jurisdiccionales, ni interferir en procesos en curso ante jueces y autoridades disciplinarias, ni pronunciarse en consecuencia sobre la responsabilidad que con arreglo a las leyes pudiera caber a personas individuales por los hechos de los que haya tenido conocimiento. Si en el ejercicio de sus funciones la Comisión recibe antecedentes sobre hechos punibles o faltas disciplinarias, los pondrá inmediatamente a disposición de las autoridades judiciales y disciplinarias competentes. 
Parágrafo. A la comisión de esclarecimiento histórico deberá ser incorporada toda la documentación y experiencia acumulada por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación en esta materia.

Artículo 155: NATURALEZA Y CONFORMACIÓN DE LA COMISIÓN DE ESCLARECIMIENTO HISTÓRICO. La comisión de esclarecimiento histórico será un organismo independiente, carecerá de carácter gubernamental y jurisdiccional. La comisión de memoria histórica dictará su propio reglamento para el cumplimiento de sus funciones en el marco de los principios establecidos en la presente ley. 

La Comisión estará conformada por siete (7) comisionados, todos de las más altas calidades éticas, intelectuales y humanas, y con experiencia reconocida en procesos de esclarecimiento histórico, en materia de DDHH y DIH. 

El Presidente de la República formalizará la elección de los comisionados que serán elegidos así: un (1) comisionado por la Corte Constitucional; tres (3) comisionado por las organizaciones de víctimas; un (1) comisionado por los periodistas; un (1) comisionado por el Congreso y; un (1) comisionado por las organizaciones de derechos humanos. El término para la designación de los candidatos será de 90 días a partir de la sanción de la presente ley. 

Los comisionados no podrán ser en ningún caso servidores públicos, ni haberlo sido durante los dos años previos a su designación, con excepción de quienes hayan ejercido  la cátedra universitaria.
Parágrafo 1°: Los funcionarios públicos, los miembros de las fuerzas armadas y particulares en ejercicio de funciones públicas están obligados a prestar su colaboración a los miembros de la Comisión en forma preferencial y directa. Para tal fin, las entidades públicas adoptarán las medidas necesarias para brindar toda la colaboración que la Comisión les solicite, poner a disposición los documentos que ella requiera y facilitar acceso a los lugares que estime necesario visitar. 
Parágrafo 2°: La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, un director de investigación y un grupo de investigadores como apoyo para el cumplimiento de sus funciones. Podrá contratar los servicios de profesionales de las diversas áreas del conocimiento para el correcto desempeño de su mandato. La organización y funciones de la Secretaría Ejecutiva y del grupo de investigadores serán establecidas en el reglamento que profiera la Comisión. Los investigadores no podrán ser funcionarios públicos o haberlo sido en los dos años anteriores a la vigencia de la presente ley, con excepción de quienes hayan ejercido  la cátedra universitaria.

Artículo 156 FUNCIONES DE LA COMISIÓN DE ESCLARECIMIENTO HISTÓRICO
La Comisión tendrá las siguientes funciones: 

a. Recopilar información sobre los patrones, autores y dinámicas del conflicto armado en el país y sobre las violaciones de los derechos humanos e infracciones al derecho internacional humanitario. 
b. Solicitar los documentos o archivos que considere pertinentes y las instituciones requeridas estarán en la obligación de suministrar toda la información solicitada, con cargo a la Comisión, dentro de un plazo razonable. 
c. Recibir en audiencia a toda persona que desee informar o rendir testimonios sobre asuntos que son de competencia de la Comisión, las audiencias serán desarrolladas en un marco de estricta confidencialidad y reserva, si así lo solicitan los declarantes.  

d. Buscar la desclasificación de documentación, pertinente a su mandato, que se encuentre en archivos que tienen reserva en otros países. La Cancillería facilitará la realización de esta función. 
e. Realizar el trabajo en terreno que el desarrollo de las investigaciones amerite. Para este efecto, la Comisión podrá solicitar la colaboración de los organismos de investigación del Estado: Fiscalía General de la Nación, Procuraduría General de la Nación, Contraloría General de la República, Defensoría del Pueblo, y suscribir convenios con establecimientos académicos y de investigación. 
f. Solicitar documentación e información que considere necesaria para el desarrollo de sus funciones. La Comisión deberá guardar la reserva legal de la información que tenga tal carácter y será directa responsable de la violación de su deber de reserva. 
g. Indagar, mediante técnicas científicas de investigación y fuentes de contraste, la calidad y la veracidad de la información recibida. 
h. Solicitar las medidas de protección necesarias a la autoridad competente para la protección de las víctimas que participen en el desarrollo del mandato de la Comisión. 

i. Emitir informes periódicos sobre los avances relacionados con su mandato.
j. Determinar la existencia de fallas institucionales que pudieron haber contribuido a la ocurrencia de los delitos y crímenes objeto de su mandato. 
k. Identificar y caracterizar los hechos que han configurado el despojo y el abandono forzado de las tierras y los territorios, patrones, autores, beneficiarios, y dinámicas del despojo y el abandono forzado en las diferentes regiones de Colombia. 
l. Identificar los impactos sociales, políticos, y económicos del abandono forzado y el despojo de las tierras y los territorios sobre las víctimas y comunidades afectadas, desde un enfoque diferencial y regional. 
m. Analizar las causas e impactos del despojo y el abandono forzado sobre la estructura agraria en el país. 
n. Contribuir al esclarecimiento de violaciones de derechos humanos que hayan incidido en el despojo y el abandono forzado. 
o. Proponer reformas institucionales y normativas para prevenir la repetición de los sucesos investigados. 
p. Recabar y proteger información relevante para la constitución futura de una Comisión de la Verdad sobre las causas y consecuencias del conflicto armado y la violencia organizada en el país. 
Parágrafo 1°. Para garantizar su independencia y neutralidad, la Comisión podrá recibir recursos de cooperación internacional, así como donaciones de entidades privadas o públicas del orden nacional o internacional. Para tales efectos, el Gobierno Nacional adelantará las gestiones necesarias. 
Parágrafo 2°. Los informes  periódicos serán divulgados por el Gobierno a través de un diario de circulación nacional y de diarios regionales, y por medio de la televisión nacional y regional. Este informe se incluirá en la educación formal. 

ARTICULO 157. Créase el grupo de investigación sobre violencia de género y violencia sexual como un cuerpo de investigación no judicial, especializado en violencia de género y violencia sexual, que tendrá como función indagar sobre las diversas manifestaciones de la violencia contra las mujeres perpetradas en contexto del conflicto armado, y documentar casos, desde el año 1978, hasta la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, en todo el territorio nacional.  

El grupo será integrado por siete expertas y expertos con amplio reconocimiento nacional, que serán elegidos por el Gobierno (2 miembros), el poder judicial (2 miembros) y la sociedad civil (3 miembros). El grupo desarrollará su investigación en un período de dos años y sus miembros gozarán de las garantías previstas por los llamados principios de Joinet para las comisiones de verdad. Su informe será público y contará con participación de la sociedad civil.  

La forma de elección de sus integrantes, así como su estructura y presupuesto, serán reglamentados por el gobierno en los tres meses siguientes a la presente ley. 

Artículo 158. De los archivos sobre violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente Ley, el Gobierno Nacional, a través del Archivo General de la Nación, previa concertación con las instancias relacionadas en el artículo anterior, diseñará, creará e implementará un Programa de Derechos Humanos y Memoria Histórica, el cual tendrá como principales funciones las de acopio, preservación y custodia de los materiales que recoja o de manera voluntaria sean entregados por personas naturales o jurídicas, que se refieran o documenten todos los temas relacionados con las violaciones de Derechos Humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario, así como la respuesta estatal ante tales violaciones.

Los archivos judiciales estarán a cargo de la Rama Judicial, la cual en ejercicio de su autonomía podrá optar, cuando lo considere pertinente y oportuno a fin de fortalecer la memoria histórica en los términos de la presente ley, encomendar su custodia al Archivo General de la Nación o a los Archivos de los entes territoriales. 

Parágrafo 1°. En ningún caso se obstaculizarán o interferirán experiencias, proyectos, programas o cualquier otra iniciativa que sobre reconstrucción de memoria histórica avancen entidades u organismos públicos o privados. Los entes territoriales, en desarrollo de los principios de autonomía y descentralización, pueden desarrollar iniciativas sobre la materia y crear espacios dedicados a esta labor. 

Parágrafo 2°. La Procuraduría General de la Nación deberá garantizar la erradicación de prácticas, de destrucción, ocultamiento, alteración, falsificación, sustracción o modificación de los archivos administrativos en todas las instituciones oficiales, del nivel regional y nacional. Lo anterior sin perjuicio de la aplicación de las normas penales pertinentes. 

Parágrafo 3°. Para efectos de la aplicación del presente artículo se tendrá en cuenta lo dispuesto en la Ley 594 de 2000 y en el Capítulo X sobre conservación de archivos contenido en la Ley 975 de 2005. 

Parágrafo 4°. Los documentos que reposan en archivos privados y públicos en los que consten las violaciones a los Derechos Humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario, serán constitutivos del patrimonio documental bibliográfico. 

Parágrafo 5°. La obtención de las copias que se soliciten, serán con cargo al solicitante.

ARTÍCULO 159. ACCIONES EN MATERIA DE MEMORIA HISTÓRICA. Dentro de las acciones en materia de memoria histórica se entenderán comprendidas, bien sean desarrolladas por iniciativa privada o por iniciativa Estatal, las siguientes: 

1. Integrar un archivo con los documentos originales o copias fidedignas de todos los hechos victimizantes a los que hace referencia la presente ley, así como la documentación sobre procesos similares en otros países, que reposen en sitios como museos, bibliotecas o archivos de entidades del Estado. 

2. Recopilar los testimonios orales correspondientes a las víctimas y sus familiares de que trata la presente ley, a través de las organizaciones sociales de derechos humanos y remitirlos al archivo de que trata el numeral anterior, para lo cual se podrá incorporar lo obrado en las audiencias públicas realizadas en el marco de la Ley 975 de 2005, siempre y cuando no obste reserva legal para que esta información sea pública, y no constituya revictimización. 

3. Poner a disposición de los interesados los documentos y testimonios de los que tratan los numerales 1º y 2º del presente artículo, siempre que los documentos o testimonios no contengan información confidencial o sujeta a reserva. 

4. Fomentar a través de los programas y entidades existentes, la investigación histórica sobre el conflicto armado en Colombia y contribuir a la difusión de sus resultados. 

5. Adelantar una investigación nacional y regional sobre las modalidades de violencia contra la mujer en el marco de la violencia socio política y difundir los resultados sobre los hallazgos generales de la investigación sin necesidad identificar a las víctimas.

6. Promover actividades participativas y formativas sobre temas relacionados con el conflicto armado interno, con enfoque diferencial. 

7. Realizar exhibiciones o muestras, eventos de difusión y de concientización sobre el valor de los derechos humanos. 

8. El Ministerio de Educación Nacional, con el fin de garantizar una educación de calidad y pertinente para toda la población, en especial para poblaciones en condición de vulnerabilidad y afectadas por la violencia, fomentará desde un enfoque de derechos, diferencial, territorial y restitutivo, el desarrollo de programas y proyectos que promuevan la restitución y el ejercicio pleno de los derechos, desarrollen competencias ciudadanas y científico-sociales en los niños, niñas y adolescentes del país; y propendan a la reconciliación y la garantía de no repetición de hechos que atenten contra su integridad o violen sus derechos
Artículo 160. Centro de Memoria Histórica. Créase el Centro de Memoria Histórica, como un establecimiento público del orden nacional, adscrito al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República, con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa y financiera. El Centro de Memoria Histórica tendrá como sede principal la ciudad de Bogotá, D.C.
Artículo 161. Objeto, estructura y funcionamiento. El Centro de Memoria Histórica tendrá como objeto reunir y recuperar todo el material documental, testimonios orales y por cualquier otro medio relativos a las violaciones a las normas internacionales de derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario cometidas en el marco de la violencia política y social. Igualmente, tendrá una línea especializada en violencia de género y violencia sexual. La información recogida será puesta a disposición de los interesados, de los investigadores y de los ciudadanos en general, mediante actividades museísticas, pedagógicas y cuantas sean necesarias para proporcionar y enriquecer el conocimiento de la historia política y social de Colombia. Los investigadores y funcionarios del Centro de Memoria Histórica no podrán ser demandados civilmente ni investigados penalmente por las afirmaciones realizadas en sus informes. 

El director del Centro de Memoria Histórica velará por que las labores de la misma se encuentren articuladas con la actividad de la Comisión de esclarecimiento histórico y el grupo de investigación sobre violencia de género y violencia sexual de que trata este capítulo.

El Gobierno Nacional determinará la estructura, el funcionamiento y alcances del Centro de Memoria Histórica, con base en los principios internacionales y normas del bloque de constitucionalidad que regulan la materia.

CAPÍTULO VIII
Garantías de No Repetición

Artículo 162. Garantías de No Repetición. El Estado Colombiano, además de la desmovilización y el desmantelamiento de los grupos armados al margen de la ley, adoptará  a través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, entre otras, las siguientes Garantías de No Repetición: 
a) La verificación de los hechos y la difusión pública y completa de la verdad judicial, en la medida en que no provoque más daños innecesarios a la víctima, los testigos u otras personas, ni cree un peligro para su seguridad; 

b) La garantía que todos los procedimientos civiles y militares se ajusten a las normas internacionales relativas a las garantías procesales, la equidad y la imparcialidad, en el marco de la justicia transicional.

c) La aplicación de sanciones a los responsables de las violaciones, todo lo cual estará a cargo de los órganos judiciales que intervengan en los procesos de qué trata la presente Ley; 

d) Fortalecimiento de la independencia del poder judicial.
e) La protección de los profesionales del derecho, la salud y la asistencia sanitaria.

f) La protección de la información y demás actividades desarrolladas en defensa de los derechos de las víctimas.

g) La prevención de violaciones de derechos humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario; 

h) La creación de una pedagogía ciudadana que promueva los valores constitucionales que fundan la reconciliación, en relación con los hechos acaecidos en la verdad histórica; 

i) Fortalecimiento técnico de los criterios de asignación de las labores de desminado humanitario; 

j) El fortalecimiento del Sistema de Alertas Tempranas.
k) La educación, de modo prioritario y permanente de todos los sectores de la sociedad respecto de los derechos humanos y del derecho internacional humanitario y la capacitación en esta materia de los funcionarios públicos, así como de las fuerzas armadas y de seguridad.
l) Diseño e implementación de una estrategia general de comunicaciones en Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario; 

m) Inclusión de una sección de conocimiento de los derechos de las víctimas, en el Modelo Único Pedagógico de las Fuerzas Militares;
n) Diseño de una estrategia única de capacitación a funcionarios de nivel nacional y territorial en materia de respeto de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario; que incluya un enfoque diferencial dirigido a los miembros de la fuerza pública. La estrategia incluirá una política de tolerancia cero de la violencia sexual
o) Fortalecimiento de la participación efectiva de las poblaciones vulneradas, vulnerables y/o en situación de discapacidad, en sus escenarios comunitarios, sociales y políticos, para contribuir al ejercicio y goce efectivo de sus derechos culturales; 

p) Difusión de la información sobre los derechos de las víctimas radicadas en el exterior; 

q) La reintegración de niños que hayan participado en los grupos armados al margen de la ley; 

r) Diseño e implementación de estrategias, proyectos y políticas de reconciliación tanto a nivel social como en el plano individual; 

s) El ejercicio de un control efectivo por las autoridades civiles sobre las fuerzas armadas y de seguridad; y los organismos de inteligencia. 

t) La revisión, reforma y/o derogación de las leyes que contribuyan a las violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y a las violaciones graves del derecho humanitario, o que las permitan. 

u) La promoción y observancia de códigos de conducta y normas éticas por parte de todos los funcionarios públicos, en especial del personal de las fuerzas armadas, de los establecimientos penitenciarios, el personal de servicios médicos y psicológicos, así como del personal de empresas comerciales y de los medios de comunicación.
v) La declaratoria de insubsistencia y/o terminación del contrato de los funcionarios públicos involucrados en violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

w) Las empresas productoras de alimentos, en los empaques, consignarán una invitación a los integrantes de grupos armados ilegales para que se desmovilicen.
Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará las garantías de no repetición previstas en el presente artículo, así como las medidas de prevención y protección de graves y manifiestas violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, mediante el fortalecimiento de los diferentes planes y programas que conforman la política pública de prevención y protección de violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario. 

Artículo 163. Desmantelamiento de las estructuras económicas y políticas. El Estado Colombiano a través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, adoptará las medidas conducentes a lograr el desmantelamiento de las estructuras económicas y políticas que se han beneficiado y que han dado sustento a los grupos armados al margen de la ley, con el fin de asegurar la realización de las garantías de no repetición de las que trata el artículo anterior.
CAPITULO IX
MEDIDAS DE CONTRIBUCIÓN AL ALIVIO DE PASIVOS QUE AFECTAN EL PATRIMONIO DE LAS VÍCTIMAS

ARTÍCULO 164.- CONTRIBUCIÓN AL ALIVIO DE PASIVOS COMO MEDIDA DE RESTABLECIMIENTO PATRIMONIAL. Toda autoridad, en ejercicio de sus competencias y funciones, podrá contribuir al alivio de pasivos de las víctimas a través de la condonación, refinanciación u otra forma de amortización o finiquito de créditos contraídos con posteridad a los hechos de victimización, para la sobrevivencia del sujeto pasivo y su familia, o de aquellas existentes con anterioridad a tales hechos, que no pudieron cancelarse oportunamente por la fuerza mayor inherente a la violación de los derechos humanos.

Los pasivos contraídos por las víctimas más vulnerables, que tengan por fuente el no pago de pasivos cuyos acreedores son de carácter público, es decir, los municipios, departamentos, la Nación y sus entidades centralizadas, descentralizadas, vinculadas, adscritas y empresas comerciales y de servicios públicos de carácter mixto, serán objeto de la medida preferente de condonación general de intereses y capital, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley. El costo de dicha condonación será asumido por cada una de las instituciones públicas, entidades territoriales, fondos de la Nación y el Gobierno nacional, siguiendo los criterios de corresponsabilidad y subsidiariedad establecidos por la Constitución Política.

Parágrafo primero. El Gobierno nacional, dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, reglamentará la materia para lo cual instará a las autoridades de jurisdicción coactiva, entidades públicas bajo su autoridad y de común acuerdo con las entidades territoriales, a implementar las medidas de alivio de pasivos contempladas en el presente artículo. Para ello, considerará el principio de corresponsabilidad, la planeación y la apropiación de recursos suficientes para la adecuada inserción de las medidas, sin que se afecte el normal desempeño o capacidad institucional del sector público. 

Parágrafo segundo. El Gobierno nacional reglamentará la materia con el fin de propiciar con el sistema bancario, empresas comerciales y las empresas privadas de servicios públicos, con el concurso de la Superintendencia Bancaria y la Superintendencia de Servicios Públicos, un acuerdo nacional para establecer un plan solidario para que se adopten otras medidas generales de alivio de pasivos para las víctimas.

Parágrafo tercero. Los jueces que conozcan de la reparación de las víctimas o de la restitución de sus tierras, deberán, antes de proferir sentencia, impulsar un acuerdo de pago, amortización o refinanciación con aquellos acreedores particulares que vieron afectados sus créditos por las violaciones a los derechos humanos de los deudores. El juez velará porque en el acuerdo se tengan en cuenta las condiciones actuales de vulnerabilidad de la víctima, así como su situación de debilidad manifiesta. Estos acuerdos podrán incluir la condonación de intereses, condonación parcial de capital, condiciones favorables de intereses, plazos y cuotas que se empezarán a pagar una vez que la víctima se haya restablecido económicamente.

Parágrafo cuarto. Las decisiones judiciales en los procesos ejecutivos y ordinarios de cobro considerarán la situación de debilidad manifiesta de las víctimas e incorporarán los contenidos de las sentencias y autos de la Corte Constitucional en relación al trato de las deudas de la población víctima, con el fin proteger los bienes de las víctimas y facilitar el alivio de la carga adeudada.

ARTÍCULO 165. SUSPENSIÓN DEL PROCESO EJECUTIVO DE COBRO PARA VÍCTIMAS DE DESPOJO. La suspensión de los procesos ordinarios de cobro o por medio a la jurisdicción coactiva se harán efectivos a través de dos vías: (i) la solicitud de las víctimas a la entidad acreedora para que suspenda el proceso de cobro y comunique al juez o autoridad de cobro coactivo, la toma de una decisión en tal sentido; y (ii) la comunicación directa de la víctima, o por medio de representante, al juez o autoridad de cobro coactivo para que suspenda el proceso considerando la situación del peticionario. 

El juez o autoridad de cobro coactivo considerará la suspensión de la causación y cobro de los costos generados por concepto de garantías financieras, costas y otros. Los procesos de cobro estarán suspendidos por el tiempo que dure la situación de despojo y se reiniciarán si es del caso una vez que la víctima, habiéndose restablecido económicamente, pueda iniciar el cumplimiento de las obligaciones.

ARTÍCULO 166. PROHIBICIÓN DE ANOTACIONES NEGATIVAS EN DATACRÉDITO Y SIFIN. Las entidades bancarias, las entidades de cobro, entidades estatales del orden nacional, departamental y municipal, y empresas de servicios públicos, deberán realizar las gestiones necesarias para levantar y excluir cualquier anotación negativa que se haya realizado en los sistemas de información crediticia, Datacrédito o SIFIN o cualquier otro que se establezca, a causa del incumplimiento del crédito por parte de una víctima, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley. En el caso en que no se hayan realizado anotaciones negativa, a causa de la mora en los sistemas de información crediticia, las entidades se abstendrán de iniciar gestiones tendientes a realizar anotaciones que afecten la situación de las victimas mientras se encuentren en situación de vulnerabilidad.

CAPÍTULO X
Otras medidas de reparación

Artículo 167. Reparación colectivA Y MEDIDAS DE NO REPETICIÓN. Dentro de los seis (6) meses siguientes a la promulgación de la presente Ley, el Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Interior y de Justicia, tomando en consideración las recomendaciones de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, deberá implementar un Programa de Reparación Colectiva que tenga en cuenta cualquiera de los siguientes eventos: 

a) El menoscabo de derechos ocasionado por la violación de los derechos colectivos; 

b) La violación grave y manifiesta de los derechos individuales de los miembros de los colectivos; 

c) El impacto colectivo de la violación de derechos individuales. 

Parágrafo 1: el gobierno nacional, conformará una comisión de alto nivel, que estime el valor de los daños causados a las organizaciones sindicales, proponiendo fórmulas para que el estado reconozca las indemnizaciones o compensaciones a que haya lugar.

Parágrafo 2: El Gobierno Nacional, presentará iniciativas legislativas para garantizar, promover e incentivar la vinculación a las organizaciones sindicales de los nuevos trabajadores y la implementación de la negociación colectiva en el sector público, por rama de actividad económica y de servicios. De la misma manera, implementará en forma permanente y concertada con las centrales  obreras, mecanismos de promoción de las libertades sindicales y de afiliación de los trabajadores a sus organizaciones gremiales.

Parágrafo 3: El Gobierno Nacional presentará, e impulsará políticas dirigidas a garantizar, que los autores materiales e intelectuales  de los asesinatos, atentados y demás conductas delictuales contra los integrantes de las organizaciones sindicales, sean procesados en forma oportuna y sus resultados se conozcan en forma pública. Si resultaren comprometidos penalmente funcionarios del Estado, en actividades criminales contra los dirigentes sindicales, se expedirá una declaración pública reconociendo el hecho y enfatizando el compromiso de no repetición.
Artículo 168. Sujetos de reparación colectiva. Para efectos de la presente ley, serán sujetos de la reparación colectiva de que trata el artículo anterior: 

1. Grupos y organizaciones sociales y políticos; 

2. Comunidades determinadas a partir de un reconocimiento jurídico, político o social que se haga del colectivo, o en razón de la cultura, la zona o el territorio en el que habitan, o un propósito común;

CAPÍTULO XI
medidas especiales para garantizar la permanencia de la restitución

ARTÍCULO 169: ZONAS ESPECIALES DE REPARACIÓN, RECONCILIACIÓN, PAZ Y DESARROLLO-ZERRPD. Se crean Zonas Especiales de Reparación, Reconciliación, Paz y Desarrollo, definidas como Unidades Territoriales de Gestión, Seguimiento y Evaluación de la Política Pública de atención, asistencia y reparación integral de las víctimas de que trata la presente ley 

Estas funcionarán como Unidades Básicas para la recepción de los recursos de inversión  que se destinen para el logro de los objetivos de esta Ley. Tanto las instituciones públicas como las entidades privadas y los organismos de cooperación internacional planificarán y ejecutarán de manera articulada y coordinada todas las iniciativas de intervención de que trata esta Ley, dentro del marco de las ZERRPD.

ARTÍCULO 170 CONSTITUCIÓN DE ZERRPD. Las ZERRPD estarán conformadas por aquellas entidades territoriales que por efectos del conflicto y desde la fecha de aplicabilidad de la Ley, hayan perdido por lo menos el 10% de su población como consecuencia de procesos de desplazamiento o que hayan sido escenario de acciones perpetradas por grupos armados al margen de la ley y las cuales hayan ocasionado un número significativo de víctimas y/o destrucción significativa de la actividad económica.

Parágrafo 1°. En los municipios que han sufrido procesos de desplazamiento forzado y en los que se presenten condiciones favorables para propiciar el retorno de la población desplazada a sus tierras, las ZERRPD podrán ser de carácter municipal, corregimental o veredal según el grado de generalización de los efectos que hubiesen alcanzado los actos de violencia perpetrados por los grupos al margen de la ley, y las afectaciones que haya sufrido la población o las actividades productivas.
Parágrafo 2°. En el caso de municipios que sean objeto del Programa de Reubicación de Población Desplazada originaria de otros municipios, las ZERRPD estarán conformadas por aquellas zonas del municipio donde se reubique a dicha población. En este caso las ZERRPD estarán circunscritas a dichas zonas del municipio que presten una función de acogida. 

ARTÍCULO  171: FINALIDADES DE LAS ZERRPD. Las ZERRPD tendrán las siguientes finalidades:

1. Recuperar y fortalecer el tejido social destruido por la acción violenta de los grupos armados al margen de la ley.

2. Propiciar la recuperación y apropiación de los referentes simbólicos y las prácticas culturales de las comunidades afectadas por la violencia. 

3. Facilitar la recuperación de la infraestructura productiva y social destruida por efectos de la acción de los violentos.

4. Facilitar las acciones de memoria histórica previstas en esta ley

5. Promover y fortalecer el desarrollo de la economía campesina, incluyendo todas las formas productivas que le son propias, mediante la priorización de la inversión pública y la intervención coordinada y concertada de todas las entidades públicas vinculadas al desarrollo rural.

6. Promover la participación de la población desplazada y de las víctimas del conflicto en todas las fases de desarrollo de las actividades previstas en la presente ley.

7. Avanzar en la creación de hechos reales de convivencia, paz y desarrollo sostenible.

8. Prevenir la repetición de hechos violentos que generen desplazamiento o desestabilicen la convivencia y la paz de las comunidades rurales.

ARTÍCULO 172: FUNCIONALIDAD DE LAS ZRRPD. El funcionamiento de las ZERRPD se hará en el marco de los COMITÉS TERRITORIALES DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS y en los términos que define el artículo 169 de esta Ley.

ARTÍCULO 173: REQUISITOS PARA LA CONFORMACIÓN ZERRPD. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas con el apoyo técnico del Departamento Nacional de Planeación y en coordinación con el Ministerio de Agricultura diseñará una metodología para la conformación y la clasificación de las ZERRPD, para la cual se tendrán en cuenta por los menos los siguientes criterios:

1. Índice de Desarrollo Humano

2. NBI

3. Población

4. Distribución urbano - rural de la población

5. Índice de población desplazada sobre el total de la población

6. Tasa de retorno esperada.

A partir de los resultados que se obtengan de la aplicación de esta Metodología la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas elaborará una tipología de las ZERRPD, la cual servirá de base para definir los criterios relativos a la asignación de recursos y al desarrollo de las iniciativas de inversión.

ARTÍCULO 174: INCENTIVOS TRIBUTARIOS Y DE INVERSIÓN PÚBLICA PARA ZERRPD. Para el logro de las finalidades de las ZERRPD, éstas tendrán los siguientes incentivos en materia tributaria y de inversión:

1. Los municipios podrán conceder exenciones sobre el pago del impuesto predial para los predios urbanos y rurales que hayan sido objeto de restitución o adjudicación en el marco de las acciones de reparación previstas en la presente ley, hasta por un plazo máximo de 10 años.

2. Los municipios podrán conceder exenciones sobre el pago del impuesto de industria y comercio para las actividades productivas y comerciales nuevas que establezca la población desplazada, y las cuales estén directamente vinculadas a los planes y programas que se formulen en el marco de las iniciativas de desarrollo que se deriven de la aplicación de la presente ley. Esta exención no podrá ser superior a 10 años.

3. La nación concederá la exención  del  pago del impuesto a la renta que se derive de las actividades a las que se refiere el numeral anterior.

4. En la ejecución de los recursos del Programa de Desarrollo Rural con Equidad – DRE, el ministerio de Agricultura dará prioridad a la población desplazada y en especial a la economía campesina que se desarrolle dentro de las ZERRPD, con el fin de potenciar el desarrollo de estas poblaciones

5. El Estado, en cabeza de la unidad administrativa especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y en coordinación con el  Ministerio de Agricultura y de las entidades que regulen la actividad económica, formulará una política de tierras encaminada a prevenir e impedir la concentración de la propiedad de la tierra en las ZERRPD, para lo cual se diseñarán los mecanismos legales y los instrumentos procedimentales necesarios para salvaguardar el derecho de propiedad y tenencia de la tierra hasta por un período de 30 años.

6. El Estado colombiano, en cabeza de unidad administrativa especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y a través de una acción conjunta con el Ministerio del Interior y de Justicia, el Ministerio de Defensa, de la Superintendencia de Registro y Notariado, el Ministerio Público y la Fiscalía General de la Nación, diseñará una estrategia para la protección de la población de las ZERRPD encaminada a preservar su integridad personal y sus bienes. Esta estrategia deberá formularse en un plazo máximo de dos (2) años a partir de la vigencia de esta Ley y tendrá como ejes los siguientes:

a. Protección y Preservación de la vida y la seguridad individual y colectiva.

b. Protección de los líderes de las asociaciones de desplazados para la restitución de tierra y el derecho a la verdad histórica y la justicia.

c. Garantía de no repetición de hechos generadores de desplazamiento.

d. Garantía del derecho a la libre asociación.

e. Restitución plena del derecho de propiedad y tenencia de la tierra.

f. Salvaguarda del derecho de propiedad y tenencia de la tierra hasta por un período de 30 años.

g. Desarrollo autónomo de las comunidades de las ZERRPD.

TÍTULO V

DE LA INSTITUCIONALIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN A LAS VÍCTIMAS

CAPÍTULO I

Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas

Artículo 175. De la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las Víctimas será la responsable de la operación de la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas. 

La Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas será el instrumento que garantizará al Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas una rápida y eficaz información nacional y regional sobre las violaciones a los Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, permitirá la identificación y el diagnóstico de las circunstancias que ocasionaron y ocasionan el menoscabo de los derechos de las víctimas. 

Evaluará la magnitud del problema, y permitirá al Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Victimas adoptar las medidas para la atención inmediata, elaborar planes para la atención y reparación integral de las víctimas inscritas en el Registro Único de Víctimas.

De la misma forma, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las víctimas, deberá garantizar la interoperabilidad de los sistemas de información de registro, atención y reparación a víctimas, para lo cual se soportará en la Red Nacional que actualmente maneja la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional para la atención a la población en situación de desplazamiento, y que será trasladada a la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas dentro de un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente ley. 

CAPITULO II

Registro Único de Víctimas

Artículo 176. Registro Único de Víctimas. La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, será la responsable del funcionamiento del Registro Único de Víctimas. Este Registro se soportará en el Registro Único de Población Desplazada que actualmente maneja la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional para la atenció n a la población en situación de desplazamiento, y que será trasladado a la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas dentro de un (1) año contado a partir de la promulgación de la presente Ley. 

Parágrafo 1°. La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional deberá operar los registros de población víctima a su cargo Y existentes a la fecha de vigencia de la presente Ley, incluido el Registro Único de Población Desplazada, mientras se logra la interoperabilidad de la totalidad de estos registros y entre en funcionamiento el Registro Único de Víctimas garantizando la integridad de los registros actuales de la información.

Parágrafo 2°. La inclusión de una persona en el Registro Único de Víctimas le permitirá a la misma acreditar una situación de imposibilidad de hacer valer sus derechos conforme al artículo 3º de la Ley 791 de 2002, razón por la cual suspenderá los términos de prescripción y caducidad de las acciones judiciales a que haya lugar, y los revivirá en aquellos casos en los que dichos términos se encuentren vencidos.
Artículo 177. Solicitud de registro de las víctimas. Las víctimas deberán presentar una declaración ante el Ministerio Público en un término de cuatro (4) años contados a partir de la promulgación de la presente ley para quienes hayan sido victimizadas con anterioridad a ese momento, y de dos (2) años contados a partir de la ocurrencia del hecho respecto de quienes lo sean con posterioridad a la vigencia de la ley, conforme a los requisitos que para tal efecto defina el Gobierno Nacional, y a través del instrumento que diseñe la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las víctimas, el cual será de uso obligatorio por las entidades Que conforman el Ministerio Público. 

En el evento de fuerza mayor que haya impedido a la víctima presentar la solicitud de registro en el término establecido en este artículo, se empezará a contar el mismo desde el momento en que cesen las circunstancias que motivaron tal impedimento, para lo cual deberá informar de ello al Ministerio Público quien remitirá tal información a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las Víctimas. 

La valoración Que realice el funcionario encargado de realizar el proceso de valoración debe respetar los principios constitucionales de dignidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial. 

Parágrafo. Las personas que se encuentren registradas como víctimas no tendrán que presentar una declaración adicional por los mismos hechos victimizantes. Para efectos de determinar si la persona  se encuentra registrada. Se tendrán en cuenta las bases de datos existentes al momento de la expedición de la presente Ley.

En los eventos en que la persona refiera hechos victimizantes adicionales a los contenidos en las base de datos existentes, deberá presentar la declaración a la que se refiere el presente artículo.

Artículo 178. Procedimiento de registro. Una vez presentada la solicitud de registro ante el Ministerio Público, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas realizará la verificación de los hechos victimizantes contenidos en la misma, para lo cual consultará las bases de datos que conforman la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas. 

Con fundamento en la información contenida en la solicitud de registro, así como la información recaudada en el proceso de verificación, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas adoptará una decisión en el sentido de otorgar o denegar el registro, en un término máximo de treinta (30) días hábiles. 

Una vez la víctima sea registrada, accederá a las medidas de asistencia y reparación previstas en la presente ley dependiendo de la vulneración en sus derechos y las características del hecho victimizante, salvo las medidas de ayuda humanitaria y atención de emergencia en salud, a las cuales se podrá acceder desde el momento mismo de la victimización. El registro no confiere la calidad de víctima, y la inclusión de la persona en el Registro Único de Víctimas, bastará para que las entidades presten las medidas de asistencia, atención y reparación a las víctimas que correspondan según el caso. 

Parágrafo 1°. De conformidad con el artículo 15 de la Constitución Política, y con el fin de proteger el derecho a la intimidad de las víctimas y su seguridad, su información personal y aquella relacionada con la solicitud de registro es de carácter reservado. 

Parágrafo 2°. En el evento en que la víctima mencione el o los nombres del potencial perpetrador del menoscabo de derechos que alega haber sufrido para acceder a las medidas de atención, asistencia y reparación previstas en la presente ley, este nombre o nombres, en ningún caso, serán incluidos en el acto administrativo mediante el cual se concede o se niegue el registro. 

Sin perjuicio de lo anterior, una vez realizado el registro, se enviará copia de la información relativa a los hechos punibles a la Fiscalía General de la Nación para que ésta adelante las investigaciones respectivas y la Procuraduría General de la Nación cuando ésta sea competente para adelantar una investigación disciplinaria. 

Parágrafo 3°. El Gobierno Nacional establecerá los mecanismos para la Reconstrucción de la verdad y la memoria histórica, conforme a los artículos 154, 155, 156, 157, 158, 159, 160 y 161 de la presente Ley, y se deberán articular con los mecanismos vigentes. 

Parágrafo 4°. En lo que respecta al registro, seguimiento y administración de la información de la población víctima del desplazamiento forzado, se regirá por lo establecido en los artículos 48 al 78.

Parágrafo 5°. En el evento en que se presenten atentados terroristas, la Alcaldía Distrital o Municipal, a través de la Secretaría de Gobierno, dependencia, funcionario o autoridad que corresponda, con el acompañamiento de la Personería Distrital o Municipal, deberá elaborar el censo de las personas afectadas en su vida e integridad personal, o en sus bienes. 

Dicho censo deberá contener, como mínimo, la identificación de la víctima, su ubicación y la descripción del hecho, información que se recogerá en un formato unificado de uso obligatorio y será remitido a la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las Víctimas, en un término no mayor a ocho (8) días hábiles contados a partir de la ocurrencia del mismo. Este Censo remplazará la declaración a la que hace referencia el presente artículo en lo que respecta a los hechos victimizantes registrados en el Censo

Parágrafo 6°. La víctima podrá allegar documentos adicionales al momento de presentar su declaración ante el Ministerio Público, quien lo remitirá a la entidad encargada del Registro Único de Víctimas para que sean tenidos en cuenta al momento de realizar el proceso de verificación. 

Artículo 179. Recursos contra la decisión del registro. Contra la decisión que deniegue el registro, el solicitante podrá interponer el recurso de reposición ante el funcionario que tomó la decisión dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de la decisión. El solicitante podrá interponer el recurso de apelación ante el Director de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Victimas de que trata la presente Ley contra la decisión que resuelve el recurso de reposición dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de esta decisión.

Las entidades que componen el Ministerio Público podrán interponer los recursos de reposición ante el funcionario que tomó la decisión y en subsidio el de apelación ante el Director de la Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas de que trata la presente ley contra la decisión que concede el registro, dentro de los cinco (5) días siguientes contados a partir de su comunicación. Igualmente, si el acto hubiere sido obtenido por medios ilegales, tales autoridades podrán solicitar, en cualquier tiempo, la revocatoria directa del acto para cuyo trámite no es necesario obtener el consentimiento del particular registrado.

Artículo 180. Actuaciones administrativas. Las actuaciones que se adelanten en relación con el registro de las víctimas se tramitarán de acuerdo con los principios y el procedimiento establecido en el Código Contencioso Administrativo. En particular, se deberá garantizar el principio constitucional del debido proceso, buena fe y favorabilidad. Las pruebas requeridas serán sumarias. 

Deberá garantizarse que una solicitud de registro sea decidida en el menor tiempo posible, en el marco de un trámite administrativo ágil y expedito, en el cual el Estado tendrá la carga de la prueba. 

En toda actuación administrativa en la cual tengan interés las víctimas tienen derecho a obtener respuesta oportuna y eficaz en los plazos establecidos para el efecto; a aportar documentos u otros elementos de prueba, a  que dichos documentos sean valorados y tenidos  en cuenta por las autoridades al momento de decidir.

CAPÍTULO III

Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas

ARTICULO 181. Creación del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas. Créase el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, el cual estará constituido por el conjunto de entidades públicas del nivel gubernamental y estatal en los órdenes nacional y territoriales y las demás organizaciones públicas o privadas, encargadas de formular o ejecutar, los planes, programas, proyectos y acciones específicas, tendientes a la atención y reparación integral de las víctimas de que trata la presente ley.

ARTICULO 182. De la Conformación del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Victimas. 

El sistema estará conformado por las siguientes entidades: 
1- Presidente de la República o su delegado
2- Ministerio del Interior y de Justicia 
3- Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
4- Ministerio de la Protección Social 
5- Ministerio de Educación Nacional 
6- Ministerio de Cultura 
7- Ministerio de Defensa Nacional 
8- Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial 
9- Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
10- Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
11- Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 
12- Departamento Nacional de Planeación 
13- Unidad Administrativa de Atención y Reparación Integral a Víctimas
14- Policía Nacional 
15- Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación 
16- SENA 
17- ICETEX 
18- Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
19- INCODER 
20- Programa Presidencial de Atención Integral contra minas antipersonal 
21- Archivo General de la Nación 
22- Procuraduría General de la Nación 
23- Defensoría del Pueblo 
24- Registraduría Nacional del Estado Civil 
25- Fiscalía General de la Nación 
26- Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses 
27- Instituto Geográfico Agustín Codazzi 
28- Consejo Superior de la Judicatura 
29- Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas. 
30- Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas. 
31- Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. 
32- Las demás organizaciones públicas o privadas que participen en las diferentes acciones de atención y reparación en el marco de la presente ley. 
33- 3 representantes de las organizaciones de víctimas. 
34- El Centro de Memoria Histórica.
35- La Comisión de Esclarecimiento Histórico
36- El Grupo de Investigación sobre Violencia de Género y Violencia Sexual.
ARTICULO 183.- Objetivos de las entidades que conforman el Sistema de Atención y Reparación Integral a las Víctimas. Los objetivos de las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, como parte de dicho Sistema, serán los siguientes: 

1. Participar en la formulación e implementación de la política integral de atención, asistencia y reparación a las víctimas de que trata esta ley. 

2. Adoptar las medidas de atención que faciliten el acceso y cualifiquen el ejercicio de los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas. 

3. Adoptar las medidas de asistencia que contribuyan a restablecer los derechos de las víctimas de que trata la presente ley, brindando condiciones para llevar una vida digna. 

4. Adoptar las medidas que contribuyan a garantizar la reparación efectiva y eficaz de las víctimas que hubieren sufrido violación de sus Derechos Humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

5. Adoptar los planes y programas que garanticen el ejercicio efectivo de los derechos de las víctimas y la implementación de las medidas de que trata la presente ley. 

6. Integrar los esfuerzos públicos y privados para la adecuada atención integral y garantía de los derechos humanos y de la aplicación del Derecho Internacional Humanitario que les asisten a las víctimas. 

7. Garantizar la canalización de manera oportuna y eficiente de los recursos humanos, técnicos, administrativos y económicos que sean indispensables para el cumplimiento de los planes, proyectos y programas de atención, asistencia y reparación integral de las víctimas en sus niveles nacional y territorial. 

8. Garantizar la coordinación interinstitucional, la articulación de su oferta y programas, al igual que la programación de recursos, asignación, focalización y ejecución de manera integral y articulada la provisión de bienes y servicios públicos prestados de acuerdo con las soluciones brindadas. 

9. Garantizar la flexibilización de la oferta de las entidades responsables de las diferentes medidas de atención, asistencia y reparación a las víctimas para el cumplimiento de lo dispuesto en la presente ley. 

10. Realizar los esfuerzos institucionales y apoyar la implementación de una plataforma de información que permita integrar, desarrollar y consolidar la información de las diferentes entidades que hacen parte del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, con el fin de llevar a cabo el monitoreo, seguimiento y evaluación del cumplimiento de las responsabilidades atribuidas en el marco de la presente ley. 

11. Apoyar los esfuerzos de las Organizaciones de la Sociedad Civil que acompañan y hacen seguimiento al proceso de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas 

12. Garantizar la adecuada coordinación entre la nación y las entidades territoriales y entre estas, para el ejercicio de sus competencias y funciones al interior del Sistema, de acuerdo con los principios constitucionales y legales de corresponsabilidad. Coordinación, concurrencia, subsidiariedad, complementariedad y de delegación. 

PARAGRAFO. Para el logro de los anteriores objetivos se elaborará el Plan Nacional para la atención y Reparación Integral a las Víctimas.

ARTICULO 184.- Del funcionamiento del Sistema Nacional de Atención Reparación Integral a las Victimas. El Sistema contará con dos instancias en el orden nacional: El Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas el cual diseñará y adoptará la política pública en materia de atención, asistencia y reparación a víctimas en coordinación con el organismo a que se refiere el artículo siguiente y una Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las Víctimas que coordinará la ejecución de esta política pública. 

En el orden territorial el Sistema contará con los COMITÉS TERRITORIALES DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, creados por los 
gobernadores y alcaldes distritales y Municipales.

ARTICULO 185.  Organos de Dirección, Coordinación y Ejecución de la Política Pública en materia de asistencia, atención y reparación a las víctimas.  Para la formulación y adopción de las políticas, planes generales, programas y proyectos para la inclusión social, la atención a grupos vulnerables y la reintegración social y económica, se creará una institución de primer nivel de la administración pública, del sector central, de la Rama Ejecutiva del orden nacional.

Artículo 186. CONSEJO SUPERIOR ADMINISTRATIVO para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas: Conformase el Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, el cual estará integrado de la siguiente manera: 

1. El Presidente de la República, o su representante, quien lo presidirá. 

2. El Ministro del Interior y de Justicia, o quien éste delegue. 

3. El Ministro de Hacienda y Crédito Público, o quien éste delegue. 

4. El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural, o quién éste delegue.

5. El Director del Departamento Nacional de Planeación, o quien éste delegue. 

6. El Director de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, o quien éste delegue. 

7. El Director de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

8. Dos Representantes de las organizaciones de víctimas

9. El defensor del Pueblo, o quién éste delegue.

Parágrafo 1. La Secretaría Técnica del Comité Ejecutivo para la Atención Y la Reparación Integral a las Víctimas será ejercida por la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

Parágrafo 2º. Los Ministros y Directores que conforman el Comité únicamente podrán delegar su participación en los Viceministros, Subdirectores, en los Secretarios Generales o en los Directores Técnicos. 

Artículo 187. Funciones del CONSEJO SUPERIOR ADMINISTRATIVO para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas: El Comité Ejecutivo para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. Es la máxima instancia de decisión del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, con el objeto de materializar los derechos a la verdad, la justicia Y la reparación integral. En desarrollo de este mandato. Tendrá las siguientes funciones:

1. Diseñar y adoptar las políticas, estrategias, planes. programas y proyectos para la Atención, Asistencia y Reparación Integral a las Víctimas, en coordinación con el organismo a que se refiere el artículo 162 de la presente Ley. 

2. Diseñar. adoptar y aprobar el Plan Nacional de Atención y Reparación Integral de que trata la presente Ley. 

3. Disponer que las entidades del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas garanticen la consecución de recursos presupuestales. y gestionar la consecución de los recursos financieros provenientes de fuentes de financiación diferentes al presupuesto general de la nación, para garantizar la adecuada y oportuna prestación de los servicios. 

4. Apoyar y gestionar la consecución de recursos presupuestales para la ejecución de las políticas. estrategias. planes, proyectos y programas. 

5. Aprobar las bases y criterios de la inversión pública en materia de Atención. Asistencia y Reparación Integral a las Víctimas. 

6. Determinar los instrumentos de coordinación en materia presupuestal de planeación, de ejecución y de evaluación, para el adecuado desarrollo de su mandato. 

7. Realizar el seguimiento a la implementación de la presente Ley, teniendo en cuenta la contribución efectiva a los derechos a la verdad, justicia y reparación integral de las víctimas, de acuerdo a las obligaciones contempladas en la presente Ley. 

8. Darse su propio reglamento 

9. Las demás que le sean asignadas por el Gobierno Nacional. 

Parágrafo 1°. CONSEJO SUPERIOR ADMINISTRATIVO para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas se reunirá por lo menos una vez cada seis (6) meses, y de manera extraordinaria, cuando se considere necesario. El Comité Ejecutivo contará además, con los subcomités técnicos que se requieran para el diseño de la política pública de atención y reparación integral.

Parágrafo 2º.  Para el cumplimiento de sus funciones, el CONSEJO SUPERIOR ADMINISTRATIVO para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas podrá convocar como invitados a representantes o delegados de otras entidades que estime pertinente, así como a dos representantes de las víctimas elegidos de conformidad con lo establecido en el título VIII de la presente ley.

ARTICULO 188. De la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las Víctimas. Créase la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas como una Unidad Administrativa Especial con personería jurídica y autonomía administrativa y patrimonial, adscrita al Departamento Administrativo de la Presidencia de la República.

La Unidad tendrá su sede en Bogotá D.C., y su patrimonio estará constituido por los aportes del Presupuesto General de la Nación, los activos que le transfiera la Nación y otras entidades públicas del orden nacional y los demás ingresos que a cualquier título reciba. 

Artículo 189. De los Organos de dirección y administración.  La Unidad Administrativa Especial de Atención y Reparación Integral a las Víctimas tendrá un Director de libre nombramiento y remoción por el Presidente de la República, y contará con la estructura interna  y  la planta de personal que el Gobierno Nacional le fije, según las necesidades del servicio.  

ARTICULO 190. De las funciones de la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las Víctimas. La Unidad de Atención y Reparación Integral a las víctimas coordinará de manera ordenada, sistemática, coherente, eficiente y armónica las actuaciones de las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas en lo que se refiere a la ejecución e implementación de la política pública de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas y asumirá las competencias de coordinación señaladas en las Leyes 387 y 418 de 1997, en la ley 975 de 2005, en la Ley 1190 de 2008, y en las demás normas que regulan la coordinación de políticas encaminadas a satisfacer los derechos a la verdad, justicia y reparación de las víctimas. Además, le corresponde cumplir las siguientes funciones: 

1. Aportar los insumos necesarios para el diseño, adopción y evaluación de la política pública de atención y reparación integral a las víctimas. 

2. Garantizar la operación de la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas, incluyendo la interoperabilidad de los distintos sistemas de información para la atención y reparación a víctimas. 

3. Implementar y administrar el Registro Único de Víctimas, garantizando la integridad de los registros actuales de la información. 

4. Aplicar instrumentos de certificación a las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, respecto a su contribución en el goce efectivo de los derechos a la verdad, justicia y reparación integral a las víctimas, de acuerdo con las obligaciones contempladas en la presente ley. 

5. Coordinar con el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Departamento Nacional de Planeación, la asignación y transferencia a las entidades territoriales de los recursos presupuestales requeridos para la ejecución de los planes. proyectos y programas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas de acuerdo con lo dispuesto por la presente Ley. 

6. Ejercer la coordinación Nación-territorio, para lo cual, participará en los COMITÉS TERRITORIALES DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS. 

7. Administrar los recursos necesarios y hacer entrega a las víctimas de la indemnización por vía administrativa de que trata la presente ley. 

8. Administrar el Fondo para la Reparación de las Víctimas y pagar las indemnizaciones judiciales ordenadas en el marco de la Ley 975 de 2005.

9. Coordinar los lineamientos de la defensa jurídica de las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas y asumir directamente la defensa jurídica en relación con los programas que ejecuta de conformidad con la presente ley. 

10. Garantizar los mecanismos y estrategias para la efectiva participación de las víctimas con enfoque diferencial en el diseño de los planes, programas y proyectos de atención, asistencia y reparación integral.

11. Coordinar la creación, fortalecimiento e implementación, así como gerenciar los Centros Regionales de Atención y Reparación que considere pertinentes para el desarrollo de sus funciones en coordinación con el organismo a que se refiere el artículo 162 de la presente Ley. 

12. Definir los criterios y suministrar los insumos necesarios para diseñar las medidas de reparación colectiva, e implementar las medidas de reparación colectiva adoptadas por el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las víctimas. 

13. Desarrollar estrategias en el manejo, acompañamiento, orientación, y seguimiento de las emergencias humanitarias y atentados terroristas. 

14. Implementar acciones para garantizar la atención oportuna e integral en la emergencia de los desplazamientos masivos. 

15. Coordinar los Retornos y/o Reubicaciones de las personas y familias que fueron víctimas de desplazamiento forzado. 

16. Entregar la asistencia humanitaria a las víctimas de que trata el artículo 47 de la presente ley; al igual que la ayuda humanitaria de emergencia de que trata el artículo 64 de la presente ley la cual podrá ser entregada directamente o a través de las entidades territoriales. 

17. Realizar esquemas especiales de acompañamiento y seguimiento a los hogares víctimas. 

18. Apoyar la implementación de los mecanismos necesarios para la rehabilitación comunitaria y social. 

19. Contribuir a la inclusión de los hogares víctimas en los distintos programas sociales que desarrolle el Gobierno Nacional. 

20. Implementar acciones para generar condiciones adecuadas de habitabilidad en caso de atentados terroristas donde las viviendas han sido afectadas. 

21. Las demás que señale el Gobierno Nacional. 

Parágrafo. Los centros regionales de atención y reparación de que trata el presente artículo, unificarán y reunirán toda la oferta institucional para la atención de las víctimas, de tal forma que las mismas sólo tengan que acudir a estos Centros para ser informadas acerca de sus derechos y remitidas para acceder de manera efectiva e inmediata a las medidas de asistencia y reparación consagradas en la presente ley, así como para efectos del Registro Único de Víctimas. Para este fin, la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas podrá celebrar convenios interadministrativos con las entidades territoriales o el Ministerio Público, y en general celebrar cualquier tipo de acuerdo que garantice la unificación en la atención a las víctimas de que trata la presente ley. Estos centros regionales de atención y reparación se soportarán en la infraestructura que actualmente atienden víctimas para lo cual se coordinará con el organismo a que se refiere el artículo 184 de la presente Ley.

Artículo 191.  Desconcentración.  La  Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación a las Víctimas cumplirá sus funciones de forma desconcentrada, a través de las unidades o dependencias territoriales con las que hoy cuenta la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional o la entidad que cumpla sus funciones, para lo cual suscribirá los convenios correspondientes.

La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación podrá suscribir los convenios que se requieran para la buena prestación del servicio con las entidades u organismos del orden territorial.

Artículo 192. Transición de la institucionalidad. Durante el año siguiente a la vigencia de la presente ley el Gobierno Nacional deberá hacer los ajustes institucionales que se requieran en las entidades y organismos que actualmente cumplen funciones relacionadas con los temas objeto de la presente Ley, con el fin de evitar duplicidad de funciones y garantizar la continuidad en el servicio, sin que en ningún momento se afecte la atención a las víctimas.

La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional se transformará en un Departamento administrativo que se encargará de fijar las políticas, planes generales, programas y proyectos para la inclusión social, la atención a grupos vulnerables y la reintegración social y económica.

Artículo 193. Transición de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. La Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, asumirá las funciones y responsabilidades de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación -CNRR, establecidas en la Ley 975 de 2005 y las demás normas y decretos que la reglamentan, modifican o adicionan, dentro del año siguiente a la expedición de la presente ley, Igualmente, integrará para su funcionamiento toda la documentación, experiencia y conocimientos acumulados por la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación –CNRR, para lo cual, el Gobierno Nacional, en los términos del artículo anterior, garantizará la transición hacia la nueva institucionalidad de forma eficiente, coordinada y articulada. 

De igual forma, las funciones de las Comisiones Regionales de Restitución de Bienes a que se refieren los artículos 52 y 53 de la Ley 975 de 2005, serán asumidas por la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas.

Artículo 194. Coordinación y articulación nación-territorio. La Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, deberá diseñar con base en los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad establecidos en la Constitución Política, una estrategia que permita articular la oferta pública de políticas nacionales, departamentales, distritales y municipales, en materia de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación integral, teniendo en cuenta lo siguiente: 

1. Las condiciones diferenciales de las entidades territoriales en función de factores tales como su capacidad fiscal, índice de necesidades básicas insatisfechas e índice de presión, entendido este último como la relación existente entre la población víctima por atender de un municipio, distrito o departamento y su población total, teniendo en cuenta además las especiales necesidades del ente territorial en relación con la atención de víctimas 

2. Articulación de la oferta pública de políticas nacionales, departamentales, municipales y distritales, en materia de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación a víctimas. 

3. Estructurar un sistema de corresponsabilidad a través del cual sea posible: 

3.1. Efectuar el acompañamiento técnico de las instancias del nivel departamental y local, para la formulación de los programas de atención y reparación integral de víctimas. 

3.2. Prestar la asistencia técnica, administrativa y financiera en los términos señalados en la presente ley. 

3.3. Realizar comunicaciones e información oportuna sobre los requerimientos y decisiones tomadas al interior del Sistema de Atención y Reparación Integral a Víctimas. 

3.4. Delegar mediante convenios procesos de atención oportuna como lo es respecto de la caracterización de la condición de víctima y de la identificación integral del núcleo familiar. 

3.5. Proveer a las entidades territoriales la información que requieran para adecuar sus planes de atención y reparación a las víctimas y asignar eficientemente los recursos. 

3.6. Establecer el sistema de monitoreo y seguimiento de las inversiones realizadas y la atención prestada para optimizar la atención. 

3.7. Realizar una muestra periódica y sistemática representativa que permita medir las condiciones de los hogares atendidos por los programas de atención y reparación integral en la encuesta de goce efectivo de derechos. 

3.8. Considerar esquemas de atención flexibles, en armonía con las autoridades territoriales y las condiciones particulares y diferenciadas existentes en cada región. 

3.9. Establecer esquemas de complementación de los esfuerzos seccionales y locales para atender las prioridades territoriales frente a las víctimas en los términos establecidos en la presente ley. 

3.10. Prestar asistencia técnica para el diseño de planes, proyectos y programas de acuerdo a lo dispuesto en la presente le nivel departamental, municipal y distrital, para lo cual contará con la participación de dichos entes territoriales, el Departamento de Planeación Nacional y la Agencia Presidencial para la Atención y Reparación de las Víctimas.

Artículo 195. De los COMITÉS TERRITORIALES DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS. El Gobierno Nacional, a través de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, promoverá la creación de los COMITÉS TERRITORIALES DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS con el apoyo del Ministerio del Interior y de Justicia, y el organismo a que se refiere el artículo 184 de la presente ley, encargados de elaborar planes de acción en el marco de los planes de desarrollo a fin de lograr la atención, asistencia y reparación integral a las víctimas, coordinar las acciones con las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas en el nivel departamental. Distrital y municipal, articular la oferta institucional para garantizar los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, así como la materialización de las garantías de no repetición, coordinar las actividades en materia de inclusión social e inversión social para la población vulnerable y adoptar las medidas conducentes a materializar la política, planes, programas y estrategias en materia de desarme, desmovilización y reintegración. 

Estos comités estarán conformados por: 

1. El Gobernador o el alcalde quien lo presidirá, según el caso 

2. El Secretario de Gobierno departamental o municipal, según el caso. 

3. El Secretario de Planeación departamental o municipal, según el caso. 

4. El Secretario de salud departamental o municipal, según el caso. 

5. El Secretario de educación departamental o municipal, según el caso. 

6. El Comandante de División o el comandante de Brigada, que tenga jurisdicción en la zona 

7. El Comandante de la Policía Nacional en la respectiva jurisdicción 

8. El Director Regional o Coordinador del Centro Zonal del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

9. El Director Regional del Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA). 

10. Un representante del Ministerio Público. 

11. Dos representantes de las víctimas de acuerdo al nivel territorial según lo dispuesto en el Título VII de la presente Ley. 

12. Un delegado del Director de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

Parágrafo 1°. Los comités de que trata el presente artículo, podrán convocar a representantes o delegados de otras entidades que en el marco de la presente ley contribuyan a garantizar los derechos a la verdad, justicia y reparación integral a las víctimas y en general a organizaciones cívicas o a las personas o representantes que considere convenientes. 

Parágrafo 2°. El Gobernador o alcalde, realizarán la secretaría técnica de los COMITÉS TERRITORIALES DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, para lo cual diseñarán un instrumento que les permita hacer seguimiento a los compromisos de las entidades que hacen parte del Comité. 

Parágrafo 3°. Las autoridades que componen el Comité a que se refieren el presente artículo, no podrán delegar, en ningún caso, su participación en el mismo o en cualquiera de sus reuniones.

Artículo 196. De las funciones de las entidades territoriales. Con miras al cumplimiento de los objetivos trazados en el artículo 183, en particular lo estipulado en el numeral 5, y en concordancia con los artículos 194  de la presente ley, y dentro del año siguiente a la promulgación de la presente ley, las entidades territoriales procederán a diseñar e implementar, a través de los procedimientos correspondientes, programas de prevención, asistencia, atención y reparación integral a las víctimas, los cuales deberán contar con las asignaciones presupuestales dentro los respectivos planes de desarrollo y deberán ceñirse a los lineamientos establecidos en el Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

Sin perjuicio de lo anterior, las entidades territoriales cumplirán las siguientes funciones especiales para la atención, asistencia y reparación integral a las víctimas: 

1. Con cargo a los recursos del presupuesto departamental, distrital o municipal, con sujeción a las directrices fijadas en sus respectivos Planes de Desarrollo Departamental, Distrital y Municipal y en concordancia con el Plan Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas, deberán prestarles asistencia de urgencia, asistencia de gastos funerarios, complementar las medidas de atención y reparación integral y gestionar la presencia y respuesta oportuna de las autoridades nacionales respectivas para la atención, asistencia y reparación integral a las víctimas. 

2. Con cargo a los recursos que reciban del Sistema General de Participaciones y con sujeción a las reglas constitucionales y legales correspondientes. garantizarles la prestación eficiente y oportuna de los servicios de salud, educación, agua potable y saneamiento básico. 

3. Con sujeción a las órdenes y directrices que imparta el Presidente de la República para el mantenimiento, conservación y restablecimiento del orden público. garantizar la seguridad y protección personal de las víctimas con el apoyo de la Policía Nacional de la cual deben disponer a través de los Gobernadores y Alcaldes como primeras autoridades de policía administrativa en los órdenes departamental, distrital y municipal. Para tal efecto, el Ministerio del Interior y de Justicia coordinará con las autoridades territoriales la implementación de estas medidas. 

4. Elaborar y ejecutar los planes de acción para garantizar la aplicación y efectividad de las medidas de prevención, asistencia, atención y reparación integral a las víctimas en sus respectivos territorios, que respondan a los distintos hechos victimizantes generados por las violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. 

Parágrafo 1. Los planes y programas que adopten las entidades territoriales deben garantizar los derechos fundamentales de las víctimas y tendrán en cuenta el enfoque diferencial. 

Parágrafo 2. La actuación de los departamentos, distritos y municipios corresponde a la que en cumplimiento de los mandatos constitucionales y legales deben prestar a favor de la población, sin perjuicio de la actuación que deban cumplir esas y las demás autoridades públicas con sujeción a los principios de concurrencia, complementariedad y subsidiariedad. 

Parágrafo 3. Los alcaldes y los Concejos Distritales y Municipales respectivamente garantizarán a las Personerías Distritales y Municipales los medios y los recursos necesarios para el cumplimiento de las funciones relacionados con la implementación de la presente Ley.

CAPÍTULO IV

Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas

Artículo 197. Diseño y objetivos del Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas. El Gobierno Nacional, dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente Ley, adoptará mediante decreto reglamentario, el Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, el cual establecerá los mecanismos necesarios para la implementación de todas las medidas de atención, asistencia y reparación contempladas en la presente Ley. 

Para tal efecto, el Gobierno Nacional deberá elaborar un documento CONPES el cual contendrá el plan de ejecución de metas, presupuesto y el mecanismo de seguimiento, y determinará anualmente, la destinación, los mecanismos de transferencia y ejecución, el monto de los recursos y las entidades, de acuerdo a las obligaciones contempladas en esta ley, para la siguiente vigencia fiscal. 

Parágrafo. El gobierno Nacional incluirá a las víctimas en el proceso de diseño y seguimiento del Plan de Atención y Reparación a las víctimas con el objetivo de garantizar su participación efectiva.

Artículo 198. De los objetivos. Los objetivos del Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas serán los siguientes, entre otros: 

1. Adoptar las medidas de asistencia y atención señaladas en la presente ley, en disposiciones vigentes y en pronunciamiento de las altas cortes sobre la materia. 

2. Implementar las medidas de reparación integral que sirvan a los programas que debe diseñar el Estado Colombiano en procura de garantizar la reparación a las víctimas, teniendo en cuenta los principios del Derecho Internacional Humanitario, normas Internacionales de Derechos Humanos, normas constitucionales y demás vigentes sobre la materia; así como los criterios de reparación enunciados por la jurisprudencia y la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación. 

3. Adoptar mecanismos que faciliten la asistencia legal a las víctimas para garantizar el derecho a la verdad, la justicia, la restitución de los derechos vulnerados y de sus bienes patrimoniales así como el derecho a la reparación integral. 

4. Diseñar y adoptar medidas que garanticen a las víctimas su acceso a planes, programas y proyectos integrales de desarrollo urbano y rural, ofreciéndole los medios necesarios para la reparación del menoscabo sufrido evitando procesos de revictimización. 

5. Brindar atención especial a las mujeres y niños, preferencialmente a las viudas, mujeres cabeza de familia y huérfanos. 

6. Diseñar una estrategia de atención integral a las víctimas para articular la atención que brinden las instituciones estatales a fin de garantizar la eficacia y eficiencia que se brinde a las víctimas, procurando además la plena articulación entre el nivel central y el territorial. 

7. Programar las herramientas necesarias para ejecutar y realizar seguimiento y monitoreo al Sistema de Información que permita el manejo e intercambio de la información sobre las víctimas, entre las diferentes instituciones del Estado que las atiendan, con el fin de garantizar una rápida y eficaz información nacional y regional. 

Parágrafo. Para el cumplimiento del Plan Nacional se requiere de la implementación del diseño institucional a nivel nacional y territorial, y que los programas satisfagan las necesidades de atención y el derecho a la reparación de las víctimas. 

CAPÍTULO V

Fondo de Reparación para las Víctimas de la Violencia

Artículo 199. Fondo de reparación. El artículo 54 de la Ley 975 de 2005 será adicionado con el siguiente inciso: 

Adicionalmente este Fondo estará conformado por las siguientes fuentes: 

a) El producto de las multas impuestas a los individuos o a los grupos armados al margen de la ley en el marco de procesos judiciales y administrativos; 

b) Las contribuciones voluntarias efectuadas por gobiernos, organizaciones internacionales, particulares, sociedades y otras entidades; 

c) Las sumas recaudadas por entidades financieras como resultado de la opción de donación voluntaria al finalizar las transacciones en cajeros electrónicos y transacciones por Internet; 

d) Las sumas recaudadas por almacenes de cadena y grandes supermercados por concepto de donación voluntaria de la suma requerida para el redondeo de las vueltas; 

e) El monto de la condena económica de quienes han sido condenados por concierto para delinquir por organizar, promover, armar o financiar a grupos armados al margen de la ley. 

f) El monto establecido en la sentencia como consecuencia al apoyo brindado por las empresas que han financiado a grupos armados organizados al margen de la ley. 

g) Los recursos provenientes de los procesos de extinción de dominio que se surtan en virtud de la Ley 793 de 2002, en las cuantías o porcentajes que determine el Gobierno Nacional. 

Parágrafo 1º. Los bienes inmuebles rurales que han ingresado al fondo de reparación para las víctimas de la violencia, serán trasladados a petición de la Unidad Especial de Gestión de Tierras Despojadas, en los términos y mediante el procedimiento que el Gobierno Nacional establecerá para el efecto. A partir de la expedición de la presente ley, los bienes inmuebles entregados en el marco del proceso de la Ley 975 de 2005, serán transferidos directamente a la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Tierras Despojadas a su solicitud, y siempre que ello no afecte destinaciones específicas de reparación según lo establecido en la Ley 975 de 2005 y demás normas que regulan la materia. 

Parágrafo 2°. Las entidades financieras podrán disponer las medidas necesarias para informar a sus usuarios y clientes de cajeros electrónicos y portales de internet, sobre la opción de contribuir al Fondo de Reparación del que trata el presente artículo, mediante la donación de una suma no menor del 1% del Salario Mínimo diario vigente, por cada transacción realizada. 

Parágrafo 3°. Los almacenes de cadena y grandes supermercados dispondrán las medidas necesarias para informar a sus clientes acerca de la opción de contribuir voluntariamente al Fondo de Reparación del que trata el presente artículo mediante la donación de la suma requerida para el redondeo de las vueltas. Dichas sumas serán transferidas cada mes vencido al Fondo de Reparaciones y los costos de la transferencia serán directamente asumidos por los almacenes y grandes supermercados.

CAPÍTULO Vi

Régimen Disciplinario de los Funcionarios Públicos frente a las Víctimas

Artículo 200. Deberes de los funcionarios públicos. Son deberes de los funcionarios públicos frente a las víctimas: 

1. Respetar y asegurar que se respeten y aplicar las normas Internacionales de Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. 

2. Investigar las violaciones a los derechos humanos y las infracciones al derecho internacional humanitario de forma eficaz, rápida, completa e imparcial. 

3. Tratar a las víctimas con humanidad y respeto de su dignidad y sus derechos humanos. 

4. Adoptar o solicitar a la autoridad competente en forma inmediata las medidas apropiadas para garantizar la seguridad, su bienestar físico y psicológico y su intimidad, así como los de sus familias, de acuerdo con los programas de protección existentes. 

5. Tratar a las víctimas con consideración y atención especiales para que los procedimientos jurídicos y administrativos destinados a hacer justicia y conceder una reparación no den lugar a un nuevo trauma. 

6. Velar por el acceso igual y efectivo a la justicia; la reparación adecuada y efectiva del derecho menoscabado y el acceso a información pertinente sobre las violaciones y los mecanismos de reparación, con independencia de quien resulte ser en definitiva el responsable de la violación. 

7. Adoptar o solicitar a la autoridad competente, de forma inmediata, las medidas eficaces para conseguir que no continúen las violaciones. 

8. Verificar los hechos y su revelación pública y completa, en la medida en que no provoque más daños o amenace la seguridad y los intereses de la víctima, de sus familiares, de los testigos o de personas que han intervenido para ayudar a la víctima o impedir que se produzcan nuevas violaciones. 

9. Adelantar todas las acciones tendientes a la búsqueda de las personas desaparecidas, de las identidades de los secuestrados y de los cadáveres de las personas asesinadas, incluidas las personas no identificadas inhumadas como N.N. así como prestar la ayuda para establecer el paradero de las víctimas, recuperarlos, identificarlos y volver a inhumarlos según el deseo explícito o presunto de la víctima o las tradiciones o prácticas culturales de su familia y comunidad. La aplicación del Plan Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas es obligatoria. 

Parágrafo 1°. Los deberes mencionados en los numerales 6, 8, y 9 serán predicables frente a las autoridades competentes. 

Parágrafo 2°. El Ministerio Público vigilará el cumplimiento de los deberes aquí consagrados, especialmente, el deber legal de búsqueda de las víctimas incorporadas al Registro Nacional de Desaparecidos. La omisión del deber legal de búsqueda e identificación de personas desaparecidas por parte de los funcionarios públicos será sancionado disciplinariamente. 

Artículo 201. Faltas disciplinarias. Incurrirá en falta disciplinaria gravísima el funcionario público que: 

1. Estando obligado a ello se niegue a dar una declaración oficial que restablezca la dignidad, la reputación y los derechos de la víctima y de las personas estrechamente vinculadas a ella; 

2. Estando obligado a ello se niegue a dar una disculpa pública que incluya el reconocimiento de los hechos y la aceptación de responsabilidades; 

3. Impida u obstaculice el acceso de las víctimas y sus representantes a la información, no sujeta a reserva legal, sobre las causas de su victimización y sobre las causas y condiciones de las violaciones manifiestas de las normas Internacionales de Derechos Humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, así como a conocer la verdad acerca de esas violaciones. 

4. Proporcione información falsa a las víctimas o sobre los hechos que produjeron la victimización. 

5. Discrimine por razón de la victimización. 

Artículo 202. Responsabilidad de funcionarios. Sin perjuicio de la responsabilidad penal o disciplinaria a que hubiere lugar, los funcionarios públicos que en el ejercicio del proceso penal o cualquier otro tipo de actuación jurisdiccional o administrativa afecten derechos de las víctimas, responderán ante los Tribunales y Juzgados competentes por dichas infracciones. 

TÍTULO Vi

Protección integral a los niños, niñas y adolescentes víctimas

Artículo 203. Derechos de los niños, niñas y adolescentes víctimas. Para efectos de la presente ley se entenderá por niño, niña y adolescente toda persona menor de 18 años. Los niños, niñas y adolescentes víctimas de violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario gozarán de todos los derechos civiles, políticos, sociales, económicos y culturales, con el carácter de preferente y adicionalmente tendrán derecho, entre otros: 

1. A la verdad, la justicia y la reparación integral. 

2. Al restablecimiento de sus derechos. 

3. A la protección contra toda forma de violencia, perjuicio o abuso físico o mental, malos tratos o explotación, incluidos el reclutamiento ilícito, el desplazamiento forzado, las minas antipersonal y las municiones sin explotar y la violencia sexual. 

Parágrafo. Para los efectos del presente Título serán considerados también, los niños, niñas y adolescentes concebidos como consecuencia de una violación sexual. 

Artículo 204. Reparación integral. Los niños, niñas y adolescentes víctimas en los términos de la presente ley, tienen derecho a la reparación integral. Este derecho incluye las medidas de indemnización, rehabilitación, satisfacción, restitución y garantías de no repetición. 

Parágrafo 1°. La reparación integral prevista en este artículo será asumida por el Estado en su conjunto a través de las entidades competentes, en particular las que integran el Sistema Nacional de Bienestar Familiar. 

Parágrafo 2°. El Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas con apoyo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como coordinador del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, deberá diseñar con fundamento en la presente ley los lineamientos específicos para procurar un proceso de reparación integral para los niños, niñas y adolescentes víctimas, el cual deberá estar contenido en el documento Conpes de que trata la presente ley. 

Artículo 205. Restablecimiento de los derechos. Los derechos de niños, niñas y adolescentes que han sido vulnerados, deberán ser restablecidos mediante los procesos y mecanismos que la Constitución y las leyes, y en particular, el Código de Infancia y Adolescencia, disponen para tal fin.

Artículo 206 Derecho a la indemnización. Los niños, niñas y adolescentes víctimas tienen el derecho a obtener una indemnización. Los padres, o en su defecto, el defensor de familia, podrán elevar la solicitud, como representantes legales del niño, niña o adolescente, de la indemnización a la que estos tengan derecho. 
Artículo 207. Constitución de fondos fiduciarios para niños, niñas y adolescentes. La entidad judicial o administrativa que reconozca la indemnización a favor de un niño, niña o adolescente, ordenará, en todos los casos, la constitución de un encargo fiduciario a favor de los mismos, asegurándose que se trate del que haya obtenido en promedio los mayores rendimientos financieros en últimos seis meses. La suma de dinero les será entregada una vez alcancen la mayoría de edad. 

Artículo 208. Acceso a la justicia. Es obligación del Estado investigar, perseguir, capturar, enjuiciar y sancionar a los autores y partícipes de las violaciones a los Derechos Humanos o de las infracciones al Derecho Internacional Humanitario de las que sean víctimas los niños, niñas y adolescentes. 

Para el efecto, la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar diseñarán conjuntamente los mecanismos para garantizar su participación, con miras a la efectiva realización de los derechos a la verdad, la justicia y la reparación. 

Artículo 209. Reconciliación. Los niños, niñas y adolescentes, tienen derecho a que el Estado en su conjunto, garantice un proceso de construcción de convivencia y de restauración de las relaciones de confianza entre los diferentes segmentos de la sociedad. 

Para el efecto el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, tomando en consideración las recomendaciones de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, impartirá las directrices de una política de Reconciliación para que sean adoptadas por el Sistema Nacional de Bienestar Familiar. 

Artículo 210. Niños, niñas y adolescentes huérfanos. Todos los niños, niñas y adolescentes huérfanos por violaciones manifiestas a las normas Internacionales de Derechos Humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario tendrán derecho a la reparación integral. Cualquier autoridad del orden departamental, regional o local, y cualquier servidor público que tenga conocimiento de que un niño, niña o adolescente ha quedado huérfano de padre y madre o de uno solo de ellos, por violaciones a los Derechos Humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario, deberá comunicar tal situación de manera inmediata al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, para que a través del Defensor de Familia, se inicien los trámites judiciales y administrativos orientados a la reparación integral de sus derechos. 
Artículo 211. Niños, niñas y adolescentes víctimas de minas antipersonales, municiones sin explotar y artefactos explosivos improvisados. Todos los niños, niñas y adolescentes víctimas de minas antipersonal, municiones sin explotar y artefactos explosivos improvisados tendrán derecho a la reparación integral. Los niños, niñas y adolescentes víctimas de minas antipersonal, municiones sin explotar y artefactos explosivos improvisados tendrán derecho a recibir de manera gratuita y por el tiempo definido según criterio técnico-científico tratamiento médico, prótesis, órtesis y asistencia psicológica, que garanticen su plena rehabilitación. 

Parágrafo. El reconocimiento y pago del tratamiento de que trata el presente artículo, se hará por conducto del Ministerio de Protección Social con cargo a los recursos al Fondo de Solidad y Garantía del Sistema General de Seguridad Social en salud, FOSYGA, subcuenta de eventos catastróficos y accidentes de tránsito, salvo que estén cubiertos por otro ente asegurador en salud 

Artículo 212. Niños, niñas y adolescentes víctimas del reclutamiento ilícito y utilización para la violación de los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. Todos los niños, niñas y adolescentes víctimas del reclutamiento y utilización para la violación de los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario, tendrán derecho a la reparación integral en los términos de la presente ley. Los niños, niñas y adolescentes víctimas del delito de reclutamiento ilícito podrán reclamar la reparación del menoscabo de derechos, de acuerdo con la prescripción del delito consagrada en el artículo 83 del Código Penal. 

La restitución de los derechos de los niños, niñas y adolescentes estará a cargo del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Una vez los niños, niñas y adolescentes cumplan la mayoría de edad, podrán ingresar al proceso de reintegración social y económica que lidera la Alta Consejería para la Reintegración Social y Económica de Personas y Grupos Alzados en Armas, siempre que cuenten con la certificación de desvinculación de un grupo armado organizado al margen de la ley expedida por el Comité Operativo para la Dejación de las Armas. 

Artículo 213. Norma más favorable. Las normas del presente título se aplicarán sin perjuicio de lo dispuesto en otras disposiciones de esta ley. En caso de duda se aplicará la disposición que sea más favorable para el niño, niña o adolescente, en consonancia con el interés superior del niño.

TÍTULO VIi

Participación de las víctimas

Artículo 214. GARANTÍA DE PARTICIPACIÓN A LAS VÍCTIMAS. La participación oportuna y efectiva de las víctimas de las que trata la presente ley, se garantizará a través de: 

1. La consulta a las víctimas en la formulación, ejecución de las políticas,  planes, programas y medidas de reparación

2. La elección que hacen de sus representantes en el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral de las Víctimas y en los comités territoriales para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

 3. A través de otros mecanismos y estrategias para la efectiva participación de las víctimas promovidas por la Agencia Presidencial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. 

Parágrafo: La consulta a las víctimas deberá contemplar los siguientes criterios: 

1. Las propuestas de las víctimas se incorporarán a las medidas, planes, programas y políticas de verdad y reparación, atendiendo criterios de justicia, pertinencia y proporcionalidad, respecto del daño ocasionado y  las circunstancias de las víctimas.

2. Que los procesos de consulta contribuyan a la dignificación de las víctimas.

3. Los mecanismos que se generen para la consulta a las víctimas deben evitar su revictimización. 
4. A través de los procedimientos de consulta no se podrá redefinir o exonerar al Estado de sus obligaciones internacionales. 
5. Los procedimientos de consulta se deberán adelantar atendiendo el principio de publicidad 
6. Los mecanismos de consulta deberán adelantarse garantizando la participación de organizaciones relacionadas con los sectores poblacionales a que se refiere la presente ley, en particular organizaciones defensoras de derechos humanos y de víctimas, siempre que sean representativas.
7. Se garantizará la participación de las mujeres, niñas, niños y adolescentes, adultos mayores, indígenas, afrocolombianos, población LGBT víctimas, a fin de que contribuyan al enfoque diferencial. 
8. en los procesos de consulta sobre las medidas, planes y programas de verdad y reparación, se considerará de manera preferente la participación de las organizaciones que representen los sectores poblacionales afectados directamente.  

9. La consulta deberá aplicarse durante la elaboración, aplicación y evaluación de las medidas, planes, programas y políticas, así como en los procesos de reglamentación.
Artículo 215. Garantía de participación. Se garantizará la participación oportuna y efectiva de las víctimas de las que trata la presente ley, en los espacios de diseño, implementación, ejecución y evaluación de la política a nivel nacional, departamental, municipal y distrital. Para tal fin, se deberán conformar mesas de participación de Víctimas, propiciando la participación efectiva de mujeres, niños, niñas y adolescentes, adultos mayores víctimas, a fin de reflejar sus agendas. 

Se garantizará la participación en estos espacios de organizaciones defensoras de los derechos de las víctimas y de las organizaciones de víctimas, con el fin de garantizar la efectiva participación de las víctimas en la elección de sus representantes en las distintas instancias de decisión y seguimiento al cumplimiento de la ley y los planes, proyectos y programas que se creen en virtud de la misma, participar en ejercicios de rendición de cuentas de las entidades responsables y llevar a cabo ejercicios de veeduría ciudadanía, sin perjuicio del control social que otras organizaciones al margen de este espacio puedan hacer. 

Para la conformación de las mesas a nivel municipal, departamental y nacional, las organizaciones de las que habla el presente artículo interesadas en participar en ese espacio deberán inscribirse ante la Personería, en el caso del nivel municipal o distrital o ante la Defensoría del Pueblo, quienes ejercerán la Secretaría técnica del mismo en el respectivo nivel. 

Será requisito indispensable para hacer parte de la mesa departamental pertenecer a la mesa en el nivel municipal correspondiente y para la mesa nacional, pertenecer a la mesa en el nivel departamental correspondiente. 

Parágrafo 1°: Estas mesas se deberán conformar dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente Ley. El Gobierno Nacional deberá garantizar los medios para la efectiva participación, a través de la Agencia Presidencial para la Atención y Reparación Integral a las víctimas o quien haga sus veces. 

Parágrafo 2°: La Mesa Nacional de Participación de Víctimas será la encargada de la elección de los representantes de las víctimas que integren la Unidad Administrativa de Gestión y Restitución de Tierras de que trata el artículo 107 de los representantes del Comité Consultivo de Coordinación Interinstitucional de que trata el artículo 165 de los representantes del Comité de Seguimiento y Monitoreo de que trata el artículo 200, representantes que serán elegidos de los integrantes de la mesa. 

Las Mesas Departamentales de Participación de Víctimas serán las encargadas de la elección de los representantes de las víctimas que integren los Comités Territoriales para la atención y reparación integral de que trata el artículo 167.

Artículo 216. Herramientas de Participación. Para garantizar la participación efectiva de que trata el presente Título, los alcaldes, gobernadores y el Comité Consultivo de Coordinación Interinstitucional de la presente ley, contarán con un protocolo de participación efectiva a fin de que se brinden las condiciones necesarias para el derecho a la participación. 

Ese protocolo de participación efectiva deberá garantizar que las entidades públicas encargadas de tomar decisiones en el diseño, implementación y ejecución de los planes y programas de atención y reparación remitan con anticipación a las Mesas de Participación de Víctimas del nivel municipal, distrital, departamental y nacional, según corresponda, las decisiones proyectadas otorgándoles a los miembros de las respectivas mesas la posibilidad de presentar observaciones. 

Las entidades públicas encargadas de la toma de decisiones deberán valorar las observaciones realizadas por las Mesas de Participación de Víctimas, de tal forma que exista una respuesta institucional respecto de cada observación. Las observaciones que una vez valoradas, sean rechazadas, deben ser dadas a conocer a las respectivas mesas con la justificación correspondiente. 

TÍTULO viii

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 217. Extraditados. En virtud del principio de coherencia externa establecido en el artículo 11, para contribuir a la efectividad del derecho a la justicia, el Estado Colombiano adoptará las medidas conducentes a garantizar la participación efectiva de las víctimas en las investigaciones, procesos y procedimientos judiciales y disciplinarios de los responsables de violaciones a los derecho humanos e infracciones al derecho internacional humanitario que se encuentran en jurisdicción extranjera por efecto de extradición concedida por el Estado colombiano. De la misma manera el Estado procurará adoptar medidas conducentes para su colaboración con la administración de justicia, a través de testimonios dirigidos a esclarecer hechos y conductas, relacionadas con violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

Para contribuir a la efectividad del derecho a la verdad adoptará las medidas conducentes para que los autores de violaciones a los derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario extraditados, revelen los motivos y las circunstancias en que se cometieron las violaciones y en caso de fallecimiento o desaparición, la suerte que corrió la víctima. 

Para contribuir a la efectividad del derecho a la reparación adoptará las medidas tendientes a garantizar que los bienes de los extraditados sean entregados o incautados con destino al fondo de reparación para las víctimas establecido en el artículo 54 de la Ley 975 de 2005. 

Artículo 218. Medidas de satisfacción y reparación simbólica por parte de algunos actores. Los miembros de las organizaciones armadas al margen de la ley, que en desarrollo de procesos de paz adelantados con el Gobierno Nacional, se hayan beneficiado con las medidas de indulto, amnistía, auto inhibitorio, preclusión de la investigación o cesación de procedimiento, en los términos previstos en las Leyes 77 de 1989, 104 de 1993 y 418 de 1997 y los Decretos 206 de 1990, 213 de 1991 y 1943 de 1991 y la Organización Revolucionaria del Pueblo (ORP), estarán obligados a enaltecer la memoria de sus víctimas a través de la ejecución de las medidas de satisfacción y de reparación simbólica previstas en esta ley. 

Para tal efecto, el Gobierno Nacional a través del Ministerio del Interior y de Justicia tendrá un término máximo de cuatro (4) meses para realizar un informe de los miembros de dichas organizaciones que obtuvieron beneficios penales por parte del Estado y de los hechos delictivos frente a los cuales todavía existen registros ante las autoridades judiciales y administrativas. 

Esta información será remitida al coordinador del Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas, quien en el término de doce (12) meses, deberá imponer las medidas que resulten necesarias para que las personas relacionadas en el informe presentado por el Gobierno Nacional, procedan individual o colectivamente, a ejecutar las medidas de satisfacción o compensación moral necesarias y de reparación simbólica previstas en esta ley. 

La valoración acerca de la pertinencia, suficiencia y proporcionalidad de las medidas a imponer se somete a la decisión del coordinador del Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas. 

Quienes hayan pertenecido a las organizaciones armadas al margen de la ley, podrán acudir directamente al Ministerio del Interior y de Justicia, en el término máximo de tres (3) meses, para poner de presente su intención de enaltecer a las víctimas, en desarrollo del procedimiento consagrado en esta disposición. 

Como resultado del trámite aquí previsto, el director del Sistema Nacional de Atención y Reparación a las Víctimas procederá, con la colaboración de los organismos competentes, a la elaboración y divulgación de un documental, con cargo al Fondo para el Desarrollo de la Televisión Pública, en el que se reavive la memoria de las víctimas y se haga público el perdón de los victimarios por los hechos cometidos. Todas las entidades del Estado estarán obligadas a otorgar los medios dispuestos a su alcance para garantizar la realización de este documental, el cual deberá ser transmitido por el canal institucional y por los canales regionales y privados, en los términos en que se establezca por la Comisión Nacional de Televisión, o la entidad que haga sus veces. 

Artículo 219. Financiación de medidas de atención y reparación integral a las víctimas de violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario. Las medidas que impliquen un aumento de las funciones de las instituciones del Estado, deben ser asumidas con el espacio presupuestal establecido para cada una en el Marco Fiscal de Mediano Plazo. De igual forma los programas o proyectos estructurados en desarrollo de esta ley deben priorizarse por las entidades dentro de su oferta institucional y su espacio fiscal, sin perjuicio de las demás funciones constitucionales y legales que les han sido asignadas a los demás organismos y entidades estatales, que también tienen carácter prioritario. 

Artículo 220. Inscripción fraudulenta de víctimas. Si con posterioridad al reconocimiento de la indemnización administrativa se demostrare que la persona no tenía la calidad de víctima o de beneficiario, o lo hubiere acreditado de manera engañosa o fraudulenta, se revocarán las medidas de indemnización otorgadas, se ordenará el reintegro de los recursos que se hubieren reconocido y entregado por este concepto y se compulsarán copias a la autoridad competente para la investigación a que haya lugar. 

Artículo 221. Informes de ejecución de la ley. El Presidente de la República deberá presentar un informe anual sobre los avances en la ejecución y cumplimiento de la presente ley, el cual deberá ser presentado al Congreso de la República dentro del mes siguiente a cada inicio de legislatura. 

La presentación de este informe será transmitirá por el canal institucional y los canales regionales. De igual manera, deberá ser publicado en los portales de internet de todas las entidades que componen el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas y serán distribuidas las copias impresas que se consideren convenientes para que las víctimas y sus organizaciones, así como la sociedad civil en general accedan a él.

Artículo 222. Mecanismo de monitoreo y seguimiento al cumplimiento de la ley. Confórmese la Comisión de Seguimiento y Monitoreo, la cual tendrá como función primordial hacer seguimiento al proceso de diseño, implementación, ejecución y cumplimiento de las medidas contenidas en esta ley. 

Estará conformada por: 

1. El Procurador General de la Nación o su delegado, quien ]a presidirá 

2. El Defensor del Pueblo o su delegado, quien llevará la secretaría técnica. 

3. El Contralor General de la Nación o su delegado 

4. Tres representantes de la sociedad civil, los cuales serán elegidos de acuerdo con el procedimiento establecido en el Título VIII y deberán ser rotados cada dos años.

Parágrafo 1°. La comisión deberá reunirse por lo menos una vez cada seis (6) meses y rendir un informe al Congreso de la República dentro del mes siguiente a cada inicio de legislatura de cada año. 

Parágrafo 2°. Las funciones de seguimiento y monitoreo por parte de la Procuraduría General de la Nación y de la Contraloría General de la República se ejercerán sin perjuicio de las funciones constitucionales y legales que ejercen como organismos de control. 

De igual manera deberán compulsar copias a la Fiscalía General de la Nación cuando en el ejercicio de las funciones atribuidas a esta comisión evidencien la ocurrencia de un ilícito. 

Parágrafo 3°. La elección de los representantes de la sociedad civil se hará por parte del Ministerio del Interior y de Justicia de acuerdo a la reglamentación que para tales efectos se expida de acuerdo al Título VIII de la presente Ley.

Artículo 223. Las Mesas Directivas de las Comisiones Primeras de Senado y Cámara conformarán una comisión en la que tendrán asiento todos los partidos y movimientos políticos representados en las respectivas comisiones, encargada de efectuar el seguimiento de la aplicación de esta ley, recibir las quejas que se susciten en ocasión de la misma y revisar los informes que se soliciten al Gobierno nacional.

El Gobierno deberá presentar informes dentro de los primeros diez (10) días de cada periodo legislativo a las comisiones de que trata este artículo, referidos a la utilización de las atribuciones que se le confieren mediante la presente ley, así como sobre las medidas tendientes a mejorar las condiciones sociales, psicológicas y económicas de las víctimas. Estas comisiones designaron un coordinador respectivamente.

Artículo 224. Rutas y medios de acceso. El Comité Consultivo del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas en el marco de sus funciones, deberá elaborar la ruta única de acceso a las medidas de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación contempladas en la presente Ley, a través de las cuales las víctimas podrán ejercer sus derechos. 

De igual manera, y de acuerdo al artículo 30 de la presente Ley, el Ministerio Público deberá velar, para que las entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, hagan uso de la ruta única. 

Artículo 225. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, y de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 30, garantizará que las víctimas de que trata la presente ley que se encuentren fuera del país sean informadas y orientadas adecuadamente acerca de sus derechos, medidas y recursos.

Artículo 226. Facultades extraordinarias. De conformidad con el artículo 150 numeral 10 de la Constitución Nacional, revístase al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias, por el término de seis (6) meses contados a partir de la expedición de la presente ley, para expedir por medio de decretos con fuerza de ley, la regulación de los derechos y garantías de las víctimas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, ROM y negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras en lo relativo a: 
a) Generar el marco legal de la política pública de atención, reparación integral y de restitución de tierras de las víctimas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras de conformidad con la Constitución Nacional, los instrumentos internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad, las leyes, la jurisprudencia, los principios internacionales a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición. 

b) En la elaboración de las normas con fuerza de ley que desarrollen la política pública diferencial para las víctimas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, el Gobierno Nacional consultará a los pueblos étnicos a través de las autoridades y organizaciones representativas bajo los parámetros de la jurisprudencia constitucional, la ley y el derecho propio, con el fin de dar cabal cumplimiento al derecho fundamental de la consulta previa. La metodología de la consulta previa para la elaboración de las normas con fuerza de ley que desarrollen la política pública diferencial para las víctimas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, será concertada entre el gobierno nacional y los pueblos étnicos a través de las autoridades y organizaciones representativas. 

Parágrafo 1°. Hasta la aprobación de las normas con fuerza de ley que desarrollen la política pública diferencial para las víctimas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, ROM y negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, las normas que puedan afectar a estas comunidades quedarán condicionadas a la realización de la consulta previa de todo proyecto, programa o presupuesto que pueda llegar a afectarlas. 

Parágrafo 2°. Las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República en el presente artículo para desarrollar la política pública diferencial para la atención, reparación integral y restitución de tierras a las víctimas pertenecientes a pueblos y comunidades indígenas, ROM, negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras, serán ejercidas con el fin de respetar la cultura y existencia material de estos pueblos tradicionales, así, como para incluir diferencialmente sus derechos en tanto a víctimas de violaciones graves y manifiestas de Normas Internacionales de Derechos Humanos o infracciones al Derecho Internacional Humanitario. 

Parágrafo 3°. Las facultades conferidas al Presidente de la República comprenderán en el mismo término la de modificar la estructura orgánica de la defensoría del pueblo creando, suprimiendo o fusionando cargos, con el fin de garantizar el cumplimiento y desarrollo de las funciones y competencias asignadas a la institución en esta ley.

Artículo 227. Desarrollo rural. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, deberá presentar en un término de seis (6) meses a partir de la expedición de la presente Ley, la iniciativa que regule el desarrollo rural del país, donde se prioricen las víctimas de despojo y abandono forzado, en el acceso a créditos, asistencia técnica, adecuación predial, programas de comercialización de productos, entre otros, que garanticen la reparación integral a las víctimas.

Artículo 228. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y tendrá una vigencia de diez (10) años, y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, excepto aquellas que sean más favorables para la garantía de los derechos de las víctimas de las que trate la presente ley
Parágrafo 1º. El Gobierno Nacional presentará un informe anual al Congreso de la República detallado sobre el desarrollo e implementación de la presente ley, así como el objeto cumplido de las facultades implementadas. 

Parágrafo 3º. Un año antes del vencimiento de la vigencia de esta ley, el Congreso de la República deberá pronunciarse frente a la ejecución y cumplimiento de la misma.

LUIS CARLOS AVELLANEDA TARAZONA

Senador de la República
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